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ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA 



tTERPo DE CALIGRAFOS OFICIALES Y CUERPO MEDICO FORENSE. 

DESIGNACIONES. 

En Buenos Aires, a los 2 iliiis del me* de febrero del a fio 19H2, reunidos 
en l.i Sala de Ai-ucrdns del Tribunal, el Señor Juez Decano de la Corte Suprema 
ile Justicia de la Nación, Doctor Don Aristóbulo D. Arííoz de Lamadrid, y los 
Señorea JfflMe» Poetóme Don Luis María BofH Bomiero. Don Julio Oyaanarte, 
Don Pedro Aberasün/, Lmi U ¡tardo Columbre* y Don Esteban linaz, 

Consideraron : 

Que ron-exonde practicar l;i designación de dos perito* calígrafos, nn perito 
químieo y un Oficial Principal de Cuarta (Doctor en Química o Bioquímica) 
del Laboratorio de Química Legal y Toxieologia. Para estos cargos, cuya provi- 
sión se considera impostergable en razón de los nnteeedentes fine obran en el 
Trihnnal, se llamó n concurso por Acordadas de 25 de noviembre de 1960 y 12 
de mayo de lOCil —expedientes de superintendencia 2380/60 y 2674/61, respec- 
tivamente — , 

Que el caliera fo Señor Luis A, Vidal Villar lia solicitado sn exclusión del 
concurso respectivo. 

Que esta Corte — analizados los antecedentes y títulos de todos los postu- 
lantes— coincide con las conclusiones de las Juntas Calificadoras, sin perjuicio 
de señalar que no resulta de las actas pertinentes se haya observado el procedi- 
miento prevista ]mr el art. 4* de la Acordada de 20 de abril de 1059, 

Resolvieron ! 

Practicar las siguientes designaciones: 

a) Perita» Caligrafo* del Cuerpo de Calígrafos Oficiales de la Justicia Na- 
cional de la Capital Federal, a los Señores Julio Héctor Bradley {clase 1923, 
L, E. ní 4.008,005} y Fernando Jorge López Peña (clase 1928, L. E. n* 4.227.491). 

b) Perífo QhímiiVo del Cuerpo Medico Forense de- la Justicia Nacional de la 
Capital Federal, al Dr. Manuel Arcángel Guateüi (clase 1912, L. E. ifl 117.575). 

e) Ofiritil rrÍHeip»l de Cúártá (Doctor en Qnimien o Bioquímica) del Labo- 
ratorio de Química Leeal y ToxícoIoeíii del Cuerpo Médico Forense de la Justicia 
Nacional de la Capitnl Federal, al Doctor Eduardo José Gobbi (clase 1922, L. E. 
n* 1 .960.629). 

Todo lo cual dispusieren y inundaron, ordenando se comunicase y regístrase 
en el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — AmSTÓBvr* D. AraOZ pe 
Lahaiwip — Luía María Boffi Box.oero — Jumo Othanarte — Peww A befa b- 
Tt RT — Ricarik) CoMWBirEft — Esterax Isiaz. — Jorge -4r(nro Prró (Secretario). 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



MIDhVri. DE LA (AMARA NACIONAL DE U'EL VCíONFS FV i «i 
CRIMINAL Y CORRECCIONAL DE LA CAPITAL FEDERAL 

En Vins. a los !> ,11a, ,1.-1 „,e, de lebrero del año l!JiL\ reunidos en 

Ju*tic« * la Na,,ó n , Doctor Don Ari*.ób„lo D. Ariíos de Lamadrid, v loí §££ 
- u,r, s Ductores Don Julio <*!„„:, rt<N l, nn fíi , (m , Co ,„ hllm , v ' í)„„ E 



Consideraron: 

Qtjeen v\ día de I» íeeln. se hn producido el &ítfeálufe«to dé] Doctor \rturo 
Manuel l,„re, ,,uu,, *l»cí¡ahn el cargo ,1, Prudente de |„ Cámara X ; dotlal 
de Aiwlniioup. ni U> Criminal y Cnrrpcriomii de la Capital. 

Resolvieron : 

la '"'""" r " ,K " '' '■ * - * " ,r » 

2J) Dirigir iinn nota de condolencia a la faim% del extinto 
Todo lo «mal dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase v 

en el libro correspondiente, por nnte mí, t,tie doy fe. - Aniwflin.™ D. Aríoz 

ve Lajíadhid - Jcuo Oyiiakartk - Ricardo - 

/fofre/fo /^ ;J rf/o (Secretario). 



CUERPO -MEDICO FORENSE. , LLAMADO A CONCCHSO PARA LOS 
CARGOS DE PERITO MEDICO Y OFICIAL , jjSSftS DE CLMRtÍ 
(DOCTOR EN Q 1*1 MICA O BIOOPIMICAL dCNTA I ) E A LI FIC ACIONES 

En Rueños Aires n los lf) días del mes de febrero del año 1962, reunidos 
en |n Sala de Acuerdos de Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
S/"* 1 ™ ,le "í 1 N '" ti "». Dc "t"«" Benjamín Villegas BaaavUbaso v lo* 

nlTn V Mt " r ™ Ariatóbnlo D. Aráoz de Lamadrid. Don Luis Marín 

Hotti Koggero. Don Jubo Oylianarte, Do» Pedro Jferartnrv, Don Ricardo Colum- 
bres y Don Esteban Ira**, 

Que, encontrándose actualmente vacantes en el Cuerpo Médico Forense de la 
Justicia Nacional de la Capital Federé un cargo de Perito Médiro -por falleci- 
miento del Doctor Santiago I. Nudelman- y M cargo de Ofi-ial Principal de 
Cuarta (Doctor en Química Bioquímica) del Laboratorio de Química Local v 
™¡Wmm -por designación de] Doctor Manuel Areánsrel Ouatcllt como Perito 
Químico— y en atención a lo manifestado por la Cámara Nacional de Apelacio- 
nes en lo Cn ni mil y Correccional, corresponde cubrir dichos cargos por vía de 
eoncum., tal como lo dispone la Acordada de esta Corte Suprema de fecha 29 
de abril de Pfc>!) —Fallos: 243: 210—. 

Resolvieron : 

a) Llamar a concurso de ante, edeuie- para la provisión de un cargo de 
lento Medico y un careo de Oficial Principal de Cuarta (Doctor en Química o 
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Bioquímica) del laboratorio de Química Legal y Toxicología del Cuerpo Médico 
Forense de la Justicia Nacional de la Capital Federal. 

b} Designar cotno integrantes de la Junta de Calificaciones n los señores 
Presidentes de las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
■ ional. en lo Federal y Contemiosoadmiiiistratiyo y de \'nr. de la Capital Federal. 

c) Disponer la publicación del presente llamado a concurso en el Boletín 
((ricial, nu comunicación a l<tó diarios por intermedio de los periodistas que cum- 
plen su función en el Palacio de .Justicia y a las siguientes instituciones: Ministe- 
rio de Asistencia Social y Salud Pública de la Nación, Municipalidad de la Ciudad 
i"» Bínenos Aires, Facultad de Farmacia y Bioquímica, Asociación Quimba Argen- 
tina, Facultad de Ciencias Médicas de Buenos Aires, Academia Nacional de Medi- 
ana, Asociación Médica Argentina, Asociación de Médicos Municipales, Confe- 
deración Médica de la República Argentina y Colegio de Médicos Legistas. 

(1) La inscripción .se liará en la Secretaría de Superintendencia del Tribu- 
nal, por e] termino de quinte (tó) días hábiles a partir del día l!l de marzo 
próximo. 

Todo lo cual dispusieron y manda ron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — Rkx.iamÍn Vii.lkgas 
Bas.wiliiaso — AwsTÓtii-u* I). Aráoz hr LuiAimiit — Lns Makía Rom Bog- 
cKitn — Julio Ovii vnaktk — PEtnW Aeoírastuiy — ltn\\uim Coiximkrks — 
Estkhan Imaz — Itktirtto J, fírctt (Secretario). 



1-jlrv ANIVERSARIO DE LA CREACION DE LA BANDERA NACIONAL 

En Buenos Aires, a los 21 días del mes de febrero del año 10G2, reunidos en lft 
Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Snpmua de Jus- 
ticia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basnvilbaso y los Señores 
Jueces Doctores Don Aristólmlo D. Aráoz de Lauiadrid, Don Luis María Boffi 
Boggern, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberostury. Don Ricardo Columbres 
y Don Esteban Imaz, con asistencia del Señor Procurador General de la Nación, 
Doctor Don Ramón Lasen no, 

Consideraron : 

Que el próximo día 27 so cumple el WS* aniversario de la creación de la 
Bandera Nacional, 

Que es deber del Poder Judicial adherir a la celebración de un acontecimiento 
■Je tan significativa trascendencia histórica. 



a) Adherir a la celebración del 150» aniversario de la 
dera Nacional. 

b) Disiwner que el Palacio de Juatiiin sen embanderado desde el día 20 

hasta el día 28. • 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro corresjmndiente, por ante mi, que doy fe. — BfnmamÍJí Viu.eGAS 
Basavilhano — Akistóüulo D. Abíoz pe L\siai»hid — Luis María Boffi Bog- 

(¡KKó— Jui.h, OTHAJÍUtTK — PEW» AlIKHASTURY — Rl«'Aftl*> COUIMWES — ESTK- 

iias Imaz — Ramón La soaso. — Iíícartlu J. fírett { 



S ACUERDOS DE LA CORTE SITREilA 

JUZGADO NACIONAL EX LO CIVIL N» 29. FERIADO Jl'DtCtAL DE LOS 
DIAS 7, 8 y DE MARZO DE 19Ü2, 

En Rueño* Aires, a los 23 día* del mes de febrero del año lí)í¡2, reunidos en 
la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de lii Corle Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas BaacvUbaao v los Señores 
Jueces, Doctores Don Aristólmlo D. Aráoz de Lnmndrid. Dow Luis María Üot'ii 
Boggcro, Don Julio Oyluiiiarie, Don Ricardo Cnlomhres y Don Esteban Imaz, 

Consideraron: 

Que encontrándose en condiciones de ser ocupados los Incales correspondien- 
tes al cuarto piso del edificio de la calle Arda, Roque Sáenz Peña 1174, corres- 
ponde disponer el traslado — en t'ornm definitiva— del Juagado Nacional de 
Primera instancia en lo Civil n» 29, a cargo del Doctor Wenceslao Caballero 
O' K juzgado éste que hasta el presente se encuentra funcionando en el O* piso 
del mencionado inmueble. 

Que, conforme ]o señala el Señor Presidente de la Cámara Nacional de Apela- 
ciones en lo Civil de la Capital en su ofieio de fecha 2(1 del corriente, para hacer 
efectivo el traslado de referencia es necesario declarar feriado judicial, a loa efec- 
tos procesales, para dicho juzgado. 

Resolvieron: 

Disponer — en ejercicio de la facultad establecida por el art. 2° del Regla- 
mento par» la Justicia Nacional— feriado judicial, a los efectos procesales, para 
«1 Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil ífl 29, de la Capital, duran- 
te los días 7, 8 y 9 de marzo próximo, debiendo sustituir ni Doctor Caballero 
(b.L el Señor Juez a cargo del Juzgado n" 2, Doctor Enrique Giraudy, decre- 
ta ría n» 4 del Doctor Andrés Riva Molina, para la recepción y despacho de los 
escritos correspondientes a gestiones que no admitan demora. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — Benmamíjt Vi llecas 
B.uuvilhabo — Aristohllo D. Ar.íoz pe Lahahhw — Ltrts María Bofti Boc,- 
c¡EKft — Julio Ovíianarte — RiCARDQ C«ilomiiiíes — Esteban Imaz. — Ricardo 
J. Urea (Secretario). 



DOCTOR JOSE MARIA GUIDO. SU JURAMENTO Y HOMOLOGACION 
DEL ACTA DE ASUNCION DEL MANDO COMO PRESIDENTE 

DE LA NACION 

Buenos Aires. 31 de marzo de 1DG2. 

Considerando : 

Que el acta cuya homologación m» solicita es conforme, en sus alcances y 
efectos, con los que corresponde atribuir al juramento prestado a fs. 7.1 del libro 
respectivo, en virtud del cual el Doctor José María Guido asumió válidamente el 
Poder "Ejecutivo Nacional, con carácter definitivo, de m uerdo con Ins nrts, 1« v 3» 
de la ley 252. 
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Que, en consecuencia, corresponde acceder a lo solicitado e incorporar las 
presentes actuaciones al legajo pertinente de la Secretaría de Superintendencia 
del Tribunal tarts. 4> de lu citada ley y Üíi del R4>j*luitJcnto de la Justicia Nacional). 

Hágase saber por oficio. — Benjamín- Villegas Basaviusaso - Auístobulo 
D. ArAoz i* Lamaohhi — Luis María Bom BOQQBSO (rti dñitlencin) — Julio 

flYÜANAKTF- — PePIHJ AUERAHTURY — ltirAItPO CoLOJIBKKS — ESTERAN" lüAZ — 



Dixwkxua " KL SeS " 0H Ministro Doctor Dos Luis María Bom Boroero 
Considerando: 

Qin-, por principio, los arto* en que la Corte o su Presidente toman juramento, 
no importan decisión sobre la validez de ta investidura ostentada por quien lo 
presta. Lo contrario entrañaría, por prejuzirumiento, decidir fuera de la oportuni- 
dad establecida por Jos arts. HW y 101 de la Constitución Nacional y normas afines. 

Que, asimismo, el juramento prestado por el Doctor -losé Marín Guido, al que 
hf refieren estas actúa eiones, tomado en momentos de inusitada dificultad institu- 
cional, responde a una interpretación que permitía, sin perjuicio del pronuncia - 
miento definitivo en el momento debido, la celebración de dicho juramento en la 
"forma" señalada por ln ley do .icefalía. 

Que, en cambio, la Homologación perseguida en el acta qnc se acompaña, 
fuera ite no brotar de unn disposición legal que la imponga, entrañaría un acto 
contrario al principio establecido en e! considerando K 

Por lo tanto, así se decaro. — Lns Mahía BOFFl Bqgüeho. 

I 



FALLOS DE LA CORTE 



r 



SUPREMA 



AÑO 1962 — FEBRERO Y MARZO 



MokseSor Dixt< >i! AGUSTIN ADOLFO HERRERA 

PA TROX ATO SACWSAL.. 

Con Uis reservas que emanan de ln Constitución Nacional y ilc las tejes dicta- 
das con arreglo a rila respecto del Patronato Xneional, corresponde que 1a 
Curte Suprema pre*te at-uerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el 
Base ■ la Bula por la cual el Simio Pontífice libera n Monseñor Dr. Agustín 
Adolfo H*TT*ni del Gobierno de la Diócesis de Nueve de Julio y lo instituyo 
ObUpo Titular de Tañáis, designándole coadjutor de la Diócesis de Jujuy. 



Dictamen del Procurador Generai, 

Suprema Corte: 

El Poder Ejecutivo Naeional somete a consideración de V. E., 
a fin de dar cumplimiento a lo prescripto en el inc. 0" del art. 86 
de la* Constitución Nacional, la Bula original dada en Castel 
«Rudolfo el 24 de julio de 1961 —a la que acompaña la correspon- 
diente traducción ni castellano— por la noc Su Santidad el Papa 
Juan XXIII designa a Monseñor doctor Agustín Adolfo Herrera 
Obispo Titular de Tañáis y Coadjutor de la Diócesis de Jujuy, 
- liberándolo al mismo tiempo de su vínculo con la Sede do Santo 
Domingo en Nueve de' Julio, 

Toda vez que, según lo pone de manifiesto el mensaje que an- 
tecede, el Poder Ejecutivo ha aprobado la separación de Monse- 
ñor Herrera del Gobierno de la Diócesis do Nueve de Julio, no 
encuentro inconveniente para que V. E., con las reservas de prác- 
tica que emanan de la Constitución y leyes vigentes sobre la ma- 
terin, preste el acuerdo que le ha sido solicitado. — Buenos Airee, 
18 de diciembre de 1961. — Ramo» Lascano. 




HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de febrero de 1962. 
Antos y vistos; considerando: 

Que el Poder Kjeoutivo Nacional sonvte a In consideración 
de esta Corte Suprema, a los fines espr- sndos on el ine. 9 9 del 
art. 86 de la Constitución, la Bula por in que S. S, el Papa Juan 
XXI Ií confiere a Monseñor doctor Agustín Adolfo Herrera la 
Dignidad de Obispo Titular de Tañáis, designándolo Coadjutor 
de la Sedo del Obispo de Jujuy al mismo tiempo que lo libera 
de su vínculo del gobierno de la Diócesis de Nueve de Julio. Tal 
liberación, según se expresa en el mensaje de fs. 2 ha sido prac- 
ticada con conocimiento y aprobación del Poder Ejecutitvo. 

Que del texto de la Bula cuya traducción corre agregada a 
fs. 1 no resulta se confieran a Monseñor Herrera otras atribu- 
ciones que las de auxiliar al Diocesano en las que éste ejerce —en 
los términos de la resolución de Fallos: 129: 137— "con sujeción 
a las prerrogativas del Patronato y en virtud del juramento 
prestado respecto a su observancia". 

Que, en las condiciones expuestas, y con arreglo a la doc- 
trina del fallo antes mencionado, corresponde prestar el acuerdo 
con la salvedad de los derechos del Patronato Nacional. 

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador Gene- 
ral, la Corte Suprema de Justicia de la Nación presta su acuerdo 
para que el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula expedida 
por S. S. el Papa Juan XXIII liberando a Monseñor doctor Agus- 
tín Adolfo Herrera del Gobierno de la Diócesis de Nueve de Ju- 
lio, al mismo tiempo que lo instituye Obispo Titular de Tañáis y 
lo designa Coadjutor de la Diócesis de Jujuy, con las reservas 
que emanan de la Constitución y de las leyes dictadas con arreglo 
a ella respecto del Patronato Nacional. 

Devuélvase al Poder Ejecutivo en la forma de estilo. 

Aristóbttlo D. Abáoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Bogoebo — 
Julio Ovhanarte — Pedro Abe- 
rastubt — Esteban Imaz. 



JfAX GOYAKABTE v. JUAN' LUIS RICCI 

■ 

SENTENCIA: Principio* generales. 

En materia civil, la sentencia de )n causa no puede exceder las pretensiones 
de las partes. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestión federal. Cues- 
tiones federóles simples. Interpretación de la Constitución Nacional. 

Procede el recurso extraordinario, t\\ic se funda en los arts. 17 y 18 de la 
Constitución Nacional, y debe ser dejada, sin efecto, la sentencia nue eleva 
el precio del arrendamiento por encima de las pretensiones de su propietario. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La decisión apelada no es más que la consecuencia necesaria 
de la sentencia de fs. 23 que quedó consentida por el recurrente. 
Sus agravios, por lo tanto, resultan tardíamente articulados. 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 44 es por ello im- 
procedente y ha sido mal acordado a fs. 52. 

Así corresponde declararlo. — Buenos Aires, 14 de setiem- 
bre de 1961. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de febrero de 1962. 

Vistos los autos: "Goyanarte, Juan c/ Ricci, Juan Luis s/ 
fijación precio arrendamiento 

Y considerando: 

1*) Que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, no 
cabe, en materia civil, que la sentencia exceda las pretensiones 
de las partes. 

2*) Que el fundamento constitucional que los precedentes de 
esta Corte han reconocido a la regla en cuestión autoriza el co- 
nocimiento del Tribunal en la causa, por haberse invocado en 
ella los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional — fs. 45; Fallos; 
239: 442; 249 : 484 y otros—. 

3*) Que el mero hecho de que la ley 14.451 — art 7— autorice 
a los organismos de aplicación la fijación de precios, hasta el 
6 % del valor del predio, no justifica la prescindencia del prin- 
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c pío mencionado. Tal ley, en efecto, no suministra ratón valedera 
alguna para superar los límites de la jurisdicción eri materia I 

ituTl Z &^ n °i KV raZÓn para dísti,l * uir eo11 rel *<^ al 
supuesto del actor en la cansa, 

l*,!* 4 !? ? ue ' en , talos pidones, toda vez que la sentencia ape- 
lada de fs 42 eleva el precio del predio arrondado por encima 

efecto 3 PretCnS,0nea d ° 8U W^mn ella debe ser dejada sin 

Por ello habiendo dictaminado el señor Procurador General, 
se deja sm efecto la sentencia apelada de fs. 42. X vuelvan los 
autos al organismo de su procedencia a fin de que la Sala que si- 
gue en orden de turno dicte nuevo pronunciamiento con arreglo 
ai art. 16, 1* parte, de la ley 48 y ajustado a la presente sentencia. 

BULO D. ArÁOZ DE La MADRID — 

Julio Oyuaxarte — Ricardo 
Colombres — Esteban Imaz. 
t 



HÓQV& P. THIXGOJ,0 y. CASA ROSENTIIAL 
RECVRSO EX TRA QRMSARIO ; Rcmhuim. rfW pronuucún,,ia,to. 

Sólo corresponde a lu Corto pronunciarse sobre las eucstmn*» fedérate* ñwi- 
TxtrLnYm^o 11 ^' i0 " ípr<>mmi * 41,1 d ost ' rito vn I* » dedujo el recurso 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas común*. 

Ks impropíenle g recurso extraordinario deducido contra la sentencia iiue, 
••«.ti fundamentos firmo. IwiMnutwi pnm sustentarla y gue no han sido mate- 
ria ije recurso concreto por .1 apelante, desestima 1n acción sohre ía lia*e do 
que no |M,do patenta.^ un objeto e.u,m invento por camer d<- novedad V 

wiguiaJWUMl, Kn el eaw. . uctionada la inielieenrifl del art. 4 de la lev TI i. 
no se diseulu» el vnk.r probatorio atril.uído por la Cámara a una rcvi.ta atín - 
iradn a la en usa. 



Dictamen- del Proci'rador Gexeral 

Suprema Corte: 

Kl recurso extraordinario deducido a fs. 165 es procedente, 
a mi iineio, toda vez que el apelante cuestiona la inteligencia de 
una disposición federal y el pronunciamiento recaído es defini- 
tivo y contrario al derecho que aquél funda en la misma (art. 14, 
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inc. 3*, de la ley 48). El recurso, pues, lia sido bien concedido a 
fs. 166 vta. por el a quo. 

Se trata do lo siguiente: a fs. 11 don Roque D. Tringolo, por 
apoderado, inicia demanda contra la Casa Rosonthal a fin de que 
se condene a ésta al .cese de la fabricación y venta de vinchas 
para cabello de determinada estructura metálica, en razón de que 
la misma está protegida por la patente nacional n 9 104.396 conce- 
dida a su favor el 18 de setiembre de 1¡)56. A fs. 22 contestn la 
acción la demandada, negando validez a la patente en cuestión 
por carecer de originalidad y novedad, la que es nula, a su jui- 
cio, de conformidad con lo que al respecto establece el art. 49 do 
la ley 111; dice que no se trata de un "nuevo producto indus- 
triar', que no existe la pretendida falsificación y que se desco- 
noce i oda explotación industrial del invento patentado por la con- 
traparte. Adjunta un ejemplar de " Atlanta Post" n 9 30, catálogo 
ilustrado de albajas publicado en Alemania, cu una de cuyas 
páginas figura una fotografía del artículo industrial patentado 
por el actor y, en definitiva, pide el rechazo de la demanda con 
costas n» actor. El juez dicta sentencia a fs. 138 desestimando la 
la acción, dado que si bien afirma que "la vincha fabricada por la 
demandada infringe la patente del actor" advierte que ta Casa 
Rosenthal alegó en su defensa que dicha patente es nula por care- 
cer de novedad y originalidad, por lo que no pudo ser patentable el 
objeto que como invento se reivindica. Y a ese respecto, luego de 
un somero estudio de los arts. 3 9 y 4' de la ley 111 —que a su jui- 
cio contemplan dos hipótesis diferentes— llega a la conclusión de 
que la demandada tiene razón, ya que la patente cuestionada no 
importa "un nuevo producto" ni "nn medio nuevo", como lo re- 
quiere la lev. Y sobre ta base del informe de fs. 114, las declara- 
ciones testimoniales de fs, 71, 72, 77, 77 vta, 78, 79, 80, 82 y 82 
vta. —todas concordantes— y las constancias de la revista ale- 
mana "Atlanta Post", en la que se publican objetos de caracte- 
rísticas similares n las de los artículos patentados, con anteriori- 
dad a la fecha de la solicitud de patente hecha por el actor, ter- 
mina decidiendo que en autos lia quedado debidamente demostrada 
la falta de novedad alegada por la parte demandada, siendo por 
ello procedente la defensa de ésta sobre la inhabilidad de dicho 
título. 

Apelado el pronunciamiento de primera instnneia, el mismo 
es confirmado a fs. 162 por el tribunal de alzada. Luego de decln- 
rar que el único agravio que le corresponde considerar es el re- 
lativo a la eficacia de las pruebas aportadas al juicio por la de- 
mandada encaminadas a demostrar la falta de originalidad de la 
estructura metálica para alhajas patentadas por el actor, la Cá- 
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mará resuelve, como lo hizo el juez, en el sentido de que en lo que 
se relaciona con la creación de *' nuevos productos industriales, 
nuevos medios y nueva aplicación de medios conocidos, para la 
obtención de un resultado o de un producto industriar* {art. 3* 
de la ley 111), por tratarse de cuestiones de hecho, son suscepti- 
bles de toda clase de pruebas, y que toda vez que las aportadas 
en autos por la demandada son concluyenos en cuanto a la falta 
de novedad alegada, la confirmación del fallo del inferior es de 
rigor y así lo declara. 

En el recurso extraordinario que interpolo a fs. 165, el ape- 
lante afirma que "dándole valor a la declaración de testigos y a 
un oficio, que es sólo otra declaración testimonial de menos valor 
que un testigo, anula la patente de invención del actor" lo que a 
su entender os inadmisible, por prohibírselo expresamente el art. 
4* de la ley 111 (por error se menciona la ley de marcas y no la 
de patentes) cuando establece que no son susceptibles de ser pa- 
tentados, entre otros, los inventos publicado? en "obras, folletos 
o periódicos impresos" con anterioridad a la fecha de la presen- 
tación del solicitante. 

En cuanto al fondo del asunto discrepo tanto con la argu- 
mentación del magistrado que dicta sentencia a fs. 138 como con 
la del tribunal de alzada de fs. 162 en lo que hace a la pretendida 
dualidad de situaciones en lo que atañe a la materia do los ar- 
tículos 3* y 4 9 de la ley 111. Por el contrario, pienso que ambas 
disposiciones están tan íntimamente ligadas entre sí que no es 
posible aceptar — so color de que se trata de dos hipótesis dis- 
tintas— que para demostrar la falta de originalidad de "un nuevo 
producto industrial" (o de "un nuevo medio" o de una "nueva 
aplicación de medios conocidos", como expresa la ley en su art 3* 
cuando explica que debe entenderse por "descubrimientos o in- 
venciones nuevas") puedan utilizarse toda clase de pruebas, 
cuando expresamente limita las que pueden sor traídas a juicio 
en el art. 4 9 cuestionado al establecer que no son susceptibles de 
patentes "las composiciones farmacéuticas, los planes de finan- 
ciación, los descubrimientos o invenciones que hayan sido publi- 
cadas suficientemente en el país o fuera de él eit obras, folletos 
o periódicos impresos para ser ejecutados con anterioridad a la 
solicitud. . . '*. 

i Qué interpretación cabe asignar a tales pruebas? A mi jui- 
cio, ante la absoluta claridad de las mismas, la única conclusión 
a la que es posible arribar es que para demostrar fehacientemente 
la falta de novedad de un descubrimiento o invención, es necesa- 
rio utilizar únicamente impresos (libros, follltos, volantes, car- 
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teles, periódicos, revistos, etc.) publicados suficietemente en 
cualquier parte del mundo, de donde surge la lógica consecuen- 
cia de que, salvo dichas probanzas, ninguna otra resulta idónea 
— por sí sola — a los efectos perseguidos, tales como absoluciones 
de posiciones, declaraciones testimoniales, informes, pericias o 
inspecciones oculares. 

En un caso en cierto modo similar al presente — hace ya más 
de un cuarto de siglo— la Corte Suprema, confirmando el fallo 
de lá Cámara Federal de Rosario, resolvió en igual sentido, de- 
clarando que es necesaria la prueba documental con exclusión de 
la de testigos para probar la falta de novedad de un invento pa- 
tentado. "El art 46 de la ley de patentes — elijo V. E. en tal opor- 
tunidad — dispone la nulidad de las patentes obtenidas en contra- 
vención al art. 4* entre las que se encuentran las relativas a des- 
cubrimientos en obras, folletos o periódicos impresos. Y el art. 49 
dice que no es necesaria declaración judicial para que la nulidad 
o caducidad surtan los efectos de someter al dominio público el 
descubrimiento o invención patentados; basta que haya ocurrido 
esa caducidad o nulidad para que todos estén antorizados a ex- 
plotar libremente los objetos patentados. Del análisis de ambas 
disposiciones infiérese sin esfuerzo que el pretendido descubri- 
miento o invento patentados carecen en absoluto de valor si ellos 
fueron conocidos por medio de obras, folletos o periódicos im- 
presos publicados con anterioridad al pedido de la patente. Como 
se ve, la ley con muy buen sentido establece una determinada 
clase de prueba, la documental, a fin de asegurar la estabilidad 
del privilegio del inventor expuesto a ser, perseguido en su in- 
vento por quienes podrían -tener interés en que aquél pasara al 
dominio público, y por consiguiente, para que todos se hallen auto- 
rizados a explotarlo libremente, inclusive los testigos, que podrían 
declarar acerca de la falta de novedad, sin que ésta aparezca pro- 
bada en publicación suficiente, en el país o en el extranjero, como 
lo requiere el art 4*" (Fallos: 174: 142). 

El texto de la norma mencionada — ha declarado posterior- 
mente V. E. — no tiene ciertamente en su letra la amplitud de 
concepto que se advierte en otras legislaciones, tales como la ley 
francesa, por ejemplo, una de cuyas disposiciones estatuye para 
la validez de la patente la condición de la novedad del invento; 
esto es, que no haya recibido en el país p fuera de él, "sea por la 
vía de impresión, sea por otra manifestación, una publicidad su- 
ficiente para poder ser ejecutado f \ 

En suma, descartadas las declaraciones de los testigos que 
deponen a fs. 71, 72, 77, 77 vta., 78/80, 82 y 82 vta. así como el 
informe de fsl 114 emanado de la Cámara de Artículos de Fan- 
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tasía — inadmisibles legalmente para demostrar la falta de nove- 
dad u originalidad del producto industrial en cuestión — sólo resta 
considerar el valor de la única prueba idónea producida por la 
demandada, es decir, la fotografía de una pulsera que con otras 
alhajas metálicas figura en la décima página de la revista-catálogo 
alemana "Atlanta Post", acompañada en los autos. Y a tal res- 
pecto forzoso es concluir, a mi juicio, i|iie no cumplo su objetivo 
si se observa que dicha fotografía no va acompañada de explica- 
ción alguna que demuestre, así sea imperfectamente, la similitud 
de la estructura interna de la alhaja en cuestión con el procedi- 
miento o sistema motivo de la patente n 9 104,396 acordada al se- 
ñor Tri agolo. 

Y como consecuencia de tal conclusión, al no haberse probado 
fehacientemente la falta de novedad del producto industrial de 
que se trata, pienso que, en definitiva, correspondería revocar el 
pronunciamiento recurrido en cuanto ha podido ser materia de 
apelación extraordinaria. — Bue.os Aires, 14 de setiembre de 
1061. — Ramón Lasrano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de febrero de 1902. 

Vistos los autos; "Tringolo, Roque IX c/ Casa Kosenthal s/ 
cese de patente". 

Y considerando: 

l 9 ) Que la sentencia recurrida de fs. 162 concluye que lo que 
la ley protege, al acordar la patente, es la originalidad, la crea- 
ción do nuevos productos industriales, nuevos medios y nueva 
aplicación de medios conocidos, para la obtención de un resultado 
o de un producto industrial. La ausencia de tal originalidad sur- 
ge, en el caso, de declaraciones de testigos, del oficio de fs. 114 
y de la "Atlanta Post", revista agv>gada por cnerda. Añade la 
sentencia que en ta mencionada revista "hav una figura de pul- 
sera, que reviste características similares a las contenidas en la 
patente". 

2*) <Jue el recurso extraordinario deducido a fs. 165, a cuyos 
términos corresponde limitar la sentencia a dictarse — Fallos: 
24í>: 15í>— cuestiona la inteligencia del art. 4 de la ley 111. Afir- 
ma que, con arreglo a su correcta interpretación, la nulidad de 
una patente sólo puede deereturse sobre la base do prueba im- 
presa, obras, folletos o periódicos publicados con anterioridad al 



pedido de la patente. Impugna, on consecuencia, la admisión que 
en el caso se ha hecho, de prueba testimonial y de informes. 

3*) Que de lo expuesto resulta que no se lia cuestionado el 
valor probatorio de la re ista agregada a los autos, que la sen- 
tencia de fs. 1G2 incluye entre la prueba analizada, declarándola 
además, anterior en fecha a la patente. 

4 e ) Que, por otra parte, tampoco se formaliza eumo objeto de 
la apelación, la inteligencia de los arts. 3 y 4Í1 de la ley 111, sobre 
la base de los cuales se establece, por el Tribunal de la causa, el 
objeto de la protección legal y el alcance de la defensa admitida 
en el juicio. 

5 9 ) Que corresponde así concluir que el pronunciamiento re- 
currido tiene fundamentos firmes, bastantes para sustentarlo y 
que no han sido objeto de recurso concreto por el apelante. El 
recurso extraordinario ha debido, en consecuencia, denegarse 
—Fallos : 191 : 81 ; 248 : 172 y otros—. 

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario deducido a 
fs. 165. 

Julio Oyhaxabte — Pedro Abekas- 
tubt — * Ricardo Couombres — 
Esteban Imaz. 




SECVRSO DE AMPARO. 

Es m¡i ■ ■ acédente, en principio, el remedio excepcional del nmpnro puní ía 
tutela de derecho* contractuales. Tal ocurre citando se cuestiona 1» valide* 
¿e mi derroto (|Ue dejó sin electo lo dispuesto en otros que reconocí, n derc- 
¿nos ni recurrente sobre tierras pública^. 

JUICIO ORDINARIO, 

El .juicio ordinario es la vín normal para juzgar de la validez de los netos 
administrativos impugnados como velatorios de los derechos de particulares, 
atinentes a las tierras publicas. 

W'fíUCAClOy DE DECRETO, 

Iji existencia de ln publicación de los decretos del Poder Ejecutivo sólo atañe 
a los que tienen contenido normativo general. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de febrero do 19í¡2, 

Vistos los autos: "Amnya, Lorenzo «/ recurso de amparo". 
Y considerando : 

1*) Que Imsndo en que el decreto «288 del 28 do abril de tífóH 
dejó si-.i .fecto lo* decretos íilti/57 y 7143/57, en los que se reco- 
noció su derecho a los lotes III y IV de la ex reserva Nalmel Pan, 
C'huhut, el recurrente promovió acción de amparo a fin de obte- 
ner: a) la declaración de nulidad del mencionado decreto 6288/58 
y la del decreto 13.806/43; b) la posesión de aquellos lotes, previo 
desalojo de sus ocupantes. Como esta última petición, a tenor du 
lo solieitado n fs. 59, no fué proveída por la sentencia do fs. 71 
y ésta fué consentida por el recurrente, quedó fuera de lo que debo 
ser objeto de pronuneiainiento. 

2*) Que la sentencia de fs. 84 revocó la de fa. 71 y rechazó 
la acción de amparo por no considerar viciado, el decreto 6288/58, 
de ilegalidad manifiesta y por no ser admisible su impugnación 
por esa vía sino en juicio ordinario, todo ello sin perjuicio do 
44 las medidas precautorias que las leyes de forma acuerdan para 
impedir <|ue las sentencias dictadas por los jueces resulten iluso- 
rias". Contra ella se interpuso recurso extraordinario (fs. 00) 
que fué concedido (fs. 101 vta.). 

3*) Que, como señala con exactitud la sentencia, se pretendo 
en los autos la tutela, por vía de amparo, de derechos contractua- 
les, carácter que no niega el recurrente. Y es de jurisprudencia 
reiterada, a la que corresponde remitirse, que, en principio, ol 
remedio excepcional del amparo no se acuerda para tal orden do 
protección (Fallos: 247: 59, entre otros). Por lo contrario, untos 
y ahora la vía normal del juicio ordinario es ia indicada para juz- 
gar de la validez de los actos administrativos que se dicen viola- 
torios de derechos de particulares, atinentes a las tierras pú- 
blicas. 

4*) Que la falta de publicación del decreto 6288/58 en el Bo- 
letín Oficial, que también se computa como causal de impugna- 
ción, carece de consecuencias, porque no traiéndose de una deci- 
sión con contenido normativo general, nc se requiere aquélla (sen- 
tencia del 6/XII/61 en la causa S. 593, 44 Signo Publicaciones 
8. B. L. s/ amparo"). 

5 9 ) Que los considerandos precedentes conducen a la confir- 
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mnción dO !« MM.Ienoia apelada, sin que sea necesario examinar 
Lm dimll iHluntlone» propuestas en la causa. 

Vüv t' I w immi firmo la sentencia apelada de fs. 84. 

Aiustóbulo D. Ar.íoz de Labiadrid — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colombres — 
Esteban Imaz. 



HKtTHSO IW SVMflAD. 

Un mhiUwIhn di> la Corte Suprema no admiten impugnación mediante re- 
l B fN o UwU\m\\v di' nulidad (*). 



MAHIA KliVIHA WiHHCOSI PB D'ANGELO v, EMILIO CAR ATI 
IiKrrUSO KXTHÁOftniSARm XWtM** formales Introducción d* l« 

J, A|lar«MlM lluml^, formulad, er, el proced,nnento de ejeouetón de ««Un- 
ela, i* liit|mn»fiUmli> ( u ). 



PKDHO MINUIIONK v. OLGA DORA REBISSO de MINOROSE 

i .'..«...im. (iuk iWrUmn la improcedencia del recowo de inaplicabilidad 

"»! ¡MnlptlM» -I» ta «l«*rM. «tr.»r*n.n« (»). 



1 



111 |> <to Mw", VmHoüi S4«. 3fm, 4*2, 791. 

(i) $mmm 
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CLAUDIA FRAISE t>E PACLSEN v. MERCEDES NTSEZ DE VASALLO 



ftr.-ahii inm * anteriora a ¡a ¿entenda definitivo. Varías. 

Ln> rtsalotíonéS gtte declaran l;i MÜidad de ta arttlarimic* tío ion*tituv< 
amteneias definitiva», en I»- ríi-minos del nrt. 14 de ln k-.v 48 <»). 



EMILIO MARCOS SASTRE v. NACION ARGENTINA 

ÁeCURSO EXTUAORDlSAltlO: Requirió* prnpi»*. Cttettiatit* „n fedérale*, 
interpretación dé uorma.* locales de pmce di mientan. Dable instancia y recursos. 

Ln «entendía que derla™ h ineoinpetenH» de ln Cáiaara Nacional de Apela- 
donea en I« Federal y CnT^i>iu^onrimim»1riitho ¡inra tt-vwnr, mnliaiitc el 
n-mr-o de ]ík art«. *J4 y 25 d. l ih*r»t -ley ÜIHil>/.í7. Ins »epiirii*min* de ngen- 
tr " <lp frl Adniin i Oración Prihlira disputas |mr el Poder E.jfi-ntivo ton 
untólo n Ins tn<»u!tHd<s qiW le üíórgt el nrt. Ll de 1» ley 14.7A4. decide una 
tmstíún de ordei< proi<<d «jen» n ln jitrir-diciión rxlrarirdinnria de la Corte. 



Suprema Corto; 

La Cámara Nacional de. Apelaciones en lo Federal y Con- 
tcnciosondministrativo desestimó el recurso interpuesto por un 
ex alíente de la Administración Pública que había invocado a ese 
efecto ei art. 24 del decreto-ley (¡666 57. El tribunal consideró, 
de conformidad con su doctrina, que carecía cíe competencia para 
rever cesantías dispuestas con fundamento en el art. 13 de la 
ley 14.7Í14, salvo que, bajo la aplicación de esta norma, se encu- 
briese una medida de las que pudiesen ser revisadas mediante el 
recurso previsto por el Estatuto aprobado por el referido decre- 
to-ley, lo que en el caso el recurrente no sostenía se hubiese pro- 
ducido (fs. 51 de los autos principales). Asimismo la Cámara, 
al denegar el recurso extraordinario fundndo en la inconstitu- 
cional idad del citado art. 13, declaró que la falta de pronuncia- 
miento sobre esa cuestión obedecía al hecho de carecer de com- 
petencia para revisar las separaciones dispuestas de acuerdo con 
dicha norma (fs. 66). 

En tales condiciones, ta presentación directa efectuada por 
el interesado ante V. E. no puede prosperar. En efecto, es juris- 
prudencia de esa Corte que la declaración de improcedencia de. 
un recurso ante el tribunal de la causa no ún lugar a apelación 
extraordinaria en razón de la naturaleza procesar de la cuestión, 
salvo que en el cuso concurran circunstancias excepcionales pa- 

(¡)) 8 de Mirero. Parios: 247: 97; 249: 13. 



RECURSO EXTRA0RDÍXAR10: Reqañit 




Dictamen* o el Proo-raimír G ex eral 
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ra apartarse de ese principio ("Di Lullo, Carlos Alberto a/ de- 
creto-ley 6666/57" —sentencia del día 28 de julio ultimo— y 
las citas del 2* considerando) lo que en el sub índice no so dan. 

Por lo demás, ese Tribunal ha decidido que lo atinente al 
trámite v forma del recurso establecido por el Estatuto mencio- 
nado, es cuestión procesal, ajena n la instancia de excepción 
("Huergo, Marcelo Dalmiro */ decreto-ley 6666/01" -fallo del 
31 de iulio ppdo.- y los citados en el 1er. considerando). 

Eii consecuencia, y toda vez que el pronunciamiento apelado 
está fundado suficientemente, la objeción de arbitrariedad nrticu- 
lnda no es admisible. Por ello, y carecer las disposiciones de los 
arts 14 y 18 de la Constitución Nacional de relación directa e in- 
mediata con la materia de decisión, opino que ^ ^ náe ^- 
timar la queja. Buenos Aires, 11 de diciembre de 1961. - Ramón 

Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de febrero de 1962. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por lo actora 
en la causa Sastre, Emilio Marcos e/ Gobierno de la Nación 
(Ministerio de Asist. Social y S. Pública)", para decidir sobre 
su procedencia. 

Y considerando: 

Que lo decidido por la sentencia apelada en el sentido de que 
el tribunal a quo carece de competencia para revisar mediante 
el recurso de los arts. 24 y 25 del dccreto-ley 6666/57, las sepa- 
raciones de agentes de la Administración Pública dispuestas . por 
el Poder Ejecutivo Nacional con arreglo a las facultades que le 
otorga el art. 13 de la ley 14.794, constituye una cuestión do or- 
den procesal ajena a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte 
-Confr. doctrina de Fallos: 250 : 306 348 sus citas y otro*- 

Por ello, v lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se desestima el presente recurso de hecho. 

Aeistóbulo D. Akáoz de Lamadrid — 
Pedro Aberastury — Ricardo Co- 
lombres — Esteban Imaz. 
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TOMAS IILT-O HIDALGO v. PROVINCIA t.e TITOÍAN 

EXHORTO: DiHfffm-iiUfíirntn. 

No wnwpomlc « la Corte Suprema el (iÜigendamiento ilr «éüi profca- 
torm, i cnmphw e„ ) ft f„ r .ital Federal, requerid por exhorto do lo. tribu- 
Wl^»üp««>w provmcifllm en ««lotos de * u enmpeten.in loen!. Procede 
remiltr la ratona »] trihcml f , U e. "pri,»,, ÉRCifi* (¡ene ¿tajtffa* para 



Dictamen- del Pbocuradob General 
Suprema Corte: 

El señor Presidente f ]p la Corte Suprema de Justicia de la 
Provincia de Tiicumán se lia dirigido por exhorto al señor Pre- 
sidente de esa Corte Suprema requiriendo el diliffeneiainionto 
rie medidas probatorias que deben cumplirse en la Capitnl Fe- 
deral y ipie hn sido dispuesto por el tribunal provincial. 

Al respecto, considero que no procede dar curso a esa roga- 
toria por no tratarse de un asunto que corresponda a la juris- 
dicción que a V. E. confieren los arts. 100 v 101 de la Constitu- 
ción Nacional y el nrt. 24 del decreto-lev 1285/58 —ley 14.467— 
sino de la concerniente a la justicia de ésta Capital (doctrina de 
Fallos: W:í: 350 y los en él citados). 

Sin perjuicio de lo expuesto, y de conformidad con lo deci- 
dido por esa Corte en el precedente citado y Habida cuenta de 
la naturaleza que reviste, prima faeie. la materia de que se tra- 
ta, opino que corresponde remitir el exhorto a la Cámara Na- 
cional de Apelaciones en lo Civil —arts. 27, inc. a), 35 y 43 del 
decreto-ley- citado— a fin de que se arbitren los medios para su 
di licénciamiento. Buenos Aires. 1* de febrero de 1D62. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 14 do febrero de 1962. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como lo señala el dictamen precedente, una reiterada 
jurisprudencia de esta Corte tiene resuelto oue no le correspon- 
de el di licénciamiento de medidas probatorias a cumplirse en 
la Capital Federal, requeridas por exhorto de los tribunales su- 
periores provinciales en asuntos de su competencia local —Fa- 
llos: 109: 247; 110: 38; 193 : 350 ; 225: 667—. 
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Que, sin perjuicio de ]o expuesto, procede remitir la roga- 
toria al tribunal que, prima facie, tiene competencia para co- 
nocer de ella. 

Por ello v lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara que no corresponde a esta Corte Suprema el diligen- 
eíamiento del exhorto de fs. T/4. Remítanse las actuaciones a 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Fe- 
deral. 

Ahistóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggero — Ju- 
lio Oyhanarte — Pedro Abebas- 
tury — Ricardo Colombbes — 
Esteban Imaz. 



CANDIDO CAYETANO MARTIN'O v. RAUL JUAN COSTA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione» no federóles. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La sentencia que, ante la mora extra judicial del de mandado, decide, por apli- 
cación de un fallo píen a rio. la rescisión del contrato de promesa de venta, 
aun sin que exista pacto comUorio expreso, resuelve con fundamento sufi- 
ciente para sustentarla e insitsceptible de la tacha de arbitrariedad, cuestio- 
nes de heclio, prueba y derecho común, ajenas a la instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norméis y actos comunes. 

El fallo plena rio de ta Cámara Civil secón el cual, en caso de incumplimiento 
de la obligación en el plazo estipulado, el vendedor que constituyó en mora 
al comprador, puede demandar la rescisión de la promesa de venta aunque 
el boleto no contenga pacto comisorio, resuelve cuestiones de derecho comán 
que no dan lugar a cuestión federal. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de febrero de 1962. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la de- 
mandada en la causa Martino, Cándido Cayetano c/ Costa, Baúl 
Juan", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que el tribunal de alzada declara procedente una demanda 
sobre rescisión de contrato por entender que existió mora extra- 
judicial del demandado, circunstancia que autoriza la resolución 
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de la promesa cíe venta, aunque no exista paeto comisorio expre- 
so, conforme a lo establecido por un fallo plenario. De ese modo 
la sentencia apelad» (copia de fs. 9) dilucida , con fundamentó 
suficiente para sustentarla, o insusceptible de taelm de arbitra- 
riedad, puntos de hecho, prueba y derecho común ajenos a la 
instancia extraordinaria. 

Que esta Corte ha decidido que el fallo plenario do la Cá- 
mara Civil según el cual en caso de incumplimiento de la obli- 
gación en el plazo estipulado, el vendedor que constituyó en mo- 
ra al comprador puede demandar la rescisión de la promesa de 
venta aunque el boleto respectivo no contenga pacto comisorio, 
resuelve cuestiones de derecho común que no dan lugar a cues- 
tión federal í causa "Fiirlaní, I>. c/ Mordcglia, Federico Javier 
y otros", de fecha 10 de junio de 1961). 

t¿ne, en las condiciones expuestas, el precepto constitucional 
invocado no sustenta la apelación por falta de relación directa. 

l*or ello, desestímase la queja. 

Julio Oyh anarik — Pedbo Aberastu- 
ry — Ricardo Colombbes — Es- 
teban Imaz. 



S.A CAYETANO PICCIOXE Limítala v. ALBERTO REYES 

tEGlSlÁCtOS COM VX. 

Hit-linios por el tonjneso los Ciídi^n* üV| art (¡7, inr. 11, de I;; Constitución 

Nüii 1. la U's:i?]tirión provincia] en maierias propias dé) dereelto común, no 

r- ¡uluiisilíU' 

lEGISLACIOX roi/r.v. 

Ijk iniivitii-iiis puedt-11, en el rjctciiin del pudrí- de policía, lejrisliir sobre la 
m'l-i)]h1:kI. moralidad e liiinene, e ii»lu*o el «rilen y In paz del trabajo, y 
■líi-lar nomina párn ln aplirm-mn jurisdñ-rionid dr ln* levi- i-omnjnes, Pero 
ñu puede», *o color de que. como i*n i'l en mí. 1,1 luy Inrnl sé refiere ii ln dura- 
rii'ni del roiitratu, alterar rl régimen del despido, regulado por ln ley nncio- 
qa! eouidn, 

COXsTiTrcMX X.U IOXAL: Co>)*t¡tttciomilÍ<¡ad e ¡>ui>ii*titt«it»ial¡<lttd. Leyet 

l*i ley 2458 de l¡i Provincia de Mendoza, al prorrogar b vigencia de los con- 
tratos de cultivo de viñn, introduce una inadmisible alteración del régimen 
del despido en las rcim-ione* de trabajo que regid» ln ley común nneionnl. 
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CO.XSTtTrCiO.X ,\ ACION AL; CoHttititnonaUdad e tñcovttitHCioimUdad. Leyes 
proi'iiiciHh-*. Mendo:a, 

La ley J4;>S — aria. l v y **'-—, de la Provimiu de Mendoza, (jtie prorrogó 
hasta el M de abril de Yf'ii\ l«s contratos de t-altivo* de viñas y dispuso que 
loa juicio* de tU-Miloji» fundados en la rausal de re*.'Uión unilateral del con- 
trato, quedaran terminado* 111 el litado en ((lie se encontrasen a partir de su 
pri.iimlgat'iói), es viotntoría del art. 17 de l:i Constitución Nacional. E] solo 
fundamento de que dicha ley es de orden puMco no hasta para MistenUtr 
su valide/. habida cuánta que no responde » una situación de eiueraencia, 
debidamente caracterizada por el Pü«* í^fctivn í Vc»t.> de los Sumfrcs 
Ministros Doctores Pon Atetábalo I», Araoz de Lamadrid y *' 
nartc). 



Las provincias, que conservan todo el poder no delegado en el Gobierno 
Federal, deben ejercerlo de ninnern que no n Itero las declaraciones, derechos 
y garantías consagrados por la Constitución Xaeionul {Voto del Señor Mi- 
nistro Doctor Don Luis María Boffí Homero). 

COXSTITVCIOS XACIOXAL: DerecJtot tt garantías, Df revio de propiedad. 

El principio de la irretronctividnd de la» leyes adquiere jerarquía constitu- 
cional ruando la aplicación de ta ley nueva priva n los habitantes de almin 
derecho imorporadn definitivamente a su patrimonio, pues se altera el dere- 
cho de propiedad consagrado por el art. 17 de la Constitución Nacional 
(Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero). 

CONSTITUCION NACIONAL: l tín*titut>¡mwlid«d c ineotitUtuchunlidad. leyes 
pmvinriatr*. Mendoza, 

La ley 2468 de ta Provincia de Mendoza, en manto prorroga los contrato» de 
viña vencidos antes de su sanción, es violatoria del derecho de propiedad con- 
sagrado por el art. 17 de la Constitución Nacional, si se aplica al caso en que 
el actor liubía ejercido el derecho de no renovar el contrato, conforme a la 
ley entonces vigente, cumpliendo los rermi sitos nectarios para que tal dere- 
cho so considerase ineoriiorado a su patrimonio {Voto del Señor Ministro 
Doctor Dan Luis María Boffi Bogtrero). 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

El derecho de propiedad no consiste solamente en el derecho de dominio. 
Comprende todo lo que integra el patrimonio, ya sean derechos reales o per- 
sonales biene* materiales o inmateriales (Voto del Señor Ministxo Doetor 
Don Luis María Boffi Boggero). 

Dictamen del Pbocubador General 

Suprema Corte : 

I. Habiendo sostenido el apelante que la ley 2458 de la Pro- 
vincia de Mendoza es viola tona de los arts. 14, 17, 24, 28, 31 y 
67 tifie. 11) de la Constitución Nacional; siendo la sentencia de- 
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finitiva de fs. 40/48 favorable a la validez tic dicha ley, v toda 
vez que el caso federal ha sido planteado debidamente al ini- 
ciarse la demanda a fs. 2 del expediente agregado —previendo 
un resultado adverso— y se encuentren reunidos los requisitos 
légalo* pertinentes, considero que el recurso extraordinario de- 
ducido a fs. 52 debo ser reputado procedente (art. 14, iue. 2* 
ley 48). Ha sido, piies, bien concedido a fs. 6*5 por la Suprema 
Corte de Mendoza. 

H. En cuanto al fondo del asunta, desde va adelanto mi 
opinión favorable al apelante; la sentencia, al apíicar la lev 2458 
ron efecto retroactivo a una relación ju lidien terminada, resulta 
violatoria de garantías fundamentales de ia Constitución Na- 
cional. 

El caso es el siguiente; la Sociedad Anónima Viñedos v Bo- 
degas Cayo-, mo Pieeiono Ltda. demanda a don Alberto Revés 
por desalojo de la casa habitación destinada a contratista de viña 
que el demandado ocupa en la finca de propiedad de la actora 
situada en el distrito Rodeo de la Cruz en el Departamento de 
GuaymallÓn (Prov. de Mendoza), explicando que hace varios 
años celebró con el señor Royes —en su calidad de contratista 
de viña— un contrato en las condiciones usuales en la repión, el 
que terminó el día 30 de abril do 1958, al comunicársele a aquél, 
por telegrama colacionado, que dicho contrato no sería reno- 
vado. Al contestar la acción, el demandado, luego de reconocer 
tanto su relación contractual con la actora como haber recibido 
la comunicación telegráfica aludida, manifiesta que esta ampa- 
rado por las disposiciones de la ley provincial 2458 que pro- 
rrogó los contratos de cultivo de viña por el período 1958-1959; 
y reconviene a la contraparte, a efectos de que ésta de cumpli- 
miento a sus obligaciones de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 21 de la ley 1578. 

La Cámara del Trabajo, sobre In base de la doctrina sen- 
tada por la Suprema Corte provincial en casos similares —en el 
sentido de que comprendiendo las disposiciones de la lev 11.729 
y decreto 33.302/45 a los contratistas de viña, la rescisión del 
contrato Inbornl se rige por ambos cuerpos legales y no por los 
preceptos de la ley local 1578— dicta sentencia a fs.75 del agre- 
gado, haciendo lugar a la demanda de desalojo, condenando al 
demandado a desocupar la casa de propiedad de la actora dentro 
del término de diez días. 

Interpuesto recurso de casación contra dicho pronunciamien- 
to, el misino es resuelto favorablemente por la Corte de Mendo- 
za, rechazándose en definitiva la acción. Entiende el tribunal 
que corresponde aplicar en la especie las disposiciones de la 
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ley 245R, en razón de que tanto éstas eomo el art. 23 de la 
ley 1578, atañen al plazo dé duración del contrato, mientras las 
de la ley 11.729 y decreto 33,302/45 se refieren solamente a la 
rescisión del contrato, causas de la misma o indemnizaciones por 
despido. Y es contra tal decisión que el apelante deduce recur- 
so extraordinario, por entender, a mi juieio. con razón, que al 
aplicar la citada ley local al caso do autos a pesar de estar ex- 
tmguida la^ relación jurídica {contrato de trabajo) que unta a las 
partes, el fallo recurrido vulnera el derecho de propiedad que 
consagra la Constitución Nacional, mío de cuyos objetivos fun- 
damentales es la debida protección de los derechos adquiridos. 
Asimismo, afirma que lo decidido resulta violatorio de ios dere- 
chos de trabajar, de ejercer una industria lícita y de comerciar 
(art. 14 de la Constitución); de lo dispuesto por el art. 24 ("El 
Congreso promoverá la reforma de la actual legislación en to- 
dos sus ramos..."); por el art. 28 (inalterabilidad de las nor- 
mas snpralcgalcs) ; por el art. 31 (supremacía de la Constitu- 
ción Nacional y leyes nacionales), y por el art. G~, inc. 11, que 
establece las atribuciones del Congreso ("Dictar los Códigos.,, 
del trabajo y seguridad social..."). 

III. La aplicación retroactiva de la prórroga contractual 
establecida por la ley mencionada, en la forma en que lo ha 
he*>bo el tribunal apelado equivale a considerar letra muerta el 
principio de la inviolabilidad de la propiedad privada, lo que 
resulta constitucionalmente inaceptable. Y ello así, por cuanto 
este principio consagrado por nuestra Carta Magnn guarda es- 
trecha relación cou el instituto de los derechos adquiridos, espe- 
cie dentro del género. 

Si como lo recuerda el fallo de fs. 75 del expediente agre- 
gado, por derechos adquiridos debo entenderse toda propiedad 
definitivamente consumada y reconocida (la nota del art, 4044 
del Código Civil dice: "irrevocable y definitivamente adquiri- 
dos ... ,, ) t en los casos en que aparezca un derecho incorporado 
al patrimonio de una persona, sea en razón de la existencia de 
un contrato, de un acto administrativo o de una sentencia dic- 
tada a su favor, fácilmente se advierte que la facultad ejerci- 
tada por la apelante de despedir a su empleado, declarando res- 
cindido el contrato de trabajo que unía a las partes, al revestir 
todos los caracteres de un dereclto adquirido, no ha podido ser 
desconocido por la justicia, por aplicación de una ley dictada 
con posterioridad al momento del despido. Y puesto que para 
la existencia del derecho adquirido no basta tenerlo — mero de- 
recho en expectativa — sino que es necesario que el mismo se 
baya ejercitado o que hubiere producido efecto (Baldry-Lacan- 
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tinerie y Hot QrEs-Fottsotól, t. 1, n* 133, citado por Salvat 
Tratóla... Parte General, pág. 202, 9* ed., lftíO), no paree*! 
cluro f|«e en el caso de autos, al cumplirse la condición por el 
hecho de la rescisión del contrato, el derecho adquirido a favor 
de la sociedad apelante Un quedado firme e inconmovible, 
r , Rof . i r 1 ' ií ; na ° SP 1,1 '^^to-ley 28.169/44 (Estatuto del Peón) ha 
dicho \ . m, que no cabe admitir que con anterioridad a la san- 
ción del mismo, el empleador liara 'podido tener el derecho ad- 
quirido de despedir sin indemnización a sus empleados, pues el 
derecho adquirido presupone que ta facultad ha sido ejercida 
antes de la vigencia de la nueva ley, situación que no se pre- 
senta cuando el despido es posterior a ello (Fallos: 239; 446); 
"a contrario sensu", cuando como sucede en el caso s»b examen, 
el despido es anterior a la vigenHn de la nueva ley, el derecho 
adquirido lo es para siempre, y nadie puede ser despojado del 
mismo so nolor de aplicársele retroactivamente una ley dictada 
después de terminndn la vinculación laboral que unía a las par- 
tes, aun cuando tal extinción provenga unilateralmente de la vo- 
luntad de una de ellas, que resolvió dar por terminado el con- 
trato, dentro de sus facultades y de conformidad con la legisla- 
ción vi pon te en el momento del despido. 

En cuanto a lo que dice la sentencia recurrida en el sentido 
de que la prohibición que establece el art. 3* del Código Civil 
es meramente legislativa, y no impide que el poder que la san- 
cionó pueda dictar leyes que la derogue, ello es exacto en la 
medida en que la aplicación retroactiva de una ley no afecte la 
propiedad privada, en cuyo caso el principio adquiere jerarquía 
constitucional, al alterar los derechos ya adquiridos. Así lo ha 
declarado V. E. de antiguo: aunque la irretroactividad de las 
leyes sea mi precepto del Código Civil y no de la Constitución, 
ella adquiere la trascendencia de un principio constitucional cuan- 
do la aplicación de la ley nueva priva ni habitante de la Nación 
de algún derecho incorporado a su patrimonio, pues entonces tal 
principio se confunde con la garantía de la inviolabilidad de la 
propiedad consagrada por el art 17 de la Constitución Nacional 
(Fallos: 137: 294; 144: 219 y 176 : 22, entre otros). 

En cuanto al carácter de orden público que pueda revestir 
una ley —que por cierto no lo adquiere por el mero hecho de 
que el legislador se lo atribuya, como sucede con la ley 2458 
en cuestión— no es suficiente para alterar los efectos cumplidos 
de un contrato sin el consentimiento de las partes contratantes, 
ya qne no es un particular sino la sociedad entera la que esta 
interesada en todo lo referente a la estabilidad de los derechos 
patrimoniales, tan necesaria, si se piensa que la propiedad es 
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uno (le los pilaros en que se sostiene la estructura jurídico-eco- 
númiea tle la Nación. 

Kl poder para dictar las leyes — ha dicho sobre el particu- 
lar la Corte en Fallos: 137 : 47 — llámense éstas leyes de policía, 
de interés general o de orden público, se halla siempre sometido 
a la restricción que importa la garantir de la inviolabilidad de 
la propiedad, dado que el principio de que "ninguna persona 
1 uiede tener irrevocablemente derechos adquiridos contra una ley 
de orden público" (art. 5 9 del Código Civil), aparte de ser una 
simple norma de origen legislativo qur no puede primar sobre 
ht* garantías vnuxagradas por la Constitución, no se refiere tam- 
poco a los derechos patrimoniales. 

IV. También cabe destacar que, en su aplicación al wb lite, 
el alcance dado a la ley cuestionada va más allá do lo que el 
art. 31 de la Constitución Nacional autoriza, en materia legisla- 
tiva, a las provincias, conforme so desprende de reiterada doctri- 
na de V. E. (Fallos: 156 : 20, entre otros). 

V. En mérito a lo expuesto, y sin abundar en más conside- 
raciones, estimo que corresponde revocar el fallo apelado en 
cuanto ha sido materia de recurso. Buenos Aires, 28 de junio 
de 11*60. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 16 de febrero de 1962. 

Vistos los autos: "Reyes Alherto en J. n* 2302 "Soc. Anón. 
Cayetano Piccíoue Limitada c/ Alberto Reyes — Dcsal." — Ca- 
sación". 

Considerando : 

l 9 ) Que, entre otras consideraciones, el recurrente objeta la 
ley provincial 2458, por aplicación de la cual se l a resuelto la 
causa a fs. 40, afirmando que invade facultades propias del Con- 
greso, prohibidas a las provincias por el art, 108 de la Consti- 
tución Nacional. 

2*) Que la jurisprudencia de esta Corte ha declarado que, 
una vez dictados los códigos del art. 67, inc. 11, de la Consti- 
tución Nacional, la legislación provincial en materia de derecho 
común, no es admisible —Fallos: 146: 122 ; 235: 379; 238 : 209 
y otros — . 

3») Que no empece el conocimiento del Tribunal en los autos 
la circunstancia de haberse declarado, por la sentencia en re- 
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curso, que la ley provincial impugnada no contraría las dispo- 
siciones de la ley nacional 11,739 y sus modificaciones posterio- 
res. Ponjue no se trata aquí solamente, como en Fallos: 250 : 55 
y otros, de la interpretación de normas no federales. El folio, 
en efecto, contiene la aserción de que es viable la legislación 
provincial "en todo cuanto no ha sido legislado por el Congreso 
de la Nación". 

4") Que surge de lo expuesto la impropiedad del argumento 
porque lu inteligencia del art. 108 de la Constitución Nacional, 
tal como ha sido explicitada en la jurisprudencia a que antes 
m ha hecho referencia, es la de que, en el ámbito de las rela- 
ciones privadas, propias del derecho común, una vez dictados 
los códigos nacionales, las provincias delien abstenerse de legislar. 

5*) Que, todavía, lo expuesto puede reconocer excepción en 
materia concerniente ni ejercicio del poder de policía de las pro- 
vincias. La seguridad, moralidad e higiene, e incluso el orden 
y la paz del trabajo son así susceptibles de reglamentación local, 
lo mismo que lo atinente a la aplicación jurisdiccional de las leves 
comunes —doctrina de Fallos: 192: 131; 194: 317 y otros—. " 

6*) Que esta excepción no puede, empero, extenderse a lo 
que constituye una clara modificación del sistema de derecho co- 
mún, establecido específicamente sobre la materia por la legisla- 
ción nacional. So color de que la ley provincial se refiere a la 
duración del contrato no es, así, admisible la alteración del régi- 
men del despido en las relaciones de trabajo que concreta e in- 
equívocamente regula la ley común nacional y cuya aplicación al 
caso, por lo demás, ha sido expresamente reconocida por la sen- 
tencia en recurso. 

7*) Que es cierto que según determinados precedentes —Fa- 
llos: 208: 497; 224: 147— cabe la existencia de regímenes tran- 
sitorios durante los cuales la legislación provincial podría inter- 
ferir la uormación nacional del derecho común. 

8 ) Que, sin embargo, a los fines de la aplicación de tan ex- 
cepcional doctrina resulta inexcusable la comprobación judicial 
de una real situación de emergencia. Porque, aun cuando no fuera 
indispensable que el punto sea objeto de expresa inclusión en el 
texto de la ley (comp. "Corpus Juris Seeundum" 16 A (1956) 
párr. 569, nota 31), no podría bastar, al efecto, la mera aserción 
del mismo en la discusión parlamentaria provincial. La posible 
extralimita ión i.o podría bonificarse por sus propios autores. 
Además, el propio tribunal provincial afirmó que también era 
fundamento del precepto legal cuestionado el propósito de asegu- 
rar la estabilidad y permanencia en el empleo, lo que resulta, por 
principio,, contradictorio con la tesis de la emergencia. 
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Que es consecuencia de lo dicho que la falta de prueba sufi- 
ciente del extremo en cuestión o de su notoriedad, impide el exa- 
men de la eventual posibilidad de la convalidación de la ley im- 
pugnada sobre esta baso. 

9*) Que las consideraciones precedentes bastan para la re- 
vocatoria de la sentencia apelada y eximen del estudio de las de- 
más cuestiones propuestas en los autos. 

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 40. 

Ben.tamíx Villegas Basavtlbaso — 
Aristúbvlo D. Aráoz de Lamadrid 
{según su vota) — Luis María 
Boffi Bogo ero (según su voto) — 
Julio Oyhanarte (según su vo- 
to) — Ricardo Colümbreb — Es- 
teban Imaz. 




Voto de los Señores Ministros Doctores Dos Aristúbulo D. 
Aráoz de Lamadrid t Don Julio Oyhanabte 

Considerando: 

l 9 ) Que las partes intervinientes en este juicio celebraron 
un " contrato de cultivo de viña" y convinieron que él conclui- 
ría el 30 de abril de 1958. Con anterioridad a esa fecha, el 17 de 
marzo de 1958, el actor remitió un telegrama colacionado al de- 
mandado, manifestándole su voluntad de dar por terminada la 
relación contractual. Lo hizo de conformidad con las disposicio- 
nes locales entonces vigentes, toda vez que el art. 23 de la ley 1578 
de la Provincia de Mendoza —ley que las partes estimaron apli- 
cable^ — disponía que, en situaciones como la aquí planteada, el 
contrato concluirla si "cualquiera de las partes" notificaba a 
la otra "su voluntad de darlo por terminado, antes del 20 de 
marzo por telegrama colacionado o por presentación judicial ante 
el juzgado de paz de la localidad. . . " 

2*) Que los jueces de la causa han tenido por acreditados 
los hechos descritos en el considerando anterior y no media al 
respecto objeción alguna de los litigantes, en razón de lo cual 
esta Corte ha de sujetarse a esos hechos para la decisión del 
caso, sin posibilidad de revisarlos. 

3*) Que, en la inteligencia de que el aludido contrato liallá- 
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lm f c . Pxt, ny«Kto, el actor promovió demanda de desalojo. Recia- 
mo la entrega del inmueble que, en calidad de "contratista de 
vma , ocupaba el demandado, y, al propio tiempo, depositó cu 
autos la suma que estimó le correspondía percibir a este último 
como consecuencia de la ruptura del contrato do trabajo (fs. 2/6 
del expediente agregado). 

-4°) Que la Cama ra Segunda del Trabajo de la Primera Cir- 
cnnscriiición Judicial de la Provincia de Mendoza liizo lugar a 
la demanda incoada y ordenó que el desalojo requerido se prac- 
ticara dentro del término de diez días (fs. 75/80 del mismo ex- 
pediente). 

5*) Que, deducido el pertinente recurso de casación, la Su- 
prema Corte de la Provincia de Mendoza hizo lugar a las pre- 
tensiones del demandado y, consiguientemente, rechazó la acción 
promovida, fundándose en lo dispuesto por los arts. 1» y & do la 
ley local 2458 (fs. 40/48 do ostos autos). 

6*) Que, eontra esta última sentencia, el actor interpuso re- 
curso extraordinario (fs. 52/63), que lo fué concedido (fs. 65/67) 
7 Q«e. «gnn resulta del texto do la ley 2458, la Legisla- 
tura de Mendoza prorrogó hasta el 30 de abril de lí»59 "los con- 
tratos de cultivo y cuidado de viñas, parrales o frutales, regidos 
por la ley la<8, en los casos en que el patrón o propietario, ejer- 
ciendo el derecho que le otorga el art. 23 de In lev citada, bava 
notif.eado su voluntad de darlo por terminado, y siempre que 
el contratista o trabajador no hayo desalojado el predio volun- 
ta rumíente a la terminación del contrato" (art. l p ). Anadió , 
todos los juicios de desalojo de la naturaleza del presente, esto 
es, los que se hubiesen iniciado "fundados en la causal de res- 
cisión unilateral que faculta el art. 23 aludido", quedarían ter- 
minados en el estado en que se encontrasen "a partir de la pro- 
mulgación do esta ley" (art. 2*). Y. asimismo, dispuso que los 
.meces debían cumplir de oficio tales dis|>osioionos, "aun en aque- 
llos easos en que exista sentencia de dcs«lojo firmo v ejecuto- 
riada, la que no podrá cumplirse" (art. 3*). 

8*) Que, como surge de lo expuesto, la presente causa lia 
sido resuelta con apoyo exclusivo en normas locales que: a) pro- 

aquellos que hubiesen 
vencido antes de que esas normas entraran a regir; b) dejan *in 
efecto los juicios de desalojo iniciados de acuerdo con la ley 
anterior; e) disponen que no pe Irán cumplirse las sentencias de 
desalojo que se encontrasen firmes o ejecutoriadas al tiemno de 
comenzar la vigencia de la nueva lev. 

m Que, si bien es cierto que esta Corte ha admitido la vali- 
dez de los preceptos que interfieren en el régimen de las obli- 
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gaciones contractuales — dispouicndo su prórroga, por ejemplo, 
o la rebaja de alquileres o la moratoria hipotecaria— - y aun en 
el de los procedimientos judiciales relacionados con dicho régi- 
men — verbigracia: suspensión de juicios de desalojo y de lan- 
zamientos — , también lo es que, en todos los fallos atinentes a la 
materia, dejó claramente establecido que el ejercicio de seme- 
jante potestad legislativa, para ser válido, ha de satisfacer cier- 
tas exigencias de cumplimiento ineludible. Entre ellas, ante todo, 
figura la de que medie una situación de emergencia real y con- 
creta, es decir, una grave perturbación de carácter económico, 
eocial, político, etc. justifieante de lo que, en suma, no represen- 
ta sino una intromisión excepcionalísima del Estado en el ám- 
bito de la propiedad y de los contratos privados (Fallos í 172: 
21; 199 : 466, pág. 473; 200 : 450, págs. 453 y sig.; 207 : 467 ; 243: 
467, entre otros). Y, además, puntualizó, de manera expresa, que 
esa situación de emergencia, originaria de una particular inten- 
sificación en el poder de policía, debe ser inequívocamente invo- 
cada por el Poder Legislativo. Así, en el caso "Carlos Cadagan 
v. Cía. de Alumbrado Eléctrico de Bío Gallegos", luego de citar 
lo decidido al respecto en Fallos: 172: 21 y 291, el Tribunal 
dijo: "... de la misma calidad excepcional de esa facultad y de 
los considerandos de los fallos citados, así como de la jurispru- 
dencia concordante de los Estados Unidos de Norteamérica, se 
desprende que es indispensable la calificación por ley de esa emer- 
gencia" (Faltos: 173: 65, pág. 69). 

10*) Que basta la comprobación del incumplimiento de este 
requisito para que se haga evidente la invalidez de la ley cues- 
tionada. El tribunal a quo, en efecto, pronunciándose sobre un 
punto ajeno a la competencia de esta Corte, puesto que versa 
sobre la inteligencia de preceptos locales, se redujo a afirmar 
que la ley 2458, a semejanza de todas las normas laborales, es 
una ley de orden público. A lo cual añadió que su verdadero fun- 
damento reside en la "estabilidad en el empleo" que el legisla- 
dor ha querido asegurar, relativamente a situaciones como la 
que se jnzga, negando al empleador el derecho a rescindir el con- 
trato de trabajo de modo unilateral e injustificado. Vale decir 
que, con absoluta certeza, ha quedado establecido que la ley 2458 
de la Provincia de Mendoza, habida cuenta del único carácter 
y del único fundamento que le asignan los jueces de la causa, no 
responde a una situación de emergencia debidamente caracteri- 
zada por el Poder Legislativo. En tales condiciones, con arre- 
glo a la doctrina antes vista, la violación del art. 17 de la Cons- 
titución Nacional es palmaria. 

Que las razones que anteceden hacen innecesario considerar 
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los restantes agravios os puestos por el apelante como fundamen- 
to del recurso extraordinario. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se declara que los arts. I 9 y 2 9 de la ley 2458 de la Pro- 
vincia de Mendoza, según su aplicación en el caso, transgreden 
el ort. 17 de la Constitución Nacional. Por ello, se revoca la sen- 
tencia de fs. 40/48, en cuanto La sido materia del recurso extra- 
ordinario, lo que implica que queda firme el fallo de primera 
instancia. 

Aristódulo D. Aráoz de Lamadhid — 
Julio Ovhanarte. 



Voto del Señor Mixistro Doctor Don Luis María Boffi Bogo ero 
Considerando: 

1 ) Que la Sociedad Anónima Viñedos y Bodegas Piccio- 
ne Ltda. demandó a don Alberto Reyes por desalojo de la casa 
habitación destinada a contratista de viña que ocupaba dentro 
de la propiedad de la actora. El demandado celebró con el actor 
nn contrato sobre "cultivo de viña", en una de cuyas cláusulas 
se estableció que la vigencia de ese actu jurídico vencería el 30 de 
abril de 1958. El 17 de marzo del citado año el actor remitió 
un telegrama colacionado a su contratante por el que le mani- 
festaba su decisión de dar por terminado el contrato, cumplien- 
do así con las prescripciones de la ley 1578. Contestó el deman- 
dado y reconvino, basándose esencialmente en el texto do la 
ley 2458, qne prorrogó los contratos de viña por un nuevo pe- 
ríodo 1958/59 <fs. 2 y sigtes.; 19 y sigtes. de los ñutos "Socie- 
dad Airón. "Cayetano Piccione" Limitada contra Alberto Reyes. 
Desalojo", que corre por cuerda). La sentencia de la Cámara 
Segunda del Trabajo de Mendozn hizo lugar a la demanda y, 
recurrido el pronunciamiento ante la Suprema Corte de Justicia 
de esa Provincia, este Tribunal lo casa, rechazando la demnnda 
de desalojo <fs. 47 vta.). 

2*) Que la parte impugnante funda su recurso extraordi- 
nario en las siguientes razones: a) qne se ha violado el derecho 
do propiedad por haberse admitido efecto retroactivo que lesio- 
na derechos adquiridos de la actora, desde que el contrato de 
trabajo estaba extinguido y consecuentemente, se le confiere nue- 
va e indebida vigencia por la ley local; b) la ley 2458 es incons- 
titucional porque se ha sancionado, más allá de los límites im- 
puestos por el artículo 108 de la Constitución Nacional, en con- 
tra de lo preceptuado por los artículos 31 y 67, inciso 11, de 
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esa Constitución, al transgredir lo dispuesto por las leyes nacio- 
nales 11.729, decreto 33.302, enervando el derecho de despido 
por ellas consagrado. 

3*) Qoe la ley 2458 de Mendoza prorrogó los "Contratos de 
cultivo y cuidado de viñas, parrales o frutales, regidos por la 
ley 1578" y estableció que los juicios do desalojo como el $ub 
examen quedarían terminados en el estado en que se encontra- 
sen, debiendo los jueces cumplir de oficio tales disposiciones "aun 
en aquellos casos en que exista sentencia de desalojo firme y 
ejecutoriada, la que no podrá cumplirse" (arts. 1 a 3). 

4 9 ) Que Jas provincias conservan todo el poder no delegado 
en el Gobierno Federal (arts* 104 y sigts. de la Constitución 
Nacional; voto de la ntinojría en Fallos: 247: 646), mas deben 
ejercerlo en cnanto no alteren las "declaraciones", " derechos" 
y "garantías" consagradas por la citada Constitución (arts. 5 y 
106 de ella). Asimismo, se ha declarado reiteradamente que el 
principio de la irretroactividad de las leyes adquiere jerarquía 
constitucional cuando la aplicación de la ley nueva priva a los 
habitantes de algún derecho incorporado definitivamente al pa- 
trimonio, pues en tales casos se altera el derecho de propiedad 
consagrado por el artículo 17 de esa Constitución (Fallos: 137: 
47, así como voto en disidencia y 294; 176: 22; 243 : 265 y 465; 
246: 45 y otros; voto del snscripto en Fallos: 243 : 467; tendencia 
similar señalada en "Harvard Law Beview", vol 73, número 4 f 
págs. 692 y sigts.). 

5 P ) Que en el sub lite, el derecho del recurrente de no reno- 
var el contrato de viña y proceder, consecuentemente, al desalo- 
jo de la otra parte, era uno adquirido desde que el titular había 
hecho ejercicio de la facultad de comunicar su decisión en los 
ti-rminos de la ley local 1578 y, con ello, había integrado los re- 
quisitos necesarios para que la ley tuviese por ingresado ese de- 
recho a su patrimonio. Y es sabido que, según antigua y reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte, el derecho de propiedad no 
consiste solamente en el derecho de dominio, sino en *|todo aque- 
llo que forma el patrimonio del habitante.de la Nación, trátese 
de derechos reales o de derechos personales, de bienes materiales 
o inmateriales" (Fallos: 137 : 47). 

fiP) Que, en consecuencia, la decisión del a quo que, median- 
te aplicación de la ley provincial 2458, consideró prorrogado el 
contrato qne había fenecido antes de la sanción de esa ley, es 
violatoria del derecho constitucional de propiedad. No obsta a 
esta conclusión la circunstancia de que esa ley liaya sido califi- 
cada de orden público ni que se pretenda extraer su fuerza re- 
troactiva del artículo 5* del Código Civil, pues, como el suscrip- 
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íui^riS- dÍC Í! ^? W m de Fa,Ios: 243: principios 
del Código Civil deben empero ajustarse a las «orinas premt- 
nentes de la Constitución Nacional (art. 31), que garantiza la 
propiedad en los términos de ese articulo con carácter de interés 
-superior . 

T 9 ) Que las consideraciones precedentes hacen innecesario 
el examen y decisión sobre los demás puntos de recurso 
- £ or tíUlt0 y fundamentos concordantes del dictamen del Se- 
nor Procurador General, se revoca la sentencia apelada. 

Lrrs María Boffi Boggero. 



POXCLYNO LEYES 
JÜRISDICCtOX T COMPETESCIA; Competencia militar. 

Corresponde a la justicia federal de weejfei, y no a la militar, conocer en el 
proceso por fcuoiH» Mmi* seguido toiilra un olicínl de la Gendarmería 
Nacional, «i no está fehacientemente acreditado que el accidente de tránsito 
ocurrió mientras aquél desempeñaba un acto propio de su» funciones 

• 

Dicta mex del Procurador Gexeral 
Suprema Corte: 

La presente contienda negativa de competencia se lia susci- 
tado entre el seuor Juez Federal n* 1 de la Provincia de Bue- 

"?a uí!* n 10n í° en ^ a P,ata ' >' 01 S0fl0r Jup z de Instruc- 
ción Militar de Gendarmería Nacional, con motivo del accidente 

íi Sao* ° CUrr de marz ° de líí60, Pn Ia ruta ,,aci0 ' 

De las actuaciones sumariales instruidas surge que el É Co 
mandante de Gendarmería Xacional don Ponciano Leves e"n cir- 
cunstancias cu que conducía una camioneta de propiedad de la 
institución en la que presta sus servicios, embistió a otro auto- 
motor, provocando algunas contusiones a los ocupantes de éste v 
destrozos materiales a ambos vehículos. 

De los términos de la declaración prestada por dicho ofi- 
cial a fs. 4 no se desprende con la necesaria precisión que en el 
inomento_ en que se produjo la aludida colisión, aquél se hallara 
desempeñando un acto del servicio militar o policial (art. 278 
del Código de Justicia Militar). 

Trataiíase, pues, de un delito común cometido fuera del ser- 
vicio o de lugar militar, lo que excluye la competencia de los trí- 



de justicia t>e la nación 



Imítalos castrenses (art. 108, me. 2 9 , del Código de Justicia Mi- 
litar). 

Por ello, y teniendo en cuenta la posibilidad de i|ue del he- 
eho mencionado surja responsabilidad patrimonial para la Na- 
ción, estimo que en la investigación del mismo debe conocer la 
Justicia Federal de La Plata, de conformidad con la reciente doc- 
trina sosteniu. ,ior V. K. en la causa fallada en 30 de agosto 
último, iu re "Yonzo, Oscar Eugenio s/ lesiones culposas" 
(C. H42 — XIII — Competencia). Buenos Aires, 27 de 
bre de líHil. — Itamón Lascauo, 
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Autos y vistos; considerando: 

Que las constancias de la presente cansa no bastan para de- 
mostrar que el hecho imputado al Segundo Comandante do Gen- 
darmería Nacional don Policiano Leyes haya acaecido en circuns- 
tancias que determinen la competencia de la justicia militar para 
conocer del caso, conforme a las prescripciones de la ley orgá- 
nica respectiva. 

Por ello y lo eoneordantemente dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Federal de La Pla- 
ta es el competente para conocer de esta causa. Remítansele los 
autos y hágase sa1>er en la forma de estilo al Sr. Juez de Ins- 
trucción Militar de Gendarmería Nacional. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis María Bofj-i Bocoebo — Ju- 
lio Oyiianarte — Peduo Aberas- 
tury — Ricardo Colosibres — 



S.tt.L. ACl'SA Hww. y Cía. v. PROVINCIA w SANTIAGO DEL ESTERO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia tiacionat. Competencia ori- 
ginar in de la Corle Suprema, Canms en que es parte una provincia. Cansas 
civiles, Caamiít rct/UIas por el derecha común. 

Es de íontpetenem origiimrifl de In Corte Suprimí;, un juitío de expropia- 
ción inversa en que es pnrte una provincia, y sólo se discute el monto de la 
indemnización de los danos y perjuradlos sufridos ]>or el propietario. 
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SENTENCIA: Principios generales. 

La tentcncin de la cama, en materia civil, sólo debe comprender lns precisas 
peticiones formuladas en ta demanda. 

'CONSTITUCION NACIONAL: CoHstitmioiialidad e inconstitutiotialidad. De- 
cretos protturiaies. 

El art. W del decreto serie B tí* 17/58 de la Provincia de Santiago del Este- 
ro, que prohibe la salida de ganado í'uera del territorio provincial, excede 
las facultades del poder de policía y las atribuciones que las leyes 12.830 y 
14.440 otorgan a los gobiernos locales, y atenta contra los principios de la 
libre circulación territorial, del derecho de propiedad y de las libertades de 
comercio e industria, consagrados por los arta. 9, lo) 11, 07 v 108 de la 
Constitución Nacional. 

COMERCIO INTERPROVINCIAL. 

Las provincias, ú bien están facultadas, en principio, para reglamentar la 
libre circulación territorial por medio de disposiciones ordinarias del poder 
de policía, de ningún modo pueden imponer restricciones que impidan el 
comercio y libre tránsito interprovincial y que puedan comprometer el inte- 
rés nacional, cuya tutela corresponde al Gobierno Federa). 

COMERCIO INTERPROVINCIAL, 

El trineo comercial entre dos o más provincias — en el caso, venta de ganado 
vacuno de Santiago del Estero en Córdoba— implica "comercio interprovin- 
cial" establecido por el art. 67 f inc. 12, de la Constitución Nacional, que las 
provincia» no pueden interrumpir con prohibiciones permanentes o transito- 
rias sin exceder la esfera de competencia que les es propia. 

COMERCIO INTERPROVINCIAL. 

Las provincias no pueden usar su poder de policía, ni aún en caso de emer- 
gencia, para prohibir o suprimir per se las actividades atinentes a la "indus- 
tria ganadera" ni de las que la integran — transarte, comercialización, etc.—. 
Lo contrario equivaldría a autorizar el retorno al aislamiento y dispersión 
de la ¿poca preconstttucional. 

DASOS Y PE RJ CILIOS: Responsabilidad del Estado. Casos varios. 

Acreditado que la artora solicitó autorización para trasladar a Córdoba loi 
animales que había vendido y que el Gobierno de la Provincia de Santiago 
del Estero dictó resoludión adversa, basada en un decreto que prohibía la 
salida de ganado vacuno, corresponde liaeer lugar a la indemnización corres- 
pondiente al daño sufrido por haber tenido que devolver, doblada, la seña 
que pagó el comprador. No así lo referente al aumento de fletes ferroviarios, 
desde que el contrato quedó rescindido, por lo que tal aumento sólo podría 
haber perjudicado al actor con motivo de otra operación, cu va existencia 
no se ha probado. 

DANOS Y PERJUICIOS: Respetabilidad del Estado. Casos varios. 

El art. 3» del decreto Serie B, tí' HUI bis; de 1058, de In Provincia de San- 
tiago del Estero, al autorizar la salida del 70 % de animales vacunos, previa 
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reserva del 30 % para consumo interno, que debían entregarse a precios 
diserecionalmente fijados por el Poder Ejecutivo provincial, implica una 
ilegitima coacción que determina que aquella prohibición se tenga por abso- 
luta a los fines de estimar los daños y perjuicios sufridos por el propietario, 
que no podo, por esa circunstancia, tnishuhr a otra provincia el ganado 
que resaltó muerto en unn inundación. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La actora en su alegato de fs. 233 limita su protensión al 
reclamo de los daños y perjuicios que, según afirma, debe indem- 
nizarle la demandada. 

Por ello, corresponde a V, E. seguir conociendo en estos au- 
tos por tratarse de una causa civil deducida por una sociedad de 
responsabilidad limitada, cuyos componentes tienen distinta ve- 
cindad con respecto a la provincia accionada (fs. 25 y 28). 

En cuanto al fondo del asunto, nada tengo qne opinar, por 
resultar ajenas a mi dictamen, las cuestiones de hecho y derecho 
común debatidas. Buenos Aires, 2 de agosto de 1960. — Ramón 
Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 do febrero de 1962. 

Vistos los autos: "Ai-uña Hnos. y Cía, S. K. L, o/ Santiago 
del Estero, ln Provincia s/ expropiación del ganado vacuno", 
de los que resulta : 

Que a fs. H/22, se presenta el Dr. Aurelio S. Acuña, como 
socio gerente — con uso de la firma social — de '* Acuña Herma- 
nos y Compañía, S. R. L.", y mnnifiesta: 

Que viene a demandar a la Provincia de Santiago del Este- 
ro a fin do que se la condene a expropiar el ganado vacuno, per- 
teneciente a aquella compañía, que se encuentra en el estable- 
cimiento ganadero llamado "Campo Rico", sito en el distrito 
Limaehe. departamento Mitre, de la mencionada Provincia. 

Que la compañía que representa se dedica a la cría y explo- 
tación de ganado vacuno en la estancia de su propiedad. 

Que, en el mes de diciembre de 1958, el Poder Ejecutivo de 
Santiago del Estero dictó varios decretos por los que dispuso 
declarar de utilidad pública y sujeto a expropiación lodo el ga- 
nado vacuno existente en territorio provincial. Asimismo, adop- 
tó otras medidas restrictivas, tales como "intervenir todas las 
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existencia» cíe ganado vacuno hasta la total normalización del 
abastecitnienta de carne a la población" y "fijar el precio de 
kilogramo vivo de carne vacuna", 

Que, con tal motivo, la actorn solicitó tic su alwgado plan- 
teara, ante el Poder Ejecutivo local, la inconstitueionplidnd de 
los referido» decreto» y reclamara autorización para sacar de la 
Provincia 200 novillos, vendidos a un tercero, tme debían ser 
entregados en Córdoba. A raíz de esta petición se formó expe- 
diente administrativo (pie no ba sido resuelto al tiempo de pro- 
moverse la demanda, lo qoií en verdad importa una "disimu- 
lada negativa". 

Que es público y notorio que en Santiago del Estero se han 
impartido severas instrucciones a la policía, a fin de impedir la 
salida de tropas de ganado de esa Provincia. 

Que los actos administrativos de referencín ndolecen de cla- 
ra invalidez, en tanto y en cuanto violan el derecho de pro- 
piedad, así como el de trabajar y ejercer industria lícita, v des- 
conocen los arts. 0, 10, 11, :i] y (¡7, inciso 1(Í, de la Constitución 
Nacional, además de lo cual causan grave daño económico a una 
extensa zona dol sudeste de Santiago del Estero. 

(¿lie. no obstante In expuesto, su propósito no es t adiar de 
inconstitucional el primero de los decretos que impugna, sino 
pedir «[lie se cumpla* es decir. "<pic hi expropiación se lleve a 
cabo*' de adíenlo con las previsiones de la Constitución Xn- 
cioual y ile la ley VVIVA, A este respecto, solicita la aplicación 
del art. 1(> de esa ley y deja plañí cada cuestión federal respecto 
de su art. 1ÍK, cuya ineonstitueionaUdnd aduce. Concluye peticio- 
nando so contiene a ln Provincia de Santiago del Estero a la ex- 
propiación de todo el ganado vacuno existente en el establecí - 
miento "Campo Kieo", eon sujeción a las normas de la citada 
ley K!.l'(¡4 y especial condenación en costas. 

(¿no, habiendo dictaminado el Si-. Procurador General en el 
sentido de que, para i|iie proceda la competencia originaria de 
esta Corte, es indispensable aeredilir ipie los componentes de 
la sociedad demandante smi extranjeros ó ciudadanos argentinos 
vecínós de una provincia distinta de la demandada (fs. líü), la 
adora acompaña el correspondiente certificado de domicilio, y, 
además, amplía la demanda <U. L'ti U7l. Afirma tjite, con mo- 
tivo del desbordamiento del líío Palee, la estancia "('ampo líi- 
co' f ha sillo "completamente anegada por las aguas* 1 y respon- 
sabiliza a la demandada por ]o> daños giie puedan producirse. 
Añade que f en virtud de la prohibición de trasladar ganado fue- 
ra de la Provincia, se lia vi>to obligada a postergar la remisión, 
a Córdoba, de anímale» ya vendido.», y que, en consecuencia de 
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olio, deberá soportar el recargo proveniente del aumento de fie- 
tes ferroviarios, que estima en $ 10.867,66 m/n. 

Que, declarada prima fació la competencia originaria de esta 
Corte, se corro traslado de la demanda (fs. 28 v.), que es contes- 
tada por el representante de la Provincia de Santiago del Estero, 
Dr. Benjamín Martínez Echenique (fs. 52/57), quien aduce: 

Que el decreto relativo a la expropiación de animales vacu- 
nos, mencionado por la actora, es el serie B 17/58, el cual fué, 
más tarde, completado por los decretos serie B 1413 (bis), se- 
rie B 1439 (bis) y serie B 343. 

Que ese conjunto de disposiciones tuvo por único objeto 
favorecer el bienestar general de la Provincia. Las facultades en 
ejercicio de las cuales los aludidos decretos fueron dictados na- 
cen de las leyes 12.830 y 14.440, como se indica en los funda- 
mentos del decreto serie B 17/58, pero, además, encuentran fun- 
damento en el poder de policía, que es "atributo indelegable de 
las provincias". 

Que entre las disposiciones puestas en vigor por el Poder 
Ejecutivo local figura el decreto serie B 1413 (bis), por el que 
se autoriza la salida del 70 % de los animales vacunos, con la 
reserva del 30 % para consumo interno. 

Que la demanda por expropiación "indirecta" debe ser re- 
chazada, debido a que — como se reconoce en la demanda — la 
actora continúa ejerciendo sus derechos de propiedad y posesión 
sobre los animales de que aquí se trata, lo cual supone el incum- 
plimiento de uno de los requisitos cuya observancia es indispen- 
sable para que pueda prosperar una demanda de la naturaleza 
de la promovida en autos. 

Que no ha mediado decisión contraría ni pedido formulado 
por la actora para que se le permitiera trasladar animales fuera 
de la Provincia, y no corresponde responsabilizar a ésta por los 
daños que puedan sobrevenir, pues las medidas impugnadas han 
sido dispuestas "en ejercicio de sus legítimas facultades"; 

Que, finalmente, peticiona el rechazo de la demanda y la 
imposición de costas a la demandante. 

Que, a fs, 03 05, se realiza la audiencia fijada por e] Tribu- 
nal de conformidad con el art. 14 <\o la ley 13.2(i4. La actora 
icitera sus ¡ulteriores manifestaciones y sostiene que, como con- 
secuencia de los actos administrativos prciudicados, lia sufrido 
un nuevo daño, ya que, habiéndole sido imposible dar cumpli- 
miento a un contrato de venta de animales, que debían ser entre- 
gados en Córdoba, se lia operado la rescisión del referido con- 
trato, con "pérdidn de la seña" recibida. Insiste en el reclamo 
de indemnización por los daños y perjuicios que dice haber ex- 
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peri mentado y, a este respecto, invoca el art 11 de la ley 13.264 
y disposiciones del Código Civil, Por su parte, el representante 
de la demandada señala la posibilidad de un avenimiento y, a 
fin de intentar concretarlo, pide fijación de nueva audiencia, a lo 
que nace lugar el Tribunal, luego de la adhesión de la actora. 

Qnc, a fs. 66/67, continúa la audiencia anteriormente ini- 
ciada. El representante de la demandada, después de reiterar las 
aseveraciones contenidas en el escrito de contestación de la de- 
manda, requiere la ordinarización del juicio, fundándose en la 
índole de las cuestiones debatidas. La actora, a su turno, expre- 
sa que, siempre que el Tribunal lo estime pertinente, no se opo- 
ne a la ordinarización pedida. 

Que, en atención a esas circunstancias y no mediando opo- 
sición de parte, esta Corte resuelve ordinarizar el juicio y reci- 
birlo a prueba (fs. 68). 

Que, a fs. 71, la actora alega, como hecho nuevo, la puesta 
en vigencia de un decreto provincial, de contenido semejante al 
de los anteriores, emitido con posterioridad a la demanda. Co- 
rrido el pertinente traslado, lo contesta el representante de la 
demandada {U. 74). 

Que, con arreglo al auto de fs. 68, se produce la prueba que 
menciona el certificado de Secretaría de fs. 227. A fs. 233/252 
y 253/261 se agregan los alegatos de las partes, habiendo dic- 
taminado el Sr. Procurador General a fs. 263. A fs. 263 vía. se 
llama autos para definitiva. 

Y considerando: 

l 9 ) Que, como lo señala el Si\ Procurador General a fs. 263, 
la actora ha limitado sus pretcnsiones a la indemnización de los 
daños y perjuicio» que dice haber sufrido por acto de la deman- 
dada (fs. 237). Kn tales condiciones, con arreglo a reiterada 
jurisprudencia, no es cuestionable la competencia de esta Corte 
para conocer originariamente en la pausa. 

2 9 ) Que el acto del cual, se sostiene, habrían derivado los 
daños y perjuicios sobro los que versa el litigio, es, fundamen- 
talmente, la prohibición dispuesta por el art. G 9 del decreto se- 
rie B 17/5K de la Provincia de Santiago del Estero. Este pre- 
cepto, que tuvo vigencia transitoria, establecía de modo textual: 
"Las autoridades policiales tomarán de inmediato todas las me- 
didos conducentes a impedir la salida de ganado en pie fuera 
del territorio provincial, con destino a otra provincia **. 

3*) Que, en rigor, el tema central del juicio hállase consti- 
tuido por la validez de la disposición transcrita, ya que, si bien 
la actora ha impugnado otras normas contenidas en el referido 
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decreto y en los que posteriormente lo reglamentaron, la verdad 
es que ellas no guardan relación inmediata con las precisas peti- 
ciones formuladas, que son las únicas sobre las cuales ha de 
recaer el pronunciamiento a dictarse. 

4*) Que, según lo afirma la demandante, la medida pres- 
en pta por el citado art. 6* le irrogó los siguientes perjuicios, 
cuyo resarcimiento reclama concretamente: 

a) Con motivo de la proh'bición de trasladar ganado fuera 
de la Provincia de Santiago del Estero, le fué imposible dar cum- 
plimiento al contrato de venta de 200 novillos que había celebra- 
do con el Sr. Andrés G. Cravero, a quien debía entregar los ani- 
males, en la Provincia de Córdoba, antes del 10 de enero de 1959. 
El incumplimiento trajo como consecuencia la rescisión del con- 
trato, por lo que la actora debió devolver» doblada, la seña de 
m$n, 45.000 que había recibido. 

b) Además, se vi ó forzada a postergar el envío de animales 
vacunos para su venta en otra provincia; y esta demora — origi- 
nada en el acto estatal de referencia — la obligó a soportar el 
aumento producido en los fletes ferroviarios con posterioridad 
al mes de febrero de 1959. Dicho aumento o "recargo" ascendió 
a m$n. 11.548,05. 

c) Que entre los meses de febrero y julio de 1959, el campo 
de propiedad de "Acuña linos, y Cía. S. R. L.", sito en la Pro- 
vincia de Santiago del Estero, fué inundado por las aguas pro- 
venientes del desbordamiento del Río Dulce. Tal hecho provocó 
la muerte de numerosos animales vacunos que allí se encontra- 
ban y que, a raíz de Id prohibición sub examine, no pudieron 
ser trasladados a otro establecimiento — no inundado — que la 
actora posee a tres leguas de distancia, en la Provincia de Cór- 
doba. Ello le ocasionó pérdidas valúa bles en m$n. 210.000. 

5 9 ) Que, en atención a la índole de las cuestiones sometidas 
a decisión del Tribunal, corresponde examinar, ante todo, si la 
responsabilidad indemnizatoria del Estado provincial puede sur- 
gir o no tratándose de situaciones jurídicas como la presente. 

6°) Que, en tal sentido, interesa destacar que la medida 
objetada fué resuelta con carácter transitorio y tuvo por objeto 
"regularizar el abasto" ante la "escasez de carne" causada por 
"maniobras alcistas". A lo que debe añadirse que, para justi- 
ficarla, el Poder Ejecutivo local invocó, expresa y únicamente, las 
facultados que, a su juicio, le eran reconocidas por las leyes 
nacionales 12.830 y 14.440 (considerandos 2* y 3? del decreto 
serié B 17/58). 

7 o ) Que tal invocación no alcanza n convalidar la conducta 
de la demandada ni le otorga legitimidad. Porque si, como se 
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sostiene, el presente caso ha <le considerarse regido por las le- 
yes 12.830 y 14.440, resulta incuestionable la existencia de la 
transgresión que la actor» denuncia. En efecto, de acuerdo con 
el art. 3* de la primera de esas leyes, las únicas ^ribuciones 
que los "gobiernos de provincia" poseen en orden a la materia 
de que aquí se trata —aparte la de fijar precios máximos y/o 
mínimos en determinadas circunstancias y cualquiera fuese la 
legitimidad o ilegitimidad de ella — son las enumeradas por el 
art. 2°, incisos i) y j), de la misma ley, entre las cuales cierta- 
mente no figura la de disponer prohibiciones como la cuestiona- 
da en la causa. 

S 9 ) Que, en consecuencia, de las propias manifestaciones de 
la autoridad local, expresadas en los fundamentos del decreto 
respectivo, se desprende que el acto del cual habrían derivado los 
perjuicios alegados adolece de invalidez, en tanto y en cuanto 
fué dictado fuera del marco de las atribuciones legales en que 
se pretende fundarlo. 

9 9 ) Que tampoco es atendible el argumento que la deman- 
dada expone a fs. 54 y sigs. y 255 vta., según el cual su compor- 
tamiento sería válido, de todos modos, por no haber significado 
sino el ejercicio del poder de policía que a las provincias reco- 
nocen los arts. 1(H y 107 de la Constitución Nocional. 

10*) Que, desde este punto de vista, es sabido que una de 
las preocupaciones más hondas que tuvieron los constituyentes, 
justificada por las circunstancias históricas que precedieron a la 
reunión del Oigreso de 185¡í f fué lograr que la Argentina exis- 
tiese como entidad unificada. A este fin, era preciso que las 
provincias saliesen del estado de aislamiento en que habían vivi- 
do, esto es, dejasen de ser "potencias independientes" (Fallos: 
178: !>, pág. 22), entregadas a la defensa, a veces cruenta, de sus 
propios y circunscriptos intereses económicos. Para lograrlo, con 
particular referencia & la materia sobre la que versan, los arts. í), 
10 y 11 de la Ley Fundamental tendieron a organizar al país 
de modo que él constituyese "un solo t- ritorio para un solo 
pueblo" (Fallos: 14!) í 137). Y, así, dispusieron que las pro- 
vincias no podrían usar su poder impositivo de manera que en- 
torpeciese o impidiese la libre circulación territorial de los bie- 
nes de producción o fabricación nacional, ni la tic los g* icros y 
mercancías, de todas clases, despachados en las aduanas exte- 
riores. Especialmente, les estaría vedado trabar o imposibilitar 
la salida de los bienes o productos de una provincia con destino 
al mercado de otra: los gravámenes qnc pudiesen producir ose 
efecto —a semejanza de los antiguos impuestos locales a la "ex- 
tracción" o "exportación"— quedaban proscriptos (Fallos: 171: 
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79, especialmente la disidencia de los Dres. Bepetto v Saearna; 
178: 9 y 308). 

11*) Que, consiguientemente, el problema planteado por el 
argumento de que se hizo mérito en el considerando O 9 , consiste 
en resolver si es posible que las provincias logren con medidas 
fundadas en el poder de policía lo que les está prohibido reali- 
zar mediante el ejercicio del poder impositivo. 

12*) Que la decisión n adoptar sobre el punto no ofrece du- 
das. En efecto, si bien es cierto qne las provincias están facul- 
tadas, en principio, para rcgíamentiir la lihre circulación terri- 
torial por medio de disposiciones ordinarias de policía (Fallos: 
155: 42; 199: 326 y otros), también lo es que sus potestades, a 
este respecto, de ningún modo pueden llegar ni extremo de su- 
primir lisa y llanamente tal circulación. Y ello es así, en lo que 
a esta cansa interesa, por diversas razones, entre las que sobre- 
salen las siguientes; 

a) Prohibiciones como la resultante del decreto serie B 17/ 
58, no suponen la reglamentación sino ej palmario desconocimien- 
to del principio de libre circulación territorial, así como el del 
derecho de propiedad y las libertades de comercio industria 
adacillas por la demandante (art. 28 de la Constitución Xa- 
eionnl; véase: doctrina de Fallos: 98 : 20, considerandos ~° y 8 9 ). 

h) Cuando existe una corriente de tráfico comercial entre 
dos o más provincias — como en el caso ocurre con la venta de 
ganado vacuno de Santiago del Estero en Córdoba (véase, en 
sentido confirmatorio, fs. 99, 114 vta. y 2u:) vtn.)— , la situación 
.jurídica que do ello dimana es «na de las previstas en el art. Ü7, 
inciso 12, de la Constitución Nacional, desde qne hay "comercio 
interprovineint" establecido y, consiguientemente, bis provincias 
no pueden interrumpirlo con prohibiciones permanentes o tran- 
sitorias sin exceder Ja esfera de Competencia que Íes es propia. 

c) El derecho argentino incluye materias que se hallan suje- 
tas ¡i un complejo régimen de policía. Presentan ellas, de un 
lado, aspectos estrictamente loen íes, susceptibles de n-glanien- 
tación provincia]; y, de otro lado, aspectos que escapan a la re- 
serva del art. 104 y, por tanto, competen al Gobierno Federal. 
Así acontece, como principio, verbigracia, con la policía de trans- 
portes (Fallos: 199: ;í2(í), hi policía del trabajo {doctrina de 
Fallos: 15(¡: 2(1), la policía de las prot'es iones liberales (Fallos: 
207 : ir>9), etc. Y lo mismo sucede con determinadas actividades 
eomo las atinentes a la "industria ganadera ". Esta última, por 
sus proyecciones sobre la economía del país y sobre e! consumo 
popular, se encuentra relacionada, de manera directa v vital, con 
fines federales de máxima jerarquía (Fallos: 199: 4S:¡, p¿g& 527 
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y 529 y. De donde se sigue que, aun cuando sea admisible que 
las provincias regulen ciertas manifestaciones parciales de ella, 
lo que no puede aceptarse es que tengan atribuciones para supri- 
mirla o prohibirla. Porque todo lo que afecte la existencia mis- 
ma de esa "industria", o la de las diversas actividades que la 
integran — transporte, comercialización, etc.— sobrepasa el lí- 
mite de lo meramente provincial, y, cu la medida en que — según 
ee vió— compromete altos intereses nacionales, representa un 
Wen jurídico cuya tutela corresponde a los órganos dotados de 
la competencia y de los medios materiales indispensables, es de- 
cir, a los del Gobierno Federal (art. 67, inciso 16, de la Cons- 
titución Nacional; doctrina de Fallos: 173: 42Í», pág. 457), En- 
tender lo contrario, o sea reconocer que las provincias pueden 
usar su poder de policía ordinario para prohibir o suprimir per 
se aquellas actividades, equivaldría a autorizar el retorno a las 
viejas formas de aislamiento y dispersión que singularizaron a 
la etapa preconstitucional. 

13») Que, en cuanto a la posibilidad de que la prohibición 
examinada haya podido ser dispuesta por el Poder Ejecutivo 
de Santiago del Estero en virtud de una transitoria situación 
de emergencia, también debe desecharse. Cualquiera fuese el al- 
cance del poder de policía de emergencia, él no legitima la con- 
ducta de las autoridades locales, con referencia a la concreta 
medida determinante del litigio. Para decidirlo así es suficiente 
comprobar que no se cita ni se pretende que existan normas 
legales autorizantes sancionadas por la respectiva Legislatura. 
El texto de la ley provincial 2703, de otro lado, no podría invo- 
carse para fundar una conclusión opuesta. 

14*) Que, como surge de las consideraciones precedentes, en 
la especie ha mediado comportamiento ilícito de la demandada, 
sea que se entienda que ella actuó con sujeción al régimen de 
las leyes nacionales 12.830 y 14.440, o bi. n 'que li hizo en ejer- 
cicio de su poder de policía. Tanto en uno cu!" , otro supues- 
to, habríase incurrido en extralimitución de facultades y, aun, 
en exorbitancia, circunstancias, éstas, bastantes para hacer sur- 
gir la responsabilidad del Estado provincial. 

15*> Que, ello aclarado, sólo resta considerar la procedencia 
de la demanda con relación a cada uno de los perjuicios que la 
actora alega. 

16°) Que, en lo concerniente «1 primero de ellos, las cons- 
tancias probntorias agregadas a fs. 99, 104/106, 108 vta. y 109, 
respecto de las cuales la demandada no ha formulado objeción 
ni observación alguna, justifican la viabilidad del reclamo. Cons- 
ta que la -ctora compareció ante la autoridad administrativa 
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competente y soWó se la autorizara a trasladar a la Provin- 
cia de Córdoba los 200 novillos que había vendido al 8'-*»™" 
O Cravero v debía entregarle antes del 10 de enero de 1959. 
Tal pedido, oportunamente formulado, dio lugar a una resolu- 
ción ndver a, 'basada en el decreto serie B 413 (bis) de 1958 
(fs 45/46); v, con motivo de ello, sobredieron los hechos 
dañosos que ia actora estima en ÍM^|^2* 
rando 4'Jctra a). La relación de causalidad exigida .por el orde- 
namiento jurídico argentino entre el hecho ilícito y el daño es 
clara. Su primera petición debe, pues, prosperar 

17*) Que no sucede lo mismo con la segunda, vinculada al 
aumento de fletes ferroviarios producido en £ ' e *™ 

de 1959 (fs. 27 y 99). Si el contrato con el Sr. Cravero hab a 
M ! rmindido/pareee obvio que ^ff^^f^ 
haber perjudicado a la actora con relación a ' ° tra |g 
ración de venta celebrada o concluida aptes de febrero de 1959. 
Y la verdad es que no se ha probado en autos que semejante 
ooeíaeión esistie?a realmente. Es decir que, a lo sumo estaria- 
X anTun Perjuicio hipotético o posible, pero no efectivamente 
Taceido" ?o abasta para declarar que no cabe resarcimiento 

8l ^) a farrea del último de los renglones inaemnbato. 
rios comprendidos dentro del reclamo de la actora, la ^manda- 
da a fTrnm que no puede responsabilizársela por la perdida de os 
Ei£™<KA~ ahogos, pues, al M 
hechos, estaba en vigencia el decreto serie B 1413 (bis I de 
cuyo art. 3* disponía: "Autorízase la salida del 70 A de am 
males vacunos, previa reserva del 30 % para consumo interne . 
Ywrwrt*: "Esta salida en todos los casos debe ser autoriza- 
da S el Poder Ejecutivo, previo dictamen de la Com.s,on ad 
Toe» ? Gracias a este precepto -dícesc- si la actora hubiera 
oíiei ado v obtenido la pertinente autorización iMbria pod ido 
.alvar, a lo menos, el 70 § de sus animales (fs. 260 vta ). El 
argumento, sin embargo, debe ser rechazado, por cuanto con- 
íorme a los elementos de juicio reunidos en la cansa, confirma- 
SI del alcanee atribulóle a la norma local transcrita la 
conXión impuesta para que los propietarios de ganado pudie- 
«rtr i^ular el 70 % de sus animales fuera de la Provincia con- 
3 í en que, previamente, entregaran el 30 % rebute, para 
^^mmmSi » los precios discrecionalmente f.jados por 
el Pwler Ejecutivo provincial (fs. 196/198, 187 vta. y 191), pre- 
■ l «„o «emín la prueba reunida, apenas si alcanzaban a la 

HO/142). Dicho de otro modo: el mencionado art. 3* suponía 
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una ilegítima coacción ejercida sobre los propietarios, a quienes, 
de manera indirecta, sometía a una suerte de requisición de ma- 
tices confiscatorius. No puede sostenerse, entonces, que la pro- 
hibición de trasladar panado hoya tenido carácter parcial en 
virtud del nrt. & del deereto serie B 1413 (bis), va que, como 
resulta de lo dieho, ese supuesto carácter hallábase supeditado 
a la previa i nmisión de un neto ilícito en perjuicio de los inte- 
resados. Kl caso, pues, ha de ser resuelto tal como si aquella 
prohibición hubiese sido absoluta. Y el derecho de la actora de 
ningún modo ha de estimarse disminuido ni excluido por la cir- 
cunstancia ile que ella no haya observndo las prescripciones do 
una cláusula manifiestamente inválida. Por lo cual, teniendo en 
cuenta las pruebas traídas al expediente (fs. 110, 172/173, 
184 vta. y 187/líH), el resarcimiento pedido debe concederse, 
¡pitándolo a las cifras que se indican a fs. 251, por ser éstas 
las que resultan del decreto local serie B 343/59 v las que re- 
presentan la pretensión máxima de. la actora. 

íif) Que las aparentes deficiencias formales observables en 
la estimación del monto indemnizatorio reclamado en el juicio, 
carecen de significación, debido a la índole de los daños alega- 
dos, su concreta especificación y a la doctrina de esta Corte. 

Por ello, habiendo dictaminado o! br. Procurador General, se 
resuelve hacer lugar, en parte, a la demanda. En consecuencia, 
se declara que la Provincia de Santiago del Kstero debe pagar 
a Aemlu Hermanas y Compañía, Sociedad de Responsabilidad 
Limitada, en el plazo do sesenta días, la cantidad de doscientos 
cincuenta y cinco mil pesos moneda nacional (m$u. 255.00»}. Con 
costas. 

Benjamín- Viixecas Basavilbash — 
Aristóbuxo D. Aráoz de Lamadrid 

— Luis Había. Bowt Booukro 

Jl-uo Oviiaxaiítk — Pedbo Ark- 
rastury — Ricardo 

KSTKÍIAK l.MAZ. 
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RECURSO DE QUEJA, 

En lo* recursos de queja, conforme con lo dispuesto por los arts, 230 de la 
ley '.O y 8» de la ley 4055, no es obligatoria la intervención del ' 
para que dictamine acerca de au 



N1LSA MABEL BILBAO v. JORGE RICARDO S1VORI 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propio*. Sentencia definitiva, 
r .'oha iones anteriores a la *enWutÍa definitiva. Varias. 

La resolución mediante la cual no se hace efectivo el apercibimiento dispues- 
to por i'l art. & de la ley 14.237, no reviste el carácter de sentencia definitiva 
en los términos del art. 14 de la ley 48 (»). 



DINA M. LINARES CESAR v Otr.vs v. SAINT MICHAEL'S SCHOOL 
CONSTITUCION NACIONAL: Dtrceho. y garantías. Igualdad. 

La diversa interpretación de una ley de carácter procesal, aún efectuada por 
un mismo tribunal en decisiones sucesiva», no compromete el principio cons- 
titucional de la igualdad f a ). 



ARTURO GEN ESOS I 

RECURSO EXTRAORDINARIO', Requisitos propios. Cuestione* no fedérate*. 
Interpretativa de normas >i OÍÍM U'eales en general. 

E* una cuestión de derecho procesa) local, ajena u la instancia extraordina- 
ria, ln referente al término dentro del cual dehió pronunciarse la Suprema 
Corte de Mendoza y si ésta eesó en su jnrúfdieeión para fallar ]»or haberlo 
hecho fuera del plazo que a juicio del recurrente, tenía para dictar sen- 
tencia ( B >. 



(I) 16 de febrero. 

(5) IR ilc febrero. Fallo* ¡ -M : i Ó7¿. 

<3) 18 ilc febrero. Falloa: ítói 231; 244 1 294; 247: .'<¡; 24-*: 240. 
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VICTOR. GONZALEZ y Otro 

RECURSO EX TRAORDIXA RIO : Remito* propio*. Cuestión, no federales. 
Interpretación tte normas locales de procedimientos. Casos varios. 

No da tugar a recurso extraordinario lo referente a si forrespoiiJo o nn ser 
nduutido eooiri parte querellante en el juicio criminal. Se trata de una eue*< 
tion repula par norma* procesales y ajenas a la garantía constitucional de 
la defensa en juicio ('), 



FAUSTINO IGLESIAS r Otro v. ROBERTO o AGUSTIN* JOSE AIRALDI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normo» locales de procedimientos. Doble instancia recursos. 

La resolución del. tribunal de la .'misa que declara mal concedido un recurso 
de aju-lación en razón de biber quedado firme un auto anterior, por el cual 
se denegó audiencia al recurrente con fundamento on lo dispuesto por el 
art. 57 de Ja ley J 5.775, es imnsceptibtc de recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cnesthnes no federales. 
Sentencias arhitiarnts. Improcedencia del recurso. 

Ln providencia dictada a los efectos del art. 53 de la lev 11.924 no constituye 
oh,«. para que el tribunal se pronuncie, oportunamente, sobre la procedencia 
lormal del recurso de apelación. 

FALLO DE LA CORTE SITHEALV 

Buenos Aires, 16 de febrero de 1962. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por J>. Nor- 
berto Luís Aroidi en la causa Iglesias, Faustino y otro c/ Airaldi, 
Roberto o Agustín José", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que según esta Corte lo tiene decidido con reiteración, son 
como principio ajenas a la apelación del art. 14 de la ley 48 las 
resoluciones que declaran improcedente un recurso deducido para 
ante el tribunal de la causa —Fallos: 246: 9, 10; 247: 386; 248: 
28, í)h4, o8íj^— . 

Que tal doctrina es aplicable respeto de la resolución del 
caso, en la que se declara mal concedido un recurso de apelación 



S43: 30. 



It¡ ,1c t'iWo. Fallos: 233! 4.32: 237: ¡170; 241: 40: 242: 124; 244: 240; 
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en razón de haber quedado firme un auto anterior que denegó 
audiencia al recurrente con fundamento en lo dispuesto por el 
art. 57 de la ley 15.775. 

Que la arbitrariedad invocada no resulta atendible, pues es 
obvio que la providencia dictada a los efectos del art. 53 de la 
ley 11.924 no constituye óbice para que el tribunal se pronuncie, 
oportunamente, sobre la procedencia formal del recurso de ape- 
lación. 

Por ello, se desestima el presente recurso de hecho, 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ábisxóbulo D. Abáoz de Lamadrio 
— Luis María Boffi Boggebo — 

Jt* LIO O IMANARTE pEDBO ABE- 

bastuby — Esteban Imaz. 



BIENVENIDA CARBALLO le MONTAÑES v. JULIA CEBKO 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requintas propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos, t ota juzgada. 

Lo relativo a h existencia o inexistencia de cosa juzgada es materia propia 
de los jueces de la cansa y ajena, por lo tatito, a la instancia extraordi- 
naria í 1 )- 



CONSTANTINO RODRIOITEZ % S.R.L. TRANSACCIONES 

COMERCIALES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedtrales. 
Interpretación de normas locales de proeedimieutos. Ctmos ranos. 

Lo atinente al tvsriitien legal de las notificaciones es materia ajena a la apli- 
cación del nrt. 14 de la ley 4H ( 5 ). 



(1) 1i; da tibtem Fallot: S-tri: 2:0; 24(3: 3S4. 

(2) 10 df febrero. Fallos: Ü44: 10: SjfiM "'>». ''H. 



M 



FALLOS DE LA CORTE SUPREHA 



SINDICATO n B OBREROS r EMPLEADOS VITIVIMCOL VS v i 

v. S. A* CORCES t Cía. 
CORTE Sf'PREMA. 

E« (multad de ¡A Corte Suprema, pmi stfl en el „rt. fe. , Rptrln 



PARTIDO LXIOX POPI LAR 
It^^O ^Í8ÍamtelÉ^ tf,,,,,,^ , omTO . pmm ^ tic¡abte 

El iinpmewlrotr el recurro estmoulinario .-ontrn | ns deefcíones de 1«« i,»,-*., 
eleetoraie* en cuctk.de* agente* . | B de eZluVtoJ J 

Xo procede el reeurso extraordinario cuando en el escrito en «ue se lo ,!«!„;„ 

&W poderes gggUg deben ejerver sus fa«dtades respetiva* *i n »M M i„ 
los jur,e> t \oto del Señor M,nistro Doelor Don Luis Minia Roffi Boggoro). 

***** f0temlU mm t^rpntaw,, * l** IJ, ' 

| ¡W&^ lfl intervención de 1» Corte Mípremn, por ví f , d<* su juris- 
Wfa ..««nnlm.-,™ . rnntrn la Mfa ,1,1 Irih.mal SEfeMI de'Len 

ta i ■! n«. <l, «n ewdAtoo en las Ifeta* de enndifctas, si Im alionado 
kWfetateM y la -onslitu .ior.ali.ÍM-1 de los deen-to-leve* WWl/Sti v SSES 
Oolo .M SeAor Míni-lm Do,,,,,- Don UU María Ho|(¡ R,^CrnK 

■ 

FALLO DE LA CORTE SITREMA 

Buenos Aires, líl efe febrero de 1962. 
Victos los autos: »IWs„ ,1,. hotho deducido por Enrique 
V Wn. Apoderado ,1,1 Partido L i.ión Popular on lo causa Par- 
tuln l ntun lopnlnr - Incidente s ' afeccione* nacionales del 18 
de marzo tío 19«2»\ para deeidir sohro su procedencia. 



I') 11» do Mwru. 



t 
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Y considerando : 

l 9 ) Que, con arreglo n jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
el recurso extraordinario es improcedente respecto de resolucio- 
nes de los jueces electorales en materia como la debatida en autos 
(caso "Partido Socialista", 10 de octubre de 1960, Fallos: 248: 
Cl). En efecto, son ajenas a la esfera de dielio recurso 'Mas cues- 
tiones referentes a la formación de los padrones electorales 
(caso "Fuión Cívica Radical de Santa Rosa", 28 de marzo de 
1941, Fallos: 189: 155), incluidas las que derivan de la 
tacion temporaria de ciudadanos (caso: "Salomón Dciver", 8 
de agosto do 1947, Fallos: 208: 125). 

2*) Que, por lo demás, el escrito en que se dedujo el recurso 
—copiado a fs. 3— carece del debido fundamento, en los térmi- 
nos del art. 15 de la ley 48 y <fe la jurisprudencia del Tribunal. 

3 9 ) Que la doctrina de las decisiones atinentes ni recurso del 
art. 1C del decreto-ley 19.044/5(¡ no son de aplicación en materia 
de recurso extraordinario. 

Por ello, se desestima la precedente queja, 

HeX.IAMÍX VlLUGGAS BaSAVIUIASO — 

Aisistóbvlo 1). Ait.voz de Lamadbid 

— I.i ts MahÍa Bom Booukro (en 

fiixuimcut) — Jl'lio Ommwm 

— Pedro AnKRASTriw (scquii sí* 
roto) — Ricardo Colomuri» — 
Esteran Tmáz. 



Voto del Señor Ministro Doctor 



Tl'IÍY 



(Jue, ¡i semejanza de lo ocurrido en Fallos: 248: ni, el es- 
crito &\ que se dedujo ci recurso — copiado a fs. 3 — carece del de- 
bido fundamento en los términos del art. 15 de la ley 48 y de la 
jurisprudencia del Tribunal. Por ello, corresponde declarnr im- 
procedente la queja. 

queja. 



Pedbo Aberastury. 



fallos de la porte suprema 



Disidencia del Señor Ministro Doctor Doy Luis María 

BOFFI BOGGERO 

Considerando : 

l 9 ) Que el Partido Unión Popular recurre de queja contra 
la resolución de la Junta Electoral de la Capital Federal por la 
que se le deniegan los recursos extraordinarios fundados en la 
inconstitucional aplicación del decreto-lev 8251/56, lo que surgi- 
ría por violación de los nrts. 33 y 40 dé la Constitución Nwio- 
nal; y la inconstitucioualidad del a'rt. 3*, ine. 3* e), del decreto-ley 
4034/57, en tanto éste vulneraría el art. 18 de la citada Constitu- 
ción (fs. 5). 

~») Que en Fallos: 243 : 260 e| suscripto espresó, entre otros 
conceptos: "Que los poderes políticos deben ejercer sus facul- 
tades respectivas sin afectar Jos derechos y obligaciones estable- 
cidos por el ordenamiento jurídico, porque lo contrario trans- 
formaría las facultades privativas en facultades sin control de 
los jueces". 

"Que ello os así porque una cosa salifica l a política en sí 
misma y una otra es el derecho político que regula jurídicamente 
la vida de aquélla; y una es, en consecuencia, la política en ma- 
teria de elecciones y una muy diferente es el derecho electoral que 
le regula". 

"Que cuando las transgresiones de los poderes políticos 
afecten la materia sometida a la competencia jurisdiccional de esta 
Corte, se impone la sustanciación de las causas respectivas para 
decidir, en consecuencia, sin que esos Poderes del Estado puedan 
legítimamente alegar pe se trata del ejercicio de facultades pri- 
. vativas (Fallos: 147: 2H6)". Esta doctrina fué nplieaYla en va- 
rias oportunidades: Fallos: 24S: (¡1 y 518, entre otros. 

3*) (¿uc, teniendo en cuenta los antecedentes ile esta causa 
antes referidos y las razones i-xpuostns en el considerando pre- 
cedente, se impone la conclusión de que se está en presencia de 
una causa en que este Aíto Tribunal debo declarar mal denegado 
el recurso extraordinario para proceder en su momento al exa- 
men y deoisiún sobre la materia traída por el precitado recurso. 

Por tanto, se declara mal denegado el recurso uxtrnordinario 
deducido en los autos principales. 



Luis María Bowi Boügero. 
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RODOLFO SEGUNDO GONZALEZ 

JL'RISDICCIOX Y COMPETEXCI.l: Compfteneh penal. Delitos t» pnrticti- 
t<tr. Defmiuhtvián. 

t 

Ln justicia en lo criminal de ln Cei |tiuil Fi>d*rnl ea la competente para cono- 
cer de la defraudación imputada al i-nndactor de un enmiún (pie condujo 
mercadería* deade Córdolta ha*ta ln Hurtad de Buenos Aires, donde" debía 
entregarlas ni consignatario, apodera nd"-«' y vendiendo parte de ellas en 



DICTAMEN" DEL 

Suprema Corte: 

De la confrontación de la denuncia de fs. 1 con las declara- 
ciones de fs. 3 vta. y 6, se deduce, a mi juicio, que la persona 
imputada en autos habría sustraído una pequeña parte de las 
planchuelas de hierro que, con el fin de entregarlas a consignata- 
rios de esta Capital, transportara desde Córdoba, cometiendo así, 
prima facíe, el delito de retención o apropiación indebida previsto 
por el art. 173, inc. 2?, del C. Perial. 

Atento a ello y dado que con arreglo a la doctrina de V. E. 
se considera lugar de comisión de dicho delito aquél donde debía 
efectuarse la entrega o devolución incumplida (v. sentencia de 18 
de setiembre de 1961, recaída en los autos "Wilson, Jesús Raúl; 
Lozano, Miguel Saturnino s/ estafa y las allí citadas), estimo 
qne corresponde resolver la presente contienda declarando que 
toca entender en el caso al señor Juez Nacional en lo Criminal 
de Instrucción de la Capital, sitio en el que, por lo demás tam- 
bién habría manifestado el agente su propósito de apropiarse de 
los efectos antes mencionados. — Buenos Aires, 7 de febrero de 
1962. — Ramo» Lascano. 



FALLO DE LA CORTE 

Buenos Aires, 21 de febrero de 1962. 

Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el señor 
Procurador General y con lo resuelto por esta Corte en casos 
análogos, se declara que el señor Juez Nacional en lo Criminal 



mam 
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de Instrucción es el competente pnrn conocer de esta causa. Re- 
mítansele los untos y hágase súber en la forma de estilo al señor 
Juez de Instrucción de Córdoba. 

Bexmamí.v Villkoas Basavilbaso — 
Aristódl-lo D. Aráoz de Lamadrid 
— Ricardo Coiximrres — Este- 
ban Imaz. 



S. A. Cía. ARGEXTIXA i« TELEEOXoS v. PROVIXCIA bÉ SAXTIAÍiO [»EL 

ESTEHO 

MEDIDA DE SO iXXOVAH. 

Ln rinun-tcncin de que I» cninpdñía de teléfonos «rtnrn hnyu eomenzndo a 
íi¿." nr no solomeitti- un nuevo reputen de tarifas sino tnmbirri un nuevo 
i«io medido", no eomportn incumplimiento de ]n medida de "no inno- 
var" decretada por la Corte, hubtrin cuentu <|«* la respectivn resolución no 
contieno pronuncia miento jlfiimo aceren de tule» extremo», ni se pretende 
•pie los hedió- denunciados por la provincia contravengan Ins disposiciones 
fedérale*! cuyo cumplimiento se ha dispuesto durante ln secuela del juicio y 
linsta ln notifirnrión de ln sentencia definitiva. 



FALLO DE LA CORTE STPREMA 

Buenos Aires, 23 de febrero de 1962. 

Vistos los unios: "Cía, Argentina de Teléfonos S. A. c/ San- 
tiago del Kstero, la l'cin. de s/ inconstitnetonnlidad decretos pro- 
vinciales n 9 15/60 y 17/íiO letra C. y daños y perjuicios". 

V considerando : 

Que mediante resolución de fs. 88/88 vta., se dispuso hacer 
saber a la Provincia demandada que, durante la secuela del juicio 
y hasta la notificación de ln sentencia definitiva, debía abstenerse 
"de impedir ln actuación de la aetora al tenor de las normas y 
resoluciones nacionales invocadas en autos". 

Que la circunstancia invocada por la demandada en el escrito 
que antecede, consistente en que la Compañía Argentina de Telé- 
fonos S. A. ha comenzado o aplicar no solamente un nuevo ré- 
gimen de tarifas sino también ui nuevo 44 servicio medido" no 
comporta incumplimiento de la medida de 44 no innovar" decretada 
por esta Corte, habida cuenta que la respectiva resolución no con- 
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tiene pronunciamiento alguno aeerea de tales extremos ni se pre- 
tende que los hechos denunciados contravengan las disposiciones 
federales cuyo acatamiento se lia dispuesto durante el período 
mencionado en el anterior considerando. 

Por ello se deeidc no liaeer lmrar a lo peticionado en el escrito 
que antecede. 

* 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbulo D. Aháoz de Lamaürid 
— Ricardo Colombres — Este- 



S.A. CÍA. ARGENTINA ue TELEFONOS v. PROVINCIA de MENDOZA 

JURISDICCION ¥ COMPETENCIA: Competencia nacional. Competencia orí- 
vinaria de la Corte Suprema. Cataos en que es parte nmt provincia. Camas que 
versan sobre cuestiones federales. 

La demanda deducida por «na sociedad anónima, con domicilio en la Capi- 
tal Federal, contra una provincia, y que tiene fundamentos de orden federal, 
como son las normas contenidas en las leyes 750V 2 y 4408 y el art. 67, inca. 
12, 13 y 16 de la Constitución Nacional, es de competencia originaria de la 
Corte Suprema 0). 



OS MAR AMBROSIO RAMOGNINO v. S.A. JUAN CARLOS ARIAS v Cía, 

/IECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

Las regulaciones de honorarios devengado» en la» instancia» ordinarias son, 
romo principio, insusceptibles de revisión mediante el recurso extraordi- 
nario ( a ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestione» no fedérale*. 
Sentencias arbitraria». Principios amérales. 

La doctrina referente a la arbitrariedad es de aplicación especialmente res- 
tringida en materia de regulación de honorarios 



<i) 23 de febrero. Fallos: 247: 390. 
<s) ¡2:1 de fehicro. 
(3) Fnllqs: 249: 5:tí>. 




• FALLOS DE LA COETE 8T7PEEMA 

RECURSO EXTRAORDÍXARIO: ReqHtititot propio», CHestionca no federalct. 
Sentencias arbitraria». Improcedencia del recurso. 

U resolución regulaUiria d-j honorarios que na excede bu facultades propias 
del tribunal de la causa en lo que concierne a la apreciación de loa trabajos 
realizados por el recurrente y del monto del juicio, ni comporta una "varia- 
ción substancial" de criterio con rcgpMo a lo retrniación üV primera instnn- 
cio, es im.vi.ihle con Ihi>« en la «Wtrirm >obre arbitrariedad (>>. 



HORACIO ESlíRY t Otii-i 

IfíSO EX TfíA O fíDl XA Ftl O i Requisito* romane*. Cuestión justiciable. 

I-ns cuestiones referentes a la violación del principio de Ja división de los 
poderes por el tribunal de la cansa y al im-tnrecto ejercicio de sus funciones 
en el oiden local, son extraña,! a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 
Ello es así, aun cuando se invoque el nrt. ">v de la Constitución Nacional, 
porque lo referente a su observancia por W jueces de la causa comporta 
una cuestión de naturaleza política. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

23 



Vistos los autos: " Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causn sumario contra empleados de policía por de- 
nuncia de Horacio Ksbry y ArUtóbulo Alvnrez", para 




Que las cuestiones referentes a ta violación del principio de 
la división do los poderos por el tribunal de la causa, y al íiko- 
r recto ejercicio de sus funciones en el orden local, son extrañas 
a ln jurisdicción extraordinaria de esta Corte. 

Que ello es así aun cuando se invoque el art. ü 9 de la Cons- 
titución Nacional, desde que su observancia por los jueces locales 
comporta una cuestión de naturaleza política que es ajena al re- 
curso federal —Fallos: 238: 320; 245 : 532 ; 248: 240—, 

Que, finalmente, fundándose la sentencia, recurrida en razo- 
nes de índole procesal local que bastan para sustentarla, las res- 



(i) Fallos: ¡MSr 22. 




cta e inmediata con lo resuelto. 
Pero ello, se desestima el presente recurso de hecho. 




jamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo O. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Othaiíarte — P ¡cardo 




ELIAS SEMAX y Otw>s 



JVBISDICCIOS Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de 



La justicia en lo criminal de instrucción es la competente pnra conocer de 
la violación de dor ¡cilio que habrían cometido los procesados al penetrar, 
por casas vecina?, al local donde fueron sorprendidos con explosivos por 
cuya tenencia los jnzga la justicia federal. 



Suprema Corte: 

"Estimo que el delito de violación de domicilio que se imputa 
a las personas procesadas en autos, no guarda vínculo de cone- 
xidad con la presunta infracción de las. disposiciones de los arts. 
211 y 212 del Código Penal motivo del juicio a que aquéllas fue- 
ron asimismo sometidas ante la justicia federal, la cual, cabe ad- 
vertirlo, ha dietndo — en primera instancia — sobreseimiento pro- 
visional al respecto. 

Así pues, y en mi opinión, aun prescindiendo de que con arre- 
glo al nrt. 42 4}\ Código de Procedimientos en lo Criminal y rei- 
terada jurisprudencia de V. E., las reglas establecidas en el art. 
37 y siguientes de dicho código se aplican también a los delitos 
conexos, aparece clara la competencia del fuero ordinario para 
entender acerca de la violación de domicilio antes aludida. 

Considero, por tanto, que procede resolver el presente con- 
flicto declarando que toca conocer en la causa al Sr. Juez Nacio- 
nal en lo Criminaf de Instrucción. — Buenos Aires, 5 de febrero 
de 1962. — Ramón Lascano. 



detittts. 




■ 
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FALLO DE LA CORTE SITREMA 

Buenos Aires, 2G do febrero de 1062. 

■ 

Autos v vistos; considerando: 

Que de las presentes actuaciones no resulta que el delito de 
violación de domicilio liaya sido cometido en circunstancias que 
don hipar a la intervención de la justicia federal. En tales con- 
diciones y con arreglo a la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
en casos análogos, el conocimiento de la causa correspondo a la 
justicia ordinaria —Fallos: 245 : 2T 527, 551 y otros—. 

Por ello y lo dictaminado por el señor Procurador General, 
se declara que oí señor Juez Nacional en lo Criminal de Instruc- 
ción os el competente para conocer de esta causa. Remítansele 
los autos y hágase saber en la forma de estilo al señor Juez Na- 
cional en lo Criminal y Correccional Federal 

Benjamín Villegas Basavilbaso 
Juno 




BAJÍCO INDUSTRIAL 

- 

JURISDICCIOX T COMPETENCIA: Competencia nacional Causas penales. 
Delitos rn perjuicio de fas hiettet // renta» de la Xavión if de $m reparticiones 
autárquUim. 

La justicia nacional en lo crimina) y correccional federal, y no ln nacional 
en lo criminal de instrucción, es la competente para conocer de ios procesos 
instruido* con motivo de delitos que, cualquiera sea la calificación que les 
eoiTejpODda, afectan o pueden afeitar el patrimonio nacional. Tal e* el 
caro en que puede resultar damnificado el Banco Industrial por haber perci- 
bido el acreedor el importe de los créditos prendarios, que había cedido al 
bnneo en garantía de un préstamo, sin que se haya podidp obtener el secues- 
tro de los bienes 



DlCT 

Suprema Corte: 

La presente contienda negativa de competencia se La susci- 
tado a raíz de la discrepancia del Juzgado Nacional en lo Cri- 
minal de Instrucción n* 19 y el Juzgado Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal n* 2 acerca del alcance de los hechos de- 
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nuneíado* por el Banco Industrial bajo los rubros A y B del 
punto W del escrito de fs. 1/5, consistentes en el cobro de eré. 
ditos prendarios por parte de una empresa que los había cedido 
a diclia entidad estatal en garantía de préstumos que ésta le acor- 
dara, con desaparición, además, en la mayoría de los casos, de 
los bienes sobre los cuales se había constituido gravamen. 

Ahora bien, entiendo que los cobros efectuados por la em- 
presa denunciada constituyen por sí mismo hechos capaces do 
afectar el patrimonio del Banco referido, lo que determina la 
competencia federal para conocer respecto de ellos. No obsta a 
tal conclusión lo atinente a los efectos del art. 41 de la ley 12.962, 
pues la posibilidad de una ulterior reparación del perjuicio 
ocasionado, y aún la circunstancia de que dicha reparación ya se 
hubiera verificado, no influye en el carácter de las presuntas ac- 
tividades ilícitas cometidas, cuyo sujeto pasivo sería, de todos 
modos, el Banco Industrial. Y, finalmente, cu el mismo orden de 
ideas, cabe señalar que la desaparición de los bienes prendados 
significa — en los casos en que se luí producido— un notorio debi- 
litamiento de las facultades de la entidad banca rin para eompelir 
a los deudores respectivos a un nuevo pago de los créditos en- 
dosados por la empresa anter aludida. 

Por tales razones, y en virtud de lo resuelto por V. E. in re 
"Banco Industrial de la República Argentina 8/ denuncia infrac- 
ción arts. 292 y 297 del Código Penal", en 11 de agosto de 1961, 
y en las causas allí citadas, especialmente la decidida en 5 de 
mayo de ose mismo año —"Banco Industrial c/ S. A. Maderera 
Argentina"—, opino que corresponde dirimir este conflicto de- 
clarando ja competencia del señor Juez Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal para entender en el caso. — Buenos Aires 
7 de febrero de 1962. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de febrero de 1962. 
Autos y vistos; considerando: . 

Que esta Corte ha resuelto en numerosos casos, algunos de 
ellos análogos al de autos —Fallos: 239: 168 ; 249: 576; 250: 
441 y otros— que compete a la justicia federal el conocimiento 
de los procesos instruidos con motivo de delitos que, cualquiera 
sea la calificación que les corresponda, afectan o pueden afectar 
el patrimonio nacional. 

Que en atención a las circunstancias de esta causa procede, 
como lo aconseja el Sr. Procurador General y se decidió en los 



** FALLOS DE LA CORTE SUPBEMA 

casos antes mencionados, declarar la competencia de la justicia 
federal. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Correccional 
Federal es el competente para conocer de esta causa. Remítan- 
sele los autos y llágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Benjamín Villegas Basavtlbaso — 
Julio Oyhanabte — Ricardo Co- 
lombbes — Esteban Im as. 



AMADEO ROSCO T Otro 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recorso de amparo cuando los 
impugnado* no adolecen de ilegalidad manifiesta, 

MECURSO DE AMPARO. 

Pan la procedencia, del recurso de amparo se requiere que el desconocí- 
ni k oto de los preceptos legales, por parte de la autoridad administrativa, 
surja sin necesidad de debate, en forma clara, e inequívoca, habida cuenta 
del carácter sumarísimo propio de la acción de amparo. 

RECURSO DE AMPARO. 

El recurso de amparo, cuyo trinóte es somalísimo, no procede en el su- 
puesto de cuestiones tácticas o jurídicas opinables, o que reclamen un más 
amplío examen. Tal el caso en que se cuestiona si la jubilación de oficio 
de los recurrentes se ajusta al art. 53 del Estatuto del Docente —ley 14.473 — , 
o si supone violación a su art. 19. 

RECURSO DE AMPARO. 

El juzgamiento de cuestiones atinentes al principio de igualdad ante la ley 
y al derecho de defensa no es posible, en principio, dentro del trámite excep- 
cional y sumarísimo del recurso de amparo fundado en la ilegalidad de un 
acto ad 



Sentencia de la CÁuara Nacional pe Apelaciones en lo 
y qonteni-iosoadministrativo 

Buenos Aires, 6 de junio de 1061. 

Considerando : 

Que mediante la presente demanda de amparo, los señores Amadeo Roneo, 
Italo A meneo Foradori y Secnndino Da Fonseca, solicitan se declare la nulidad 



DE jrSTIOl* DE LA NACIÓN' 



de las resoluciones del Conejo Nacional <w Educación que les impone, 
la jubilación de oficio. 



Que en vario* easus niUeriores el Tribunal tiene decidido que el amparo 
no procede respecto de la actividad administrativa, sino cuando es inequívoca 
y manifiestamente ilegal (í« re: "Phz Suredn tle Paso" y "Noguré"). 

Que en el presente a estar a los propios dichos de los promotores del amparo, 
Iíi actitud del Consejo Nacional de Educación, a juicio del Tribunal no presenta 
tales iimtctcres de manifiesta ilegitimidad» por cuanto al no hacer lugar al pedido 
tle aquéllos referente n su continuación en la categoría activa cuando estaban 
en contriciones de jubilarse, se lia limitado a aplicar el art. 53 del Estatuto del 
Pócente, que dice así: "Los docentes que hayan cumplido las condiciones reque- 
ridas para la .jubilación ordinaria podrán continuar en la categoría activa, si, 
mediante su «ilicitud, son autorizados a ello jror la superioridad, previa inter- 
vención de la junta de clasificación. Estas solicitudes deberán ser renovadas 
ruda tres míos". 

Que ante la claridad del texto transcripto no cabo concluir que la aplicación 
cine de él hn hecho el Consejo Nacional de Educación sea manifiestamente arbi- 
traria, sobre la base de lo que pueda haberse dicho en la discusión parlamentaria 
que precedió a su sanción. 

Que, en tales condiciones, el Tribunal no puede sustituir el criterio con que 
el Consejo Nacional de Educación ha ejercido la atribución que le confiere la 
ley al pronunciarse sobre las solicitudes de los recurrentes, tal como éstos lo 
pretenden. 

Que ante esa conclusión, es evidente que las garantías constitucionales invo- 
cadas no guardan relación directa e inmediata con lo que constituye el fondo 
del asunto. 

Por tanto, se confirma la decisión apelada de fs. 34, en cnanto ha sido 
materia de recurso. — Juan Cario» Becear Vareta — Horacio H. Herejía — 
Adolfo R. OabrMli. 



Suprema Corte: 

■ 

Con arreglo a lo reiteradamente declarado por V. E., la pro- 
cedencia del remedio de amparo respecto de la actividad admi- 
nistrativa se halla condicionada, entre otros requisitos, a la ile- 
galidad manifiesta e indudable del acto impugnado (Fallos: 245: 
35, 269 y 351, entre muchos otros), situación que, en mi criterio, 
no es la del presente caso. 

Estimo en efecto, concordando en ello con el tribunal a quo, 
que los términos del art. 53 del Estatuto del Docente no ; ermiten 
atribuir a las resoluciones del Consejo Nacional de Educación 
que aquí se cuestionan, la calidad de actos carentes de toda pre- 
sunción de validez jurídica. 

Pienso, por ello, que lo decidido a fs. 53 de estos autos se 
ajusta a la doctrina sentada por V. E, en los precedentes más 
arriba citados, y a lo resuelto por la Corte en Fallos: 248 : 837, 



m 
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en el sentido <le qne la interpretación debatible de una disposi- 
ción legal no es materia propia de la acción de amparo, 

A mi juicio* pues, corresponde confirmar el fallo en recurso. 
Buenos Aires, 26 de octubre de 1961. — Ramón Lascauo. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1062. 

Vistos los autos: "Roneo, Amadeo y Fon» do ti, Italo Amé- 
rico s/ amparo". 

Considerando: 

l 9 ) Que, como lo señala el tribunal a quo, en la esjiecie no 
aparece satisfecho uno de los retín i sitos cuva observancia es in- 
dispensable liara que proceda la demanda de amparo. 

S 9 ) Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia, la tutela 
«pie ese remedio posibilita sólo puede ser acordada — en lo que 
aquí interesa — contra actos administrativos que adolezcan de 
ilegalidad manifiesta. Be requiere, pues, que el desconocimien- 
to de los preceptos legales pertinentes, por parte de la autori- 
dad administrativa, sea lo suficientemente elaro e inequívoco co- 
mo para imponerse pvr se de manera palmaría, sin necesidad de 
un debate detenido o extenso, habida cuenta de que el carácter 
sumarísimo del trámite es inherente a la naturaleza del amparo. 
Si esta exigencia no se cumple, en razón de que el caso plan- 
teado versa sobre cuestiones fácticas o jurídicas opinables, o re- 
dil uta — por su índole — un más amplio examen de los plintos 
controvertidos, eorros|H>nde que éstos sean juzgados con sujeción 
n las formas legales establecidas al efecto. 

.T 9 ) Que la doctrina expuesta en el considerando anterior obli- 
ga a mantener él criterio de la Cámara, toda vez que el tema 
relativo a si la jubilación de oficio, dispuesta respecto do los 
demandantes, se ajusta a las previsiones del art. 53 del Estatu- 
to del Docente (ley 14.473), o si, por el contrario, supone viola- 
ción de lo que ese Estatuto dispone en su art. 19, comporta uno 
de los supuestos de *' interpretación delmtihlc" que esta Corte 
ha considerado extraños a la esfera del umparo (Fallos: 248: 
837; 24*»: 654 y otros). Dicho tema, pues, no puede ser diluci- 
dado en las presentes actuaciones, tanto más cuanto que de ellas 
resulta no haberse dado intervención n'gunn a la autoridad ad- 
ministrativa contra la que se dirige la acción. 

4 P ) Que, en cuanto n los restantes agravios de los actores, re- 
ferentes al principio de igualdad ante la ley y al derecho de de- 
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imm («rt* .16 y 18 de la Constitución -Nacional), tampoco son 
atendibles. Preténdese, en efecto, que: a) el régimen de jubila- 
ción de oficio —contení piado por la ley precitada— habría sido 
aplicado con criterio irrazonable y discriminatorio; v b) los de- 
mandantes no habrían tenido oportunidad de defenderse en el 
procedimiento administrativo que concluyó con la adopción de 
Jas medidas impugnadas. La materia, pues, resulta también aje- 
na al ámbito del amparo, conformo a lo más arriba expuesto. Por 
lo demás, las dos circunstancias invocadas no tienen apoyo proba- 
torio en la causa. Los interesados no ofrecieron prueba concreta 
al respecto en su escrito de demanda y tampoco lo hicieron en se- 
gunda instancia. A lo que debe agregarse que en el escrito de in- 
terposición del recurso extraordinario no se alega que haya 
mediado restricción judicial del derecho de probar ni se mencio- 
nan elementos de juicio de que los actores hayan sido privados 
o puedan utilizar para demostrar los hechos que aducen. Y, en 
tales condiciones, naturalmente, la pretendida violación de los 
preceptos constitucionales más arriba citados careee de funda- 
mentos. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia apelada de fs, 53, en cuanto ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Bexjamíx Villegas Basavtlbaso — 
Julio Othanarte — Ricardo Co- 

Imaz. 



JULIA DOXDO pe 



—SUCESIONES— 



RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito, propio,. Cationes no federé. 
Interpretarían rf# norma* y actas tácales en oettetaL 

\ T o promlo e¡ recurso extraordinario oontrn In sentencia que, no impugnada 
de Arbitrariedad, y «m fundamentos de derecho local, dwide la forrnn do 
calcular el parólenlo del impuesto sucesorio con relación n los bienes ubi- 
rndos en el ámbito local, computando los de todas las jurisdicciones. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: ~ReoH¡*itos propio,. Relación directa. Ñor- 
wa* r.tt ranas al juicio. Deposiciones constitucionales. Att. 19. 

El nrt. 19 de la Constitneión NVional no susíentn el recurso extraordinario 
SSL^^J 1,0 1 * sl,p,ío 5 10r mmmk. * n<™* que no 
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COXSTtTl'ClOX XACIOXAL: CousttHurhmUihd r iueoH*UtHCÍotuiUé«$ «•* 
puestos y centril>HcioHra ¡mnitttitile*. Ttuu*m¡*¡»tt ¡iratuiUt, 

Ú íoiH[iutín ¡«ín totnl <M linter sutorio pnrn Irt ilfterminarifin de la 
|iiti|mrt'ión *n <iuc huyjin iit l irravurüe lo* tornes uhirndo* en t'l ámbito de 
h provincia, no vulnr'rn In* .gnnmtíii* ion>litilri»mnks de hl iffitnlilfld y de 
lll [iiLi|>ii'd;id. 

PuTAMEX ItKL t*r:Ot 1'HAHOII EX ERAL 

Suprema Corte; 

Bel recurso extraordinario deducido a fs. :íí* so desprende 
qne el apelante admite: 

l 7 ) el derecho del fisco provincial para enlenlar la tasa o 
porfíente del impuesto computando los bienes de todas las jn* 
risdiccioucs; y 

l* 9 ) la determinación del gravamen por la resultante de la 
aplicación do esa tasa a los bienes de jurisdicción provincial. 

En mi opinión, la liquidación impugnada se ajusta a esos 
principios. . 

Habido es que, por la aplicación de las escalas progresivas, 
en las mismas condiciones una hijuela de $ 2.000.000, por ejem- 
plo, paga más del doble de una de $ 1,000.000 y que, por lo tanto, 
para acatar los principios anteriormente enunciados, si la heren- 
cia es de $ 2.000.000 y los bienes de jurisdicción provincial do 
$ 1.000.000 el impuesto debe calcularse en la mitad de lo que 
tributaría en la provincia el total de la hijuela y no en el total 
impositivo que tributaría la mitad de la hijuela, pues este últi- 
mo gravamen sería menor que aquél y comportaría un resultado 
obtenido por la aplicación de una tasa en cuya determinación 
no se han computado los bienes de todas las jurisdicciones. 

Pienso pues que en el *tfb hulke la liquidación impugnada 
se ha ajustado al criterio que postula el recurrente al interpo- 
ner el remedio federal de fs. 30, y que por falta de agravio éste 

.es improcedente. 

Correspondería, pues, declarar que ha sido mal acordado 
a t's. 41. Buenos Aires, 5 de setiembre de 1061. — Ramón Lmcano. 



FALLO DK LA CORTE SITKEMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1962. 

Vistos los autos; ** Doiulo de Trueco, Margarita Julia y otro 
<«/ sucesiones) s/ insc. deelar. hered." 
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Y considerando: 

l q ) Que en el recurso extraordinario deducido a fs. 39 se 
sostiene que el procedimiento seguido en los autos para el cálcu- 
lo del impuesto sucesorio no está autorizado por la ley provin- 
cial y es inconstitucional. Ello sería así porque faltaría ley que 
autorice el gravamen y porque éste, de! modo que ha sido liqui- 
dado» afectaría a bienes ubicados fuera de la Provincia. Por 



W) Que lo atinente al alcance de las normas provinciales 
aplicables ni caso, spííííii se lo lia interpretado a fs. 34 y fs. 58, 
por la Cámara apelada y por la Suprema Corte de la Provincia 
ile Buenos Aires, es cuestión de derecho local, ir re vi si ble en ins- 
tancia extraordinaria. Por ln demás, ambas sentencias no exce- 
den do lo que es propio de decisión por los jueces do la causa 
y no han sido expresamente imputadas de arbitrariedad en el 
e.serito de fs. «19, en que se dedujo el recurso extraordinario 
— Fallos: 249: 159 y sus citas — . 

*T) Qne, así las cosas, la apelación es improcedente en lo 
que hace a la pretendida inexistencia de ley que cree el tributo. 
Lo propuesto es, en efecto, cuestión de interpretación de leyes 
locales que, no impugnada de arbitrariedad, es irrevisible por 
esta Corte — Fallos : 250 : 55 y otros — doctrina a que no empece 
la invocación del art. 19 de la Constitución Nacional — Fallos: 
248: 455; 249: 13, 83 y 332 entre muchos otros—. 

4 9 ) Que no debe correr mejor suerte el agravio atinente a 
la alegada imposición de bienes fuera de la Provincia. El recu- 
rrente conviene — eon razón — que no existe excoso en la compu- 
tación del total del ha! ser sucesorio pnra hi determinación de la 
proporción en que los bienes relictos en la Provincia hayan de 
gravarse. Tal método obedece, en efecto, a claras razones de jus- 
ticia y las pertinentes limitaciones constitucionales se resguardan 
con la absorción, por el gravamen, sólo de bienes ubicados en el 
ámbito local y en medida que no se vulneren normas constitu- 
cionales como las referentes a la igualdad ante la ley y la pro- 



5*) Que de ello se sigue la inexistencia de otra traba cons- 
titucional para el cálculo del tributo. Pues los extremos señala- 
dos se cumplen tanto si la proporción del impuesto respecto de 
los bienes locales se establece por medio de un prorrateo, como 
el usado en los autos, o con el procedimiento que el apelante 
propugna. Cuál es el acertado, en los términos de la ley local, 
no es problema que comprometa los límites de la jurisdicción 




piedad. 
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territorial do la Provincia porque, en definitiva, se trata del 
acierto en la determinación del monto del impuesto sobre los 
bienes ubicados en el ámbito de aquélla. Se pone así, d* mani- 
fiesto, t<Mla vez (jue el impuesto cuestionado no alcanza al 23 % 
■ del haber sucesorio en la Provincia, que el único punto perti- 
nente para la decisión de la causa es el atinente a la interpre- 
tación do normas locales, pues la practicada en el caso, acertada 
o no, no agravia la Constitución Nacional. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Cene- 
ral, se confirma la sentencia recurrida de fs. 34 en lo que ha 
sido objeto de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristúbulo D. Aráoz de Lamadrw 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberastury — Ricardo Colom- 
bres — Esteban Imaz. 



TNIOX FERROVIARIA v. INSTITUTO NACIONAL l»E 
PREVISION SOCIAL 

JVBt LACIOS DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Per^ua* comprendida*. 

Con arrecio ni decreto $801/40, subsiste l& «filiación n la Caja (le la ley 
HUtüfí de los ex empleado* ferroviarios que optaron por ella al ser incor- 
porado» al personnl de] Ministerio de Transporte de la Nación. No obsta 
a ello ln invocación de le inexistencia nrtual de funciones terrovinrias para 
alterar el régimen de la afiliación ni tampoco la circunstancia de la transfe- 
rencia de los interesadla n una repartición nutárquica — ln Dirección Nacio- 
nal tío Turismo—. 



Dictamen del Procurador General Substituto 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario concedido n fs. 103 es* proceden- 
te, por .haberse cuestionado en autos la inteligencia de una nor- 
ma federal cual es el decreto 8801/49, y ser la decisión defini- 
tiva del superior tribunal de ln causa contraria a las pretensio- 
nes del recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, la sentencia apelada declara 
que la opción manifestada de conformidad con el deereto 8801/ 
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49 produjo el efecto (le investir a los empleados del "status" 
de afiliados al régimen de previsión social para el personal de 
empresas ferroviarias (ley 10.650), del cual no pueden ser pri- 
vados contra su voluntad. 

El Instituto recurrente alega, por sn paite, que la opción 
ejercida por los agentes con ocasión de su traslado al entonces 
Ministerio de Transporte, no puede repetirse nuevamente como 
consecuencia de que después hayan debido continuar desempe- 
ñando sus tareas en la Dirección Nacional de Turismo, a la cual 
se otorgó el carácter de entidad descentralizada en virtud del de- 
creto-ley 12.028 57. 

Xo comparto el criterio del apelante. La manifestación 
obrante n fs. 2 4 no es otra cosa, en definitiva, que la ratifica- 
ción de la ojk-íóii originaria. Se trata de una misma declaración 
de voluntad, reiterada, en el sentido de continuar incluidos en el 
régimen de la ley 10.650, de conformidad con el derecho que les 
acordara el decreto 8801/49. ~ J 

Cabe agregar que no es admisible que los efectos de la op- 
ción regularmente efectuada puedan sor anulados a mérito de 
sncesivos traslados que la Administración pública se halla en con- 
diciones de disponer sin necesidad de contar con la anuencia de 
los afectados. 

Esta conclusión se ve reforzada por el hecho de que los re- 
currentes se han desempeñado siempre, desde que se los puso 
bajo la dependencia del entonces Ministerio do Transporte, cir- 
cunstancia que dio origen al decreto 8801/49, dentro del ámbito 
administrativo del citado Departamento de Estado o de la lioy 
Secretaría de Transporte dependiente del Ministerio de Obras 
y Servicios Públicos. 

Esta sitnnción no varió porque los agentes fueran asignados 
a la Dirección Nacional de Turismo, toda vez que ésta, desde 
el decreto-ley 6325/56 (art. 2*) hasta el presente, en que se rige 
por la ley 14.574 (art. I 9 ), pasando por los decretos -leves 8014/ 
57 (art, 3* inc, a) y 12.028/57 (art. I 9 ), se ha encontrado inva- 
riablemente ubicada dentro de la esfera de acción del Ministerio 
o Secretaría de Transporte, sin que importe que su carácter de 
repartición centralizada se baya mudado por el de ente descen- 
tralizado o antárquico, pues ello hace a Ips modalidades de su 
gestión mas no influye en nada sobre el problema que aquí se 
debate. 

Conforme a lo expresado y a lo que resulta de la letra y del 
espíritu del decreto 8801/49, en <•} sentido de conservar la afilia- 
ción al régimen de la ley 10,650 para el personal de la ex 
de lo; 
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ferroviarias do capital británico que opten por ello no obstante 
su nueva dependencia del Ministerio de Transporte, opino, en 
conclusión, qiio corresponde confii..>ar la sentencia apelada en 
cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos Aires, 25 de setiem- 
bre de líKil. — Etltuinlo H. Mnrquartft. 



TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1962. 

Vistos los ñutos: "Unión Ferroviaria c/ Instituto Nacional 
de Previsión Social s/ afiliación". 

Y considerando: 

Que el decreto 8801/49, cuya interpretación sustenta el re- 
curso, admite la subsistencia, por opción, de la afiliación ori- 
ginaria, no obstante la naturaleza de las tareas encomendadas a 
los ex-empleudos ferroviarios, incorporados al personal del Mi- 
nisterio de^ Transporte de la Nación. La circunstancia de su 
transferencia a una repartición autárquica, con análogas funcio- 
nes y dependiente de la Secretaría de Transporte, no autoriza 
la invocación de la inexistencia de funciones ferroviarias para 
alterar el régimen de la afiliación, cuya subsistencia, en el caso, 
ampara el espíritu de la norma debatida. El hecho es, por lo 
demás, ajeno al grado de dependencia administrativa de la repar- 
tición, dentro del mismo Ministerio. 

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General substituto, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 85, en lo que lia sido objeto de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Ovhanabte — Ricabdo Co- 
lombbes — Esteban Imaz. 



SPLENDORE — sitksión— v. AGUSTIN' HERNANDEZ 
RECCRSO KXTIiAORDlXARlO; RequtaUo$ eomune*. Grarame*. 

L» rwii'ormidad del retan-ente eon ta intervención en loa líutos de un orga- 
nillo federal, romo lo es ta Cámara Puritana de Arrendamientos y Apar- 
certa* Rumie* ¡inte la que inició la causa, I» priva de interés jurídico para 
impugnar ta ley 15.72», ion fundamento en los arta. 67, ¡m\ 11, y 10» 
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de la Constitución Nacional, con arreglo a los cuales la competencia de la* 
actuaciones sería provincia!. Media, en efecto, una renuncia de aquella, 
cuestión constitucional, <|ue es posible y válida (*% 



MARTA HERTA EGGERS DÉ RESTA — sitckhiúx— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales. Interposición del re- 
CHrpo. Fittvtamrnto. 

Es improcedente el recurso extraordinario sí el escrito de mu interposición 
carece del debido fundamento, exigido por el art, 15 de la ley 48 y de la 
jurisprudencia de la Corte. 

RKCVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales, 'interposición del re- 
curso. Fundamento. 

La aserción de que el art. 11 del decreto-ley 23.598/50 es violatorto de loa 
arto. 16 y 17 de Ja Constitución Nacional y de que los hechos pertinentes 
se ban enunciado antes en la causa, no comporta la específica f undantes - 
tneión del escrito del recurso que requieren la ley y los precedentes de ls 

Corte. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechas u garantios. Igualdad. 

Et distinto régimen legal impositivo, con arreglo a la fecha de exteriori Ra- 
ción de la transmisión hereditaria, no es viola torio de U garantía constitu- 
cional de la igualdad, pues no constituye discriminación tendiente a injusta 
persecución o al indebido beneficio de los contribuyentes. 

IMPUESTO: Principios generales. 

1a uniformidad temporal de los impuestos no es exigencia constitucional. 
EMÚ librad* al prudente arbitrio del legislador. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronunciamiento. 

La impugnación basada en la supuesta eonfiscatoriedad de un impuesto, 
formulada en el memorial presentado ante la Corte, es inMisceptibte de consi- 
deración en la instancia extraordinaria. 



Sestencia hkl ItriÉ Nacional es íjo Civil 

Buenos Aires, 18 de marzo de 1959. 

Vistos: Para resolver la impugnación de fe. 92 contra la liquidación de 
fe, 91, contestada a fe. 95; y 

Considerando: 

T. Practicada !a liquidación del impuesto a 1n transmisión gratuita da 
bienes, la impugna a fe. 92 el apoderado del cónyuge snpórstite. basado en que 
el texto legal que ha sen-ido para fijar el monto del gravamen consagra una 



(t) 23 de febrero. Fallos: 246: 322; 348: 5SL 
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tridente desigualdad para «a parte. La sucesión, diré, se inició el 4/13/956 y 
el 31 de ese mes y año, por decrete del Poder Ejecutivo, se modificó de manera 
substancial la escala aplicable; de tal modo que, de haber demorado la iniciación 
del sueesoriot se lo habría beneficiado ion la aplicación de los nuevos porcen- 
tajes. Plantea la cuestión constitucional acerca de la desigualdad ante la ley 
que eignifica el aplicar dos gravámenes diferentes a personas fallecidas el 
mismo día, según que la fecha de exteriorización fuera anterior o posterior 
a la firma del mencionado decreto. 

II. El art. 1* de la ley 11.287 grava la exteriorización del acto por el que 
se transmiten bienes, b cual ocurre, según criterio uniforme de la jurispru- 
dencia, al iniciarse el sucesorio y permitir al Fisco tomar conocimiento de dicha 
transmisión (veas* C. !í. Civil Sala "B": "I* L." 73-441; Sala *D": "L. L." 
78-84; C, C. Civil Ira.: "L. L." 20-1038; C. C. 2da.: "J. A.** 948-1 1-tfOO; C. C. 
en pleno: "L. L." 26-214, etc.). El momento de realizarla queda librado a la 
voluntad de las partes, que lo liarán consultando sus propias conveniencias. 
Claro está que, cuanto antea se promueva la sucesión, más factible les será eludir 
el recaigo que establece el art. 16 da la misma, ley. 

III. Bastaría lo dicho para desechar el argumento referente a la desigual- 
dad ante la ky que se esgrime. Si el Poder Ejecutivo consideró poco equitativa 
la es es la vigente, pudo y debió modificarla como lo biso. Claro está que. con 
ello, favorecía a ciertas personas (por lo pronto a todas las transmisiones 
exteriorizadas a partir del 1» de enero de 1957; art. 10 del decreto 23 598/56), pero 
sin perjudicar a otras. Estimo que, en este caso, no se ha advertido que los 
herederos del causante no sufrieron perjuicio alguno: simplemente se les aplicó 
la ley vigente. Lo que lia ocurrido es que dejaron «le beneficiarse; y esto último 
se debió tan sólo a que el Poder público se vió en la necesidad de fijar un punto 
de partida para la nueva norma. * 

IV. Ha dicho la Corte Suprema que la igualdad ante la ley consagrada 
por In Constitución Nacional (art. 10" y concordantes), importa la obligación 
de tratar legalmente de nn modo igual a los iguales en idénticas circunstancias. 
Ello no impide que la legislación contemple de mañero distinta situaciones dife- 
rentes (Fallos: 229 : 428 ; 227: 25, etc.). Lo que es necesario evitar son las 
discriminaciones arbitrarias, o que respondan a un propósito de hostilidad contra 
ciertas personas o grupos (Fallos: 208: 22; 209: 28; 150: 20; 132: 410; 115: 
111, etc.). 

Analizada con tal criterio, la disposición legal no viola aquel principio de 
nuestra Carta Magna. Si se grava la exteriorización de a transmisión, y si 
ningún texto beneficia a un acto de esa naturaleza, ocurrido en determinado 
tiempo, excluyendo a otro, en idénticas circunstancias, no hay arbitrariedad, 
ni hay tampoco privilegio. 

V. A fs. 07 se acepta la observación formulada en cuanto ni rubro impuesto 
de justicia, Cabe tenerlo presente a sus efectos. 

Por esta» consideraciones, resuelvo: Desestimar la impugnación de fs. 92, 
salvo en cuanto al rubro impuesto ile justicia, que deberá reducirse a m$n. 
4.880,411. En rrmseeuenein, y con dicha salvedad, n pruébase la liquidación de 
fs. 91, con emitas. — Frttrrico J. \l. PeÜ:er. 

Sektescia he la Cutara Nacíonal pe Apelaciones |Ü m Ctvit. 

Buenos Aires, 30 de julio de 1959. 

Vistos : 

El art. 11 del decreto-ley 23.598/50 establece que la nueva escala de impuesto 
a la transmitido gratuita de bienes fijada en el art. 10 del mismo, se aplicará a 
las sucesiones que se inicien a partir del 1* de enero de 1967; con respecto a las 
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anteriores, vi impuesto resultarte no podrí exceder del treinta y tres por ciento. 

Conforme a tal principio, y teniendo en cuenta que la presente sucesión 
se inició el 13 de diciembre de 10." {ver cargo de fs. 6 vta.), el impuesto liqui- 
dado ii fs. 01, de acuerdo a ln ley rigente en ese momento, es inobjetable, y 
tumtiien lo es desde el punto de vista constitucional, como lo demuestra el jues 
ii i[ii<i en su resolución, con suficiente acopio de argumentos y en base a la doctri- 
na uniforme de la Corte Suprema de Justicia, según la cunl no esiste desigualdad 
ante la ley cuando ésta se aplica por igual a los qae están en iguales ci retías- 
tancúis (Fallos: 16: 118; 153: 67 y 130, entre otros), 

Ello es lo que ocurre en el caso sub examen, pues la escala de impuesto 
será una u otra, según que ln sucesión se haya iniciado antes o después del 1* 
de enero de 1057, con lo que sienta un criterio de aplicación que, no es de 
itingún modo arbitrario, ni violatorio de la garantía de igualdad ante la ley 
invocada por el recurrente íart. 16 de la Constitución Nacional!, desde que 
no causa perjuicio injusto derivado de conceder un tratamiento diferente a 
quienes están encuadrados en idéntica situación. 

Por esto» fundamentos y los concordantes de la resolución apelada, se la 
confirma en lo que ba sido materia de recurso, con costas. — fíafael M. Demarta 
— Antonio Caltttia 



Dictamen del Procurador Gexeral 
Suprema Corto: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs, 112 no ha sido 
fundado conforme lo exige el art. 15 de la ley 48. 

Siendo ello suficiente causal de improcedencia correspon- 
dería declarar que ha sido mal acordado a fs. 114. — Buenos 
Aires, 18 de noviembre de 1959. Ramón 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1962. 
Vistos los mtos: "Egjrei'H de Resta, Martn Herta . s/ suce- 

Y considerando: 

I o ) Que, como lo señala el dictamen de fs. 124, el escrito 
de fs. 112 carece del debido fundamento en loa términos del art. 
15 de ln ley 48 y de la jurisprudencia del Tribunal —Fallos: 249; 
:tl7 y 527 y otros—. 

2°) Que, en efecto, la afirmación de que el art. 11 del de- 
creto-ley 23.598/56 es inconstitucional, por violar los arts. 16 y 
17 de la Constitución Nacional y la aserción de que los hechos 
pertinentes se han enunciado antes en la cansa, siendo la decisión 
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apelada contraria a lo argüido, no importa la específica funda- 
mentación del escrito del recurso, que requieren la ley v los pre- 
cedentes de esta Corte. 

3*) Que a olio cabe agregar que el distinto régimen legal 
impositivo, con arreglo a la fecha de cxteriorizacióii de la trans- 
misión hereditaria, no constituye una discriminación tendiente 
a la injusta persecución o al indebido heneficio de los contribu- 
yentes. No hay, en consecuencia, desigualdad de jerarquía consti- 
tucional en el arbitrio elegido para la determinación del comienzo 
de la vigencia de la ley impugnada —Fallos: 247: 185 ; 248 : 285; 
249: 216, 596 y otros— ni tampoco ausencia de razón suficiente 
en la aplicación del régimen legal con referencia a una feeha 
dada, pues la uniformidad temporal de los impuestos no es' exi- 
gencia de la Constitución y está librada al prudente arbitrio del 
legislador —doctrina de Fallos: 244: 352; 246: 45 y otros—, 

4 9 ) Que la impugnación basada en la supuesta confiscato- 
riedad del impuesto sólo ha sido concretamente formulada en la 
memoria de fs, 119/121 y resulta, por tanto, insuscepttble de ser 
considerada en la instancia extraordinaria (Fallos: 249: 159 y 
sus citas). 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario deducido a 




COXSTITrCIOS XACIOXAL: Derecho,, i, garantías. Derecho de trabajar. 

Loa derechos de un funcionario, derivados de la relación jurídica de empleo 
público, no están vinculados a la libertad de trabajo que la Constitución 

Nacional consagra en su art, 14. 

COXSTITVC/OX XACIOXAL: Derecko» y garnmtia». Derecho dé propiedad. 

Kl acto mediante el cual la autoridad administrativa dispone que un fun- 
cionario f lew tu peñe sus tareas en determinado local a oficina pone* carácter 
unilateral y no hace nacer, en favor de aquél, un derecho de propiedad 



fs. 112. 




Benjamín Villegas Basavil&aso — 
Aristóbulo D. Aráoü de La Ma- 
drid — Julio Oyhakarte — Ri- 
cardo Colombbes. 



RODOLFO VENTJXUOLIÁ 
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•obre ti inmueble suaeeptible de sér amparado con arreglo al art. 17 de la 
Constitución Jíaeional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto» propio*. Rrl«ciA» directa. Ñor- 
mas extra*** al Juicio. Di* peticione* tonsMucwnales. 

Por falta de relación directa, no pío** g «¡¡JÉ ^""""iTtí 
™ lw «arantíaa de la propiedad y de la libertad de trabajo contra la sen- 

ESSuM mm deducido por el a,tor 
nutoridad3nini a trativa que manda ocupar, por su ****** dejarlo, 
*1 local donde aquél prestaba servicio* como empleado público. 



Dictamen del Procübadob General 

Suprema Corto : 

Con arreglo a lo reiteradamente declarado J&Ok fcj? 
procedencia del remedio de amparo respecto de la actividad ad- 
ministrativa se halla condicionada, entre otros «W^Sj* 
ilegalidad manifiesta e indudable del acto impugnado (Fallos. 
246: 35, 269 y 351, entre muchos otros), situación que, en mi cri- 
terio, no es la del presente caso. 

Por otra parte, es posible inferir de la sentencia del a quo 
que el rechazo de las pretensiones del apelante se ha tadado £ 
la circunstancia de existir vía legal para la protección del derecho 
nvoeado, lo que constituye, en principio, cuestión de hecho- y de 
orden procesal que, de no mediar arbitrariedad, es "«visible en 
la instancia de excepción (sentencias del 29 de setiembre y 31 de 
ortubre ppdo. en lis cansas "Sociedad Obreros Cerveceros de 
Quilines" v "Lokman .Taime" respectivamente). 

Opino,* pues, que corresponde desestimar las pretensiones 
sustentad % 'el apelante. - Buenos Aires, 10 de noviembre 
de 1961. Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1962. 
Vistos los autos: "Ventimiglia, Hodolfo s/ interpone recurso 
de amparo*'. 

Considerando: 

1») Que, en la presente causa, el actor sostiene haberse 
desempeñado como Jefe de la Zona V del Departamento Geodej 
tico Topográfico de la Provincia de Buenos Aires, cargo del 

_ 
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que —dice— se le separó, disponiéndose que pasara a nrcstar 
servíaos en el Gabinete del mismo Departamento. Así lo decidió 
el Director de Geodesia de la mencionada Provincia, contra cuya 
resoiucum el interesado dedujo los recursos administrativos de 
nulidad y revocatoria (fs. 7 y 9/21). 

do n,;.*»^!; 8egdü 8e a í irma en eI C8e,i4 ° do de'"«"da, antes 
de que se dictara pronunciamiento respecto de aquellos ,-ccursos 

rT sTta'r ll'T*? * * fe** * «« Sí 
ra sus tareas el actor; y, habiéndose negado éste a "acceder a 

l T ^Zr nt °'' f*' í* pública prc^edS a o- 

par el local en que funciona la respectiva Jefatura de Zona. 

in É § rt Que '? demanda de amparo aparece fundada en el aser- 
to de que los hechos descritos en el considerando anterior han 

Sdt T™i?: ltt " de trabajo y dei ^ i 

4*) Que tanto el juez ¡nterviniente como la Cámara a quo 
dictaron sentencias contrarias a las pretensiones del demandante 
(fs. <M y ¿2) f quien, con tal motivo, interpuso recurso extraordi- 
nario (fs. 55/56), que le fue concedido (fs. 59), 

5*) Que los agravios de los que se hace depender el recurso 
extraordinario no son atendibles. A ie todo, porque, en circuns- 
tancias como la de autos, los derechos de un funcionario, deri- 
vados de la relación jurídica de empleo público, no están vincu- 
lados a la libertad de trabajo qne la Constitución Nacional reco- 
noce en su art. 14. Y, además, porque el acto mediante el cual la 
autpndad administrativa competente dispone que un funcionario 
desempeñara sus tareas en determinado local u oficina, posee 
carácter unilateral y c iertamente no hace nacer —en favor del 
funcionario— un derecho de propiedad lato seiünt que recaiga 
sobre el mmncblc y sea susceptible de ser amparado con arreirlo 
al art. lí de la Constitución Nacional. 

6°) Que, en consecuencia, basta comprobar que Ins garan- 
tías constitucionales aducidas por el actor no guardan relación 
de ninguna especie con los hechos atribuidos a la autoridad ad- 
ministrativa local, para que el rechazo del reeurso extraordina- 
rio quede plenamente justificado. 

7*) Que, por otra parte, decidir si los recursos administra- 
tivos deducidos contra el acto que dispuso el traslado de un 
funcionario o emp eado han de tener o no efecto suspensivo, es 
asuuto que -en situaciones como la que se juzga- se encuentra 
deferido al ordenamiento local. Trátase, pues, de una materia 
que, en tanto no se alegue y demuestre la violación de normas 



federales —lo que en la especie no ba acontecido — debe consi- 
derarse ajena a la instancia extraordinaria. 

En sn mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadriü — 
Julio Oyhanabte — Ricardo Co- 
ló mures — Esteban Imaz. 



MARIA ELENA ROMERO s>s ROJO SANCHEZ v. NACION ARO ENTUNA 

JURISDICCION T COMPETENCIA: Competencia nacional Por las personas. 
Nación* 

Coa arreglo * lo dispuesto en el art. 3» de 1* ley 11.683 (Lo. 1900), 1* 
Dirección General Impositiva es una repartición nacional deseentraÜKada, 
comprendida en el art. 2», ine. 0», de la kry 48, que atribuye a la justicia 
nacional el conocimiento de las causas en que la Nación es parte. Por ello, 
corresponde a la justicia federal de 1* Rioja, y no a la justicia provincial, 
conocer de la demanda por desalojo promovida contra la Dirección General 
Impositiva (*). 



ALBERTO HECTOR LÜCCHETTI 

PENSIONES MILITARES: Pénshnes a los militares. Generalidades, 

El retiro y la pensión militar constituyen derechos esenciales al estado militar. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: Pensiones militares. 

Corresponde acumular, sin limitación «lirón», el retiro o pensión militar con 
la jubilación civil. 

CUMULACION DE BENEFICIOS: Pensiones militares. 

Con arreglo a lo dispuesto en el decreto-ley «277/58, si los servicios civilea 
simultáneos no influyeran en la concesión del retiro militar o en la determina- 
ción de sn monto, no rige la limitación establecida por el art. 29 de la ley 
14.370. En eonseeueneia, corresponde confirmar la sentencia que reconoce al 
^licitante el derecho a percibir la totalidad de los haberes correspondiente* 
n la jubilación civil y lo» de su retiro militar. 



(i) 28 de febrero. Fallos: 243: 221. 
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DlOTAilES IJÍL PkOCIBADOH GESíEKAL I ■ K f . Td.VIW.IO 

Eirraa, Cámara : 

nrt SÉS " d : V ; K P" »^io del M que lególa el 

un. 14 fie la ley 14.23Ü, versa «obre la »ilua. mn en que se enristra el recurrente 

rV^nT . " «í'™* 10 ' fn,nt *' " '° preceptuado por la ley 14.370 

(arl. ¿U> y dec. J8pQ% a nuz de la jubilación ordinaria que le otorgó la Caja 

í^^tí ,OB í"" rt T*™" 1 dpl E *' fldo 4:MW - w * 

incompatible, por exceder aquel retiro, el limite de i.i$n. 3.000, que «mala dicha 
¡„°.T ¡ T. 2 f"'^^ vía.- de que no le el aplicable lu pmep- 
ÍSÍLT I fea**!? C,tad °' 0,1 virtu<1 de los servicio* que originaron los 
rétennos nene! icios, tueron prestados en forma simultanea. 

El apelante sostiene, en mérito a lo* precedentes jurisprudenciales, «uc 
invoca en el memorial de fs. 52/57, la inaplicabilidad del art. 29 de la lev 14 370 
impugnando de inconstitucional, por lo demás, el decreto-lev 0277/5* por 
viointono a los art». 14, 17 y IB de la Constitución Nacional. 

En el aspecto formal, entiendo, que se han cumplimentado los requisitos 
exigido» por la doctrina y jurisprudencia, para considerar procesamiento viable 
eP recurso interpuesto, en cuyo mérito, corresponde entrar a considerar lo que 
ha udo materia del mismo, con relación a lo que es objeto de queja. 

I>e acuerdo a la certificación de fs. 23 e informe de fs. 64, el Mayor de Gimna- 
sia y fcsg .ma, Don Alberto H. Lucehetti, pasó en situación de retiro eftetivo, 
percibiendo su» haberes reactivos, a partir del 26 de abril de 1049. 

Tal situación, ea la que difiere de lo que se contempló en el caso "Yollv, 
Armando y -Galla, Eugenio", por encontrarse éstos en situación de "retiro 
activo y percibir por tal concepto, un» suma de dinero equivalente a "sueldo" 
conforme al art. W> de la ley 13.098, manteniendo los derechos v obligaciones estn^ 
oujeidos en los arts. 5' y 6», con las limitaciones pre*criptas en lo* ines. 7 v 8 del 
art. i de ]a referida ley, lo que no ocurre con el militar que ha pasado a situación 
He retiro electivo. 

„ P^fi Tr vn ; l ™f"yMy"> *e declaró que el tope acumulativo fijado por 
e art. 92 del dórelo 14.5,í.>/44 (ley 13.065 y 2!» de la ley 14.370, era inaplicable 
al caso de un retiro activo, toda vez, que lo pereibido ,„, r el titnlar, no en, un 
halwr jiibilatono", pino un "sueldo" o haber de retiro. 

■un 'iV' *T "ÍT' lí> C,,r,,, Su P™ ' 1a ^« d* "« N*««ón -Fallos: 
7 S'w í a T& Wd0 . * w * uú,i « »"* venladeros términos, estimó, que no se 
trata ha de eMiiblecer, «, eran compatibles sin limitación de monto los beneficios 

E*£WS , l * :' fl ™ ,,,,,r *" ivii >' l«Mlíait ser percibidos simultá- 

neamente sin dicha limitación, u„ sueldo militar y u»n jubilación civil, va que 
el ra usante se encontráis en actividad de servicio, es decir, en la sitiiaé ión de 
retiro artivo, percibiendo por lo tanto, no un beneficio asistencia!, sino el sueldo 
de su grada, .le conformidad con el art. 11» ,|e la ley para el personal militar y 
en tale^ WMb le comprendía la incompatibilidad establecida por el art. 

7 hi m * (K l nr « Uo ** Jifero, que !uibi.:.i cuenta que el Dr. Gulli conti- 
núala, prestando servicies. j*rcihiendo sueldos y dcin.'.* asignaciones corrwiMin- 
d.entes, ta caso «e hallaba comprendido en dicha norma de la lev 14.370, uno 
declara incompatible el socc de jubilaciones provenientes de los 'regímenes de 
previsión ya fueren de carácter nacional, provincial o municipal, con el des- 
empeño de actividades por cuenta ajena. 

Vale decir que. aún cuando el caso difiere del presente, lo rea] y evidente, 

J2£ , L P<, "?! d 1 ° ?* ? " Úllt * r * ™ ta «™ n áe ntim ** » mensual 

y no Haber jubila tono, aicndo por t que resultaba inaplicable e! art. 29 de la 
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mencionada ley 14.370, «1 no tratarse de la acumulación de dos beneficios previ- 
sionales reconocidos par '.as pertinentes leyes de lo materia. Se explica también 
por ello, que a la techa del fallo de la Corte Suprema, se considerara aplicable 
ul tugo, lo dispuesto por el art. 26 de la ley citada, ya que, indudablemente, por 
el hedió de revistar el Dr. GaLli en situación de retiro activo, percibiendo un 
haber mensual, el beneficio otorgado por servicios civiles, resultaba incompatible 
con m haber de retiro. 

En cambio, el militar en situación de "retiro efectivo", es bien diferente, 
yn que la ley 13.996, no Je asigna aquel enrécter a la remuneración que percibe, 
ni mantiene respecto de ellos, el mismo régimen a que queda sometido el personal 
militar que pasa a "retiro activo". 

Tal es lo que V. E. decidió en el caso "Ferreyra, Tito Secundino.", expíe. 
17.921, sent. 18.206, de fecha 11 de mayo del año en curso. 

Estimo en consecuencia, que por ta circunstancia expuesta, se encuentra 
arreglado a derecho, el punto 1» del proyecto de resolución de fs. 49, aprobado 
por el directorio del Instituto Nacional de Previsión Social, según constancias 
de fs. 49 vta. 

No opino lo mismo, respecto al segando punto de dicho proyecto, pues, a 
mi entender, a partir de la vigencia del decreto 6277, dictado el 28 de abril de 
1958, publicado el 28 de mayo de igual año, la situación ha variado fundamen- 
talmente. En efecto, estimo, que la interpretación que cabe asignar al art. 1* 
de ese decreto, no es la que le ha atribuido el Instituto y ni aún el propio recu- 
rrente v me fundo para así afirmarlo, en que la norma aplicada, no debe ser 
analizada aisladamente, sino en correlación con otras que la complementan y la 
explican, formando un todo orgánico que le da el verdadero sentido que tiene, 
conforme a lo que fué intención del poder que I» dictó. De otra manera, no se 
concibe, que con la deliberada finalidad de aclarar las dificultades que aparejaba 
el art. 29 de la ley 14.370, respecto a la interpretación restrictiva que se le asignó 
en diversas decisiones administrativas, se hubieran introducido modificaciones 
substancíales en perjuicio» precisamente, de quienes se encontraban amparados 
con anterioridad a la vigencia del referido decreto. 

La ley 13.906 y sus modificatorias, permiten al personal de las fuerzas arma- 
das desempeñar actividades civiles .(De*- Regí. 20.493/51 y 11.321/52) y salvo 
mis casos previstos en los arts. 133 y 134 de aquella ley, en conjunción con el 
art. 94, esos servicios civiles no se computan a los erectos de percibir tos corres- 
pondientes haberes. 

Significa entonces, que el haber de retiro se obtiene con servicios exclusiva- 
mente castrenses, de no un -liar las antedichas circunstancias. 

El art. 1» del dee. 6277/58, dice textualmente: ••Modifícase el art. 29 de la 
ley 14.370, agregando como tercer párrafo : "El principia de la acumulabilidad a 
que se refiere la primera parte de este articulo, no se aplicará a los prestatarios de 
servicios que tuvieren derechos jubílatenos de acuerdo con esta ley y que se 
hallaren en goce de un retiro militar, excepto, cuando los sercicio* invocado* se 
hubieren prestado simultaueamernte con los de carácter militar o cuando haga» 
sido na computados pata establecer el haber de aquel retiro". 

Para ana mejor comprensión de la norma, se hace necesario recurrir a los 
considerandos que precedieron a la parte dispositiva del decreto-ley, pues, en 
mi «pntir, en ellos se encuentra la verdadera intención y finalidad del mismo, 
fijando el verdadero alcance que tenia la aclaratoria. Dice el segundo consideran- 
do: "Que ta) interpretación restrictiva trae aparejadas graves consecuencia» en 
1«« legítimos intereses de un gran sector de beneficiarios, que no obstante ser 
acreedores a un derecho jubila torio previsto por la mencionada ley 14.370, resul- 
tan excluidos de la misma, por decisiones administrativas, no siempre acordes 
con el espirita que informa la ley". Continúa diciéndose: "Que el guce de un 
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retiro militar, logrado mediante la prestación de servicios exclusivamente castren- 
ses, debe considerarse independiente de cualquier otro beneficio jubila torio, salvo, 
que el mismo sea consecuencia ile servirías prestados simultáneamente con los 
que dieran origen a aquél o hubieren sido computados, para establecer el hnber 
de dicho retiro. Que de no ser asi, todo el personal militar retirado de las tuerza» 
armadas, que se hayan desempeñado durante gran parte de su vida en tareas 
titiles a la sociedad, verla malogrado su esfuerzo e ilusorio su derecho a obtener 
i?or stt trabajo, una legítima compensación. Que hay que tener presente, además, 
que es común en el personal de las fuerzas armadas, que se vea obligado a resig- 
nar su carrera de las anuas, por diversos factores, ajenos a su voluntad, ineptitud 
física en o fuera de actos de servicios, imposibilidad de ascensos, etc., que le 
pcrnúte, no obstante, el desempeñar dignamente y con eficacia diversas tareas a 
laa que dedican, la mayor parte de sn vida útil. Que frente a ello y no . existiendo 
en la ley 14.:i7ü incompatibilidad alguna en el goce de ambos beneficios, se liaee 
un deber ineludible reparar, mediante una equitativa aclaración legislativa, las 
posibles dificultades que pueda traer aparejadas una norma legal, puntualizando 
así su verdadero alcance". 

Tanto de lo* transcripto* considerandos, como del contenido del art. 1» del 
decreto en cuestión, se infiere, que en primer término, se encuentran compren* 
didos en él, todo el personal de las fuerzas armadas que gocen de un retiro mili- 
tar, sin distinción algún* y en segundo lugar, que como regla general, dicho retiro 
es independiente de cualquier otro beneficio, a que pueda ser acreedor su titular. 

L« excepción, a mi juicio, funciona para los supuestos en que cualquier otro 
beneficio jubílatorio se otorgue a consecuencia de servicios prestados simultá- 
neamente con los de carácter castrense, vale decir, cuando la prestación civil a 
que es acreedor, se obtenga con la computación de aquellos servicias, a lo* efectos 
de mejorar el halter j ubi Entono, tal como así lo «lis pune el art. 2* del decreto 
»:tlü/46 (ley 12.021), Esta es lo que hace suponer la segunda excepción, o nca, 
en el raso en que los servicios civiles "hubieren sido computa. 'os para establecer 
el haber de dicho retiro"'. Significa entonces, que el artículo ha contemplado las 
excepciones al principia de la acumulación sin límite de mi haber de retiro militar 
y otro beneficio juhilatorio, manilo recíprocamente, cualquiera de ambos servi- 
cios, hubiesen sido tenidos en cuenta, para obtener In respectiva prestación jubi- 
hitoria n haber de retiro, y ello se explica, si se tiene en cuenta, que dichos 
sen-icios han sido hábiles v idóneos para mejorar el derecho a obtener el beneficio, 
procurando evitar así, que un mismo hecho pueda generar dos beneficios. 

El decreto <i277/58, tuvo por finalidad, la de que el militar no afectado ]>or 
tas incompatibilidades en el desempeño de servicios civiles útiles a la sociedad, 
V no se vieran privado* de su percepción al entrar en la pasividad, por la sola 
circunstancia de estar en goce de un retiro militar, n cuya situación pasa muchas 
veces, i»r razones ajena i a su voluntad, manteniendo su plena capacidad física 
e intelectual para desarrollar eficazmente otra clase de tarcas o i^ntinunr las ya 
iniciadas durante su carrera castrense. Estos sen icio* civiles útiles, son los que 
el decreto pretendió, fueran reconocidos en toda su plenitud, aparejando los 
efectos prevísionales que son capaces de generar, sin quedar diluidos, ]>or la 
nnica circunstancia de haber prestado servicios, específicamente castrenses. Tal 
es lo que 11 uve de los propios considerandos del decreto, al referirse n esas situa- 
ciones, cuyo desconocimiento imiwrtaría, malograr un "es fueran e ilusorio su 
derecho a obtener por su trahajo una legítima compensación". 

En suma, e! retiro militar goza de una autonomía e independencia nhsoluta 
y no está sujeto al principio de acumulabilidad establecido en el art. 29 de la 
ley 14.:i70, repleto al goce de cualquier beneficio jubilatorio, salvo, que éste se 
obtenga a consecuencia de senictos castrenses o que los de carácter civil, havun 
sido útiles para computar el haber de dicho retiro. 
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En 1a especie, el Mayor de Gimnasia y Esgrima (II. E.) don Alberto Héctor 
Lucchctti, p:rsó a situación de retiro, en consideración a servicios pura y exclusi- 
vilmente castrenses — fs, 05 — iniciándose el pago de lin Iteres el lili do abril de 
KM!) — fs. 114 — f continuando en el desempeño cíe ¡servicios civiles hasta el 31 
de diciembre de 1950 — fs. 15 — , en que a raíz de loa mismos, también en forma 
exclusiva. *e le acordó jubilación ordínariu —ley 4349— según resolución do 
fs- 39. 

Siendo pues, f)ue tanto el retiro militar, eoinn la prestación civil, han sido 
nbtenido* i>or servicios exclusivamente castrenses y civiles, la ¡situación no encua- 
dra en ninguna de las excepciones previstas por el nrt. l v del decreto 0277/58, y 
consiguientemente. l w r aplicación de la regí» general consagrada en dicha norma, 
tiene derecho a partir de la vigencia de aquel decreto, a acumular, sin límites, 
ambas prestaciones. 

Iluda ln conclusión a que arribo, considero innecesario, tratar la inconstitu- 
cioimlidad planteada por el recurrente, respecto al decreto-ley en cuestión. 

Por ello, es que aconsejo a V. E., declarar procedente el recurso interpuesto, 
en la medido que se ha consignado. Despacho, 7 de setiembre de 1900, Víctor A. 
Sureda ttraelte. 

Sentencia i*k la Cámara Xaclün-al he Apelaciones del Trabajo 

Buenos Aires, 20 de diciembre de 1960. 

El Ilr. Guillermo C. Valotta, dijo: 

1?) Apela el recurrente de la resolución del Instituto Nacional de Previsión 
Social de fs. 49 vta., confirmatoria de la emanada de la Caja Nacional de Previ- 
sión para el Personal del Estado de fs. 39, por medio de la cual se declarara 
incompatible la jubilación ordinaria otorgada bajo ese régimen con el retiro 
militar del que es titular, por exceder este último el limite de m$n. 3,000, fijado 
por el art, 29 de la ley 14.370. En la memoria de rigor el apelante cuestiona la 
inteligencia dada a la norma provisional citada, impugnando también 1a declara- 
ción efectuada resjieeto de la excepción contemplada en el decreto 0277/58, en 
la cual se lo incluye, motivo por el que dice de inconstitucional al mismo, funda- 
mentos que imponiendo tener reunidos los requisitos exigidos en el art. 14 de la 
ley 14.230. torna: viable el recurso interpuesto (ver fs. 52 n 57). 

2*1 El recurrente, ron el grado de Mayor de Gimnasia y Esgrima del 
Ejército pasó a revistar en situación de "retiro efectivo, itercibicndo haberes desde 
tj\ 20 de abril de 1949 (ver fs. 23 y 04). Posteriormente gestionó su jubilación 
ordinaria en ln Caja sección ley 4'Í49, dado haber prestado servicios como profesor 
de esgrima de dependencias de Tn Lotcrto de Beneficencia Nacional y Casinos, 
la cmil si bien le es otorgada no se concede su goce, por cuanto estímase por los 
organismos provisionales, comprendido el caso en )n limitación del art. 29 de la 
ley 14.370 y excepción del decreto 0277/58, atento la simultaneidad de los servi- 
cios civiles y militares prestados (ver fs. 1 y resoluciones antes citadas). 

Que conforme a la situación de revista del recurrente, militar en "retiro 
efectivo", como bien sostiene el Sr. Procurador General del Trabajo la decisión 
en recurro en tanto entiende art i cuín ble lo dispuesto en el nrt. 29 de la ley 14.370 
es procedente por cuanto los antecedentes, jurisprudencias invocados en la memo- 
ria, contemplaron ci estado de "retiro activo" de sus titulares (Corte Suprema de 
•liwticia de la Xnción. Fallos.: 240: 125; mi voto in re 'Terreyra, Tito e/ I. N. 
P. S. s/ pensión", sentencia n* 18.200 del 11 de muyo de 1900). En cambio, coin- 
cidiendo con lo sostenido por el Sr. Procurador General, a partir de la vigencia 
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del decreto 6277/58, Ib situación del recurrente lia variado. En efecto, dicha dispo- 
sición legal toé dirtada a efectos de evitar "tas gravea consecuencias en loa legíti- 
mos intereses do un gran sector de beneficiario* que no obstante ser acreedores 
a un derecho jubilatorio previsto por la mencionada ley 14.370, resultan excluido* 
u> la misma, por decisiones administrativas no siempre acordes con el espíritu 
que informa la ley" por cuanto "el goce de un retiro militar, logrado mediante 
la prestación de servicios exclusivamente eiisetrenses, deben considerarse inde- 
pendiente dv cualquier otro beneficio juhilntorio, salvo que el mismo sea co[j*e- 
cueucta de lemcto* prestados simultáneamente con los que dieron origen a aquél 
o hubieren sido computados para establecer el haber de dicho retiro", por ello, 
"no exigiendo en ln ley 14370 incompatibilidad alguna en el goce de ambo* 
iK-ne I icios, se buce un drlar ineludible reparar mediante una equitativa aclara- 
ción legislativa ¡as posible* dificultades que pueda traer aparejada una norma 
legal, puntualizando así su verdadero alcance" (ver considerando» del decreto- 
ley mencionado, en Deretho del Trabajo, año 1958, pig. 78o). Acorde con c' 
principio enunciado el único artículo de la deposición establece, modificando el 
nrt. 29 de la ley 14.370 y como tercer párrafo del mismo que "el principio de la 
acumulación no se aplicará a los prestatario* de servicios que tuvieren derecho* 
jubílatenos de ucuerdo con cata ley — 14.37<l — y que se hallaren en goce de un 
retiro militar .excepto miando loa servicio* civiles invocados se hubieren prestado 
simultánea mente con los de carácter militar o cuando hayan sido ya computado» 
pnrn establecer el haber de aquel retiro". La correcta interpretación de la pri- 
mera excp|HÍón cicluyente, acorde con los propósitos expuestos en los conside- 
randos, debe encontrarse en el supuesto de prestarse servicio» civiles simultá- 
neamente con bis de carácter militar, haciéndose valer estos últimos para obtener 
un beneficio prcvisiomil por los primeros. Ratifica lo concluido la segunda 
alternativa prevista "o cuando hayan sido computados para establecer el haber 
de aquel retiro", haciendo referencia siempre a prestaciones de carácter civil, 
simultánea* a las de naturaleza castrense. 

En la especie no se da ninguno de los dos supuesto» cxcluycntcs, por cuanto 
la situación de retiro efectivo del Mayor Luecbetti se debe a servicios prestados 
exclusivamente en la esfera castrense que no fueron tomados en cuenta, como 
es obvio, para el beneficio de carácter civil acordado. El desempeño de m ve* 
en el ámbito de la ley 4349, generó la jubilación ordinaria acordada sin que 
los afina de desempeño hubieran nido computados pura el haber de retiro íver 

fs. mu 

Siendo ello así, resultando innecesarios analizar la ineonstitucionalidad plan- 
teada y de conformidad con los demás fundamentos lucidos en el dictamen del 
Sr. Procurador General, voto por la revocatoria de la resolución en recurso, en 
tanto declara incompatible el goce do la jubilación ordinaria otorgada a partir 
de la vigencia del decreto-ley 6277/58. 

Las f>res. Amadeo Allocati y Alfredo del C. M. Córdoba, compartiendo los 
fundnmentos del voto de! Sr. Vocal preopinante, adhieren al mismo. 

Atento lo que resulta del presente acuerdo y de conformidad con lo dicta- 
minado por et Sr. Procurador General del Trabajo, el Tribunal resuelvo: Revocar 
Ja resolución en recurso, en tanto declara incompatible el goce de ta jubilación 
ordinaria otorgada n partir de la vigencia del decreto-ley 0277/58. — Alfreda 
del f . Ui Córdoba — (luillermo f. Vainita — Amadeo AUocati. 
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Suprema Corte : 

La sentencia apelada declara aeuinulable, sin limitación tic 
monto, el lieneficio jubilatorio civil otorgado a fs. 39 a don Alber- 
to Héctor Lueehctti con el retiro militar del cual goza el nombrado. 

Considera el a quo r|ue la si t nación de autos no encuadra en 
las excepciones que al principio de acumulación señala el decreto- 
ley G2u/o8. Estima, en efecto, el tribunal que, para que ello ocu- 
rra, es decir para que sufra derogación el principio general sen- 
tado, es preciso que los servicios civiles luyan gravitado cu el 
otorgamiento del retiro militar. Xo siendo así, y tal es el caso 
de autos puesto que el retiro fue concedido sobre la base de 
servicios exclusivamente castrenses, la independencia de uno y 
otro beneficio es total y absoluta a partir del decreto-ley 6277/ 
58, según la inteligencia que le da el fallo. 

No comparto ese criterio. El artículo V del decreto en cues- 
tión, en consonancia con lo que expresa el párrafo tercero de sus 
considerandos, deja claramente establecido que el principio de 
acumulación no rige "cuando los servicios civiles invocados se 
hubieren prestado simultáneamente con los de carácter militar, 
o cuando hayan sido ya computados para establecer el haber de 
aquel retiro**. 

Son dos por consiguiente los supuestos de excepción previs- 
tos. Uno, cuando los son-icios civiles se computan para el otor- 
gamiento del retiro, o sea el caso de sen-icios civiles anteriores 
a los militares, única hipótesis de computación de sen-icios civi- 
les para fines castrenses. 

El otro supuesto de excepción se produce cuando los servicios 
civiles fueron prestados simultáneamente con los de carácter mi- 
litar. Esta es la situacióa del Mayor (R.E.) Lucchetti, razón 
por la cual no cabe admitir a su favor ía acumulación reconocida 
como principio general en el decretodey de referencia. 

En consecuencia, debe revocarse la sentencia apelada que 
admite lo contrario. 

Sin perjuicio de ello, opino que corresponde devolver las 
actuaciones al tribunal de su procedencia para que dicte nuevo 
fallo con especial pronunciamiento sobre la cuestión de inconsti- 
tucionalidad articulada en el memorial de fs, 52/57, cuya consi- 
deración dejó de lado expresamente la sentencia por entenderlo 
innecesario a mérito de la conclusión a que arribaba. Buenos 
Aires, 14 do junio de 1961. — Ramón Lascauo. 
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FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 tle marzo de 196-'. 
Vistos los autos: "Lucchotti, Alberto Héctor. £$fcil|fci^'* 
Considerando: 

l 9 ) (¿ne ln Cámara del Trabajo resolvió, por interpretación 
de los arts. 29 de la ley 14.370 y 1* del decreto-ley 6277/58, 
Hite vi límite en ln acumulación de beneficios a que se' refiero la 
primera parte del art 29, únicamente es aplicable cuando los 
servicios civiles simultáneos han sido computados para fijar el 
haber del retiro militar, y que, no siendo así en el easo, debía 
revocarse la resolución del Instituto Nacional de Previsión So- 
cial de fs. 49 vta., que había declarado incompatible la jubilación 
acordada al Sr, Alberto Lucchetti con el retiro militar tle que es 
titular, por exceder éste la suma de mfn. 3.000. 

2*> Que la sentencia de fs. 70 "1 fue consentida ]K>r el inte- 
resado y recurrida por el Instituto Nacional de Previsión Social 
|>or recurso extraordinario (fs. 75), que fue concedido <fs. 81), 
en el que se sostiene que la excepción al principio del art. 1» del 
decreto-ley «277 58 rige tratándose de servicios simultáneos. 

.T) Que esta Corte ha establecido que : "el retiro v pensión 
militar constituyen «derechos esenciales» al estado militar, con- 
forme a lo establecido jmr los arts. 5* y 8", inc. ti 9 , v el art. 81 de 
la ley 14.777 y leyes anteriores ( ley 13.996, art. ti*, inc. 7*; ley 4707, 
título 11, arts. 15 y 18, inc. 3* y título IV; ley 4856, título H, arts. 
16, 18, inc, 3*, título IV), que en la jurisprudencia de esta Corte, 
anterior a las leyes 13.056 y K1076, referentes al sistema do no 
acumulación de beneficios jiibiiatorios (Fallos: 131: 243; 154- 
394 y 411 : VH\: 425: Í7t'M y *m, tuvieron un tratamiento dife- 
rencial que los apartó de aquel principio (Fallos; H5: 384; 171 ; 
21)3), ppr no participar del sistema mutnalista y solidario, con 
sus legales Consecuencias que caracterizó, por ejemplo, a las le- 
yes 4349 y 10.650, aplicadas cu los casos citados" (Fallos: 248: 
37ti, cons. 3^. Kilo pnes, conduce al reconocimiento del derecho 
tle acumular sin limitación alguna el retiro o pensión militar con 
la jubilación civil. Y si el decreto-ley o" 27 7 58 —curo carácter 
aclaratorio aceptó esta Corto (Fallos'? 245: 496; 248*: 376, cons. 
f)~ , ha tenido por finalidad poner a eubierto este principio de 
interpretaciones contrarias, no se concibe que su texto admita una 
inteligencia opuesta. Porque sentado el principio de que "el goce 
de un retiro militar mediante la prestación de servicios exclusi- 
vamente castrenses, debe considerarse independiente de cualquier 
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otro beneficio jubilatorio" (considerando del decreto-ley), sólo 
debían contemplarse los caaos de servicios civiles simultáneos que 
hubieran influido en la concesión del retiro militar o en la deter- 
minación de su monto, siendo a ello que se refiere el pasaje final 
de ese considerando, reflejado en el texto del art. 1» "in fine", 
por el que se confiere un sentido coherente con los fundamentos 
y finalidades perseguidas. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada. 

Benjamín Villeoas Basavelbaso — 
Abistóbulo D. Abáoz de Lakadrid 
— Luis Masía Boffi Bogobbo 
Pedro Abebasturt. 



LOURDES EDITH FORADORI v. ALC1DES BARTOLOME PEL*,Z 
JURISDICCION X COMPETENCIA: t*ciüeuttn y immíiW* couexaa. Vario*. 

Mediando conexión directa entre dos causa» nueesivaa, la tramitación de la 
primera prorroga la jurisdicción personal distinta que pudo invocante en 
la segunda. Así, el jaez del último domicilio conyugal, ante quien se tramito 
el juicio de divorcio, v no el del domicilio actual del cónyuge demandado, 
e» el competente para" conocer del jnicio por alimentos promovido por 1» 
esposa, con fundamento en el art. 79 de la ley de matrimonie* civil. 



Dictamen del Procurador G ex eral 

Suprema Corte : 

Corresponde a V. E. dirimir la cuestión de competencia tra- 
bada entre la justicia nacional de esta Capital y la ordinaria de 
la Provincia de Santa Cruz, al no existir un órgano superior 
jerárquico común que pueda resolverla (art. 24, inc. 7», del de- 
creto-ley 1285/58). 

El caso es el siguiente: con fecha 14 de noviembre de 19o7, 
doña Lourdes Edith Poradori a fs. 5 inicia juicio por alimentos 
contra su esposo, don Alcides Bartolomé Pérez —de quien se 
encuentra legalmente divorciada—, el que radica ante el Juz- 
gado Nacional en lo Civil »» 12 de la Capital Federal, por con- 
siderar qne el demandado se domicilia en la calle Tucuman 1545, 
w pino, depto. B, de esta ciudad. Al tomar conocimiento de dicha 



